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INFORME DE LAS COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, FOMENTO Y DESARROLLO Y DE LA MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE FIJA NORMAS ESPECIALES PARA LAS EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO.
BOLETÍN Nº 5724-26-1

______________________________________________________________
HONORABLE CÁMARA:


Las Comisiones Unidas de Economía, Fomento y Desarrollo y de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa pasan a informar el proyecto de ley, de origen en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional y reglamentario, con urgencia calificada de suma.- 
I.- CONSTANCIAS PREVIAS.

1.- IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL DEL PROYECTO.

Crear una institucionalidad coherente tanto económica como jurídicamente de la actividad de la pequeña y mediana empresa, para lo cual se establecen condiciones regulatorias que permitan que las empresas, en el desarrollo de su actividad y bajo el entendido que éstas no sean contrarias a las reglas generales de convivencia entre las personas que desarrollan diversas actividades en un mismo espacio geográfico, puedan aprovechar al máximo sus ventajas comparativas en igualdad de condiciones.

2.- NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.
Tienen rango de norma orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile, los artículos NOVENO -número 4)- y UNDÉCIMO -artículo 8º- del texto aprobado.
3.- TRÁMITE DE HACIENDA.

Precisan de este trámite los artículos TERCERO, -incisos cuarto, quinto y sexto-; UNDÉCIMO -inciso segundo del artículo 26º- y PRIMERO Y SEGUNDO, TRANSITORIOS, del texto aprobado.

4.- EL PROYECTO FUE APROBADO, EN GENERAL POR UNANIMIDAD.

Votaron a favor los Diputados señores ARENAS; BOBADILLA; DÍAZ, don MARCELO; LEAL, MONTES, ORTIZ, TUMA, VERDUGO y VALLESPÍN.
5.-  Se designó Diputado informante al señor RODRIGO GONZÁLEZ TORRES.

Se hace presente que la Excma. Corte Suprema envió informe con fecha 21 de noviembre de 2008, pronunciándose respecto de las normas de carácter orgánico constitucional contenidas en el proyecto, al tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

**********

La Comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Hugo Lavados, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; Jean Jacques Duhart, Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción; Eduardo Escalona, Jefe de la División Jurídica; doña Ximena Clark, doña Danielle Zaror y Carlos Rubio, asesores de ese Ministerio; Iván Vuskovic, Presidente de CONAPYME y Óscar Hormazábal, Subsecretario; Luis Palma, Secretario General  de la Cámara Nacional de Comercio y Francisca Godking, asesora legal; Héctor Castillo, Fernando Brito y Sergio Fica, Presidente, Secretario General y Tesorero de la Federación de Asociaciones Industriales, respectivamente; doña María de la Luz Domper, Investigadora del Programa Económico del Instituto Libertad y Desarrollo y Pablo Kangiser, investigador del Programa Legislativo de ese Instituto; René Muga, Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio; doña Patricia Pérez, Presidenta de ASEXMA; doña Soledad Castro, Directora de Comunicaciones, y doña Paulina Vásquez, Subgerente de Relaciones Internacionales; James Wilkins, doña Paola Alvarez, Juan Pablo Cavada, doña Christine Weidenslaufer y Rodrigo Bermudez, abogados de la Biblioteca del Congreso Nacional; don Cristián Melliz, Jefe Fiscalización de la Dirección del Trabajo y don Francisco del Río, asesor legislativo.

Al final del presente informe se anexan sendos trabajos elaborados por profesionales de la Biblioteca del Congreso Nacional, referidos a diversos tópicos que dicen relación con la estructura y funcionamiento de las pequeñas y medianas empresas.
**********

II.- ANTECEDENTES.

Antecedentes Generales sobre el Contexto Económico y Marco Regulatorio.


El Ejecutivo señaló que en las últimas décadas, Chile ha implementado y/o profundizado una estrategia de desarrollo económico y social, persiguiendo equilibrios y estabilidad macroeconómicos, profundizando la apertura comercial e incentivando un mejor funcionamiento de las instituciones. El Estado ha focalizado sus políticas de apoyo e intervención en los mercados en los casos en que existen las llamadas fallas rol en el objetivo de superación de la pobreza, a través de diversos programas de protección social, así como de fomento a la capacitación, la inserción laboral e inclusión social. 


Todo esto se ha traducido en importantes avances, tanto a nivel de desarrollo de mercados, transformándolos en el motor de crecimiento de la economía chilena, como de reducción de la pobreza. Con ello, el ingreso per cápita se ha duplicado entre los años 1988 y 2004, alcanzando un nivel de poco más de US$ 12.700 en el año 2006, medido en paridad de poder de compra, y la pobreza se ha reducido desde un 38,6% en 1990 a un 13,7% en el 2006.


Dentro de este proceso integral de desarrollo, la actividad emprendedora ha tenido especial participación, consolidándose en sectores tales como el forestal, vitivinícola, frutícola y acuícola, a través de la generación y exportación de productos de mayor valor agregado, y ampliándose a nuevos sectores tales como las manufacturas, tecnologías de información y comunicación y turismo de intereses especiales. 


La distribución de beneficios derivados de este desarrollo económico, sin embargo, no ha sido del todo equitativa, parte de ello debido a desigualdades en el acceso a oportunidades para emprender. En la actualidad, existen en Chile 721 mil empresas formales activas, esto es inscritas en el Servicio de Impuestos Internos (SII) y con ventas positivas registradas en el año 2006, de las cuales un 79% corresponde a microempresas, un 17% a pequeñas empresas y un 2,5% a medianas empresas. No obstante esta alta participación en términos numéricos, este grupo de empresas, denominadas como Empresas de Menor Tamaño (EMT), aporta solamente al 15% del total de ventas de las empresas del país y su participación directa en las exportaciones nacionales no supera el 10% del total. 


En términos del empleo que generan, la información disponible lamentablemente es bastante menos exacta, con lo que la participación de estas empresas en el empleo total dependerá de la fuente y los supuestos utilizados. La información del SII para el año 2006, por ejemplo, indica que las empresas de menor tamaño aportan al 52% del empleo generado por el total de las empresas, siendo una estimación que por razones obvias no incluye a los trabajadores informales. Cuando se consideran otras estimaciones que sí los incluyen, tal como la encuesta CASEN, la participación de estas empresas en el empleo generado por el sector privado aumenta a un 68%. Luego, más allá de estas diferencias, destaca el hecho que las EMT inciden en forma significativa en el empleo nacional.


Con todo, la baja participación de estas empresas en los niveles de ventas totales constituye una primera indicación de la dificultad que enfrentan para desarrollarse, la cual ciertamente no obedece a una única razón. En efecto, una observación común que surge de los diferentes estudios del sector de EMT, es el alto grado de heterogeneidad que lo caracteriza y a sus problemas para desarrollarse. 


Los gobiernos de la Concertación no han desconocido esta situación, por lo que han implementado diversas políticas públicas para el fomento productivo, la innovación y la regulación, traduciéndose en importantes avances en lo que respecta por ejemplo a un mayor acceso a mercados, a financiamiento, a plataformas de servicios, a la adopción de tecnologías de información, a la simplificación de trámites, entre otros.


Si bien los avances alcanzados hasta el momento son importantes, para asegurar el crecimiento y desarrollo de las EMT, es necesario profundizar los esfuerzos. Es responsabilidad del sector público preparar el camino para que las empresas puedan cumplir los requisitos que establece la legislación y corregir aquellos aspectos normativos y administrativos que son desproporcionados para el tamaño de las unidades productivas más pequeñas. En consecuencia, una línea de acción que fortalece el emprendimiento corresponde justamente a la mejora regulatoria.


En el actual contexto económico internacional, con una economía global que se caracteriza por elevados grados de interdependencia, que convive con rápidos cambios tecnológicos, económicos y sociales, el rol de la regulación es clave y la mejora regulatoria es un proceso fundamental para fortalecer la promoción del desarrollo económico y social. 


En términos generales, las acciones de mejora regulatoria consisten en aquellos cambios que aumentan la calidad del sistema jurídico, en particular el perfeccionamiento de algunos instrumentos legales. La mejora regulatoria contempla cambios a normas vigentes y propuestas, como también puede incluir nuevas leyes para cubrir vacíos legales existentes. Es decir, la mejora regulatoria es un proceso amplio, que abarca cambios mucho más integrales que la pura desregulación de un sector.


En el caso particular de Chile, una primera etapa en este proceso de mejora regulatoria para la normativa aplicable a las empresas consiste justamente en revisar y adecuar la normativa vigente, modificar la que es redundante o impone costos que inducen al incumplimiento, e introducir nuevas regulaciones en los casos en que se requiera. Chile no está libre de regulaciones redundantes. Tampoco lo está de regulaciones con alto costo relativo para las empresas de menor tamaño, como una ley de quiebras que establece procedimientos complejos y caros que induce a que las EMT casi nunca formalicen su cierre. 


Lo importante a reconocer es que en el ámbito del emprendimiento empresarial, la viabilidad de un negocio depende no sólo de las oportunidades que el mercado ofrezca, sino también de la legislación, las regulaciones y los requerimientos administrativos específicos que el Estado diseña e implementa para esas actividades. 


Por todo lo anterior, es que se considera que el marco regulatorio es un factor importante en la competitividad y viabilidad de las empresas. No es difícil que la regulación se transforme en un obstáculo al emprendimiento y al desarrollo de una empresa: costos administrativos, barreras a la entrada o salida y/o problemas de competitividad derivados de la normativa pueden afectar significativamente el ciclo de vida de un negocio. Por ello es que al diseñar e implementar nuevas regulaciones, se deben tener en cuenta principios de costo-efectividad que permitan fortalecer la capacidad emprendedora, de tal manera que los costos de la regulación no superen los beneficios derivados de ella y al mismo tiempo se cumpla su objetivo deseado.


Una regulación que es costo-efectiva contribuye a generar igualdad de oportunidades para emprender, a potenciar la competitividad de las empresas de menor tamaño y posibilitar nuevos emprendimientos, con efectos directos sobre la consolidación de puestos de trabajo, la equidad social y la participación ciudadana. En la medida que las empresas de menor tamaño incrementen su productividad y sean más competitivas, todo ello reforzado por una regulación adecuada, aumentarán su capacidad de generar valor agregado y de producir bienes y servicios, con una evidente ganancia para todos los actores involucrados. 

Antecedentes sobre las Normas que Rigen a las Empresas.


La actividad de las empresas, independientemente de su tamaño, es afectada por un sinnúmero de normas jurídicas dictadas para regular, tanto las relaciones, deberes y obligaciones de sus propietarios, es decir, los aspectos institucionales de la organización, así como los aspectos operacionales, es decir, aquéllos vinculados al giro productivo de bienes y servicios y al funcionamiento de las actividades relacionadas con éste.


Las normas, por su parte, afectan de manera diversa, en algunos aspectos, a las distintas categorías de empresa según su tamaño. Las relaciones entre los dueños, las de éstos con sus trabajadores, las normas tributarias, de higiene, de condiciones de trabajo, de contrato de trabajo, de previsión y seguridad social, de impacto ambiental, etc., se encuentran diseminadas en distintos cuerpos jurídicos, los que en la mayoría de los casos no están sólo dirigidos a las empresas de un determinado tamaño, sino que a todas las que se encuentren en el supuesto jurídico que se pretende regular con ellas.


Entendemos entonces que el “Estatuto de las Empresas de Menor Tamaño”, es el conjunto de normas, generales o especiales, que, tomando en consideración su tamaño, regulan la actividad empresarial durante su ciclo de vida, con el objeto de permitir su participación en el mercado, en igualdad de condiciones.


Un estatuto no es necesariamente una ley única, como un código, sino que es un conjunto de normas que pueden estar contenidas y, en consecuencia diseminadas en diversos cuerpos legales, como es el caso de Chile.


En efecto, en Chile, existen varias disposiciones especiales para la micro, pequeñas y medianas empresas, contenidas en diversas leyes, las que no sería conveniente trasladar a una norma única, porque se encuentran incorporadas en normas especiales que regulan situaciones determinadas, como materias tributarias, laborales u otras. Incorporarlas a una nueva regulación puede tener efectos no deseados, toda vez que se las extraería del resto de las disposiciones que, mediante una interpretación sistemática, le otorgan su verdadero sentido y alcance. Lo dicho no obsta a que dichas normas, cuando otorgan condiciones especiales a las empresas de menor tamaño, puedan ser consideradas como normas especiales para la pequeña empresa y, por consiguiente, formando parte del Estatuto de las Empresas de Menor Tamaño.


A mayor abundamiento, hay normas ya existentes y otras en tramitación o estudio, que podrían perfectamente incluirse en una recopilación general, formando parte del Estatuto para los efectos de especialidad, pero manteniendo su carácter de norma separada. 


Algunos ejemplos de normas dirigidas especialmente a empresas de menor tamaño, son los siguientes:

1.- Ley Nº 19.749, sobre Microempresas Familiares, contiene normas sólo para microempresarios, incorporadas al artículo 26 del Decreto Ley 3.063, sobre Rentas Municipales; 

2.- Ley de la Renta, con sus artículos 22 y 84, sobre tributación de talleres artesanales y otros microempresarios y los artículo 14 bis y 14 ter sobre tributación y contabilidad simplificada de empresarios de menor tamaño.
3.- Ley de Impuesto a las Compraventas y Servicios, con sus artículos 29 y siguientes, sobre pago de IVA presunto de algunas pequeñas empresas;


También debe considerarse otro efecto que se ha producido y se seguirá produciendo en el futuro, con el estudio de adaptación de normas para hacerlas aplicables a la pequeña empresa y cuyo resultado ha sido la creación de nuevas instituciones aplicables a todas las empresas de Chile. Ejemplos de ello, son la ley N° 19.857, sobre Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada; ley N° 19.983, sobre Cobro Ejecutivo de la copia de la Factura; DS 1.001, sobre Cambio de Fecha de Pago del IVA; ley N° 20.179, sobre Constitución y Operación de Instituciones de Garantía Recíproca, entre otras. Simultáneamente, se tramitan en el Congreso Nacional diversas modificaciones legales que tienen por objetivo beneficiar a las empresas de menor tamaño, siendo una de ellas la iniciativa destinada a evitar la Doble Declaración de Capital Propio. 


Además de lo anterior, existen diversos proyectos sobre aspectos de las Pequeñas Empresas en diferentes grados de avance, que demuestran un trabajo consistente y adecuadamente planificado. El hecho de que se trate de proyectos separados no significa que sea un trabajo inorgánico, sino que se reconoce que cada proyecto tiene dinámicas diferentes y sería altamente perjudicial someter todas las iniciativas a los tiempos y requerimientos del más complejo o difícil. Si se hiciera así, la actividad legislativa estaría paralizada.


Atendido lo expuesto, el Estatuto de las Empresas de Menor Tamaño se encuentra diseminado en un gran conjunto de disposiciones de rango legal o reglamentario que no resulta factible ni conveniente reunir en un solo texto. Este proyecto, que pretende enfrentar las asimetrías en materia regulatoria, será un aporte más a las normas especiales que benefician a las empresas de menor tamaño.

Antecedentes Específicos del Marco Regulatorio para las Empresas.


Bajo esta óptica, el proyecto se estructura a partir de la revisión de una serie de regulaciones a que están sujetas las empresas de menor tamaño durante su ciclo de vida. Dicha revisión surge de la constatación de que parte de la regulación que se aplica hoy en día a las Empresas de Menor Tamaño ha sido fundamentalmente diseñada para empresas más bien grandes, lo cual se traduce en una pesada carga regulatoria para las primeras, que las induce muchas veces a adoptar diferentes grados de informalidad. Estos pueden ir desde una informalidad completa, como sería el caso de una empresa que no está registrada en el Servicio de Impuestos Internos, o parcial, como sería el caso de una empresa que sí cumple con el registro mencionado anteriormente, pero que no cumple con sus obligaciones laborales, municipales o sanitarias. 

 La Normativa Regulatoria.


Las empresa de menor tamaño, ostentan una especial particularidad en su forma de funcionamiento, cual es la multifuncionalidad de su dueño y gestor. En estas unidades económicas el dueño es normalmente un trabajador adicional de la empresa, aunque con máximas responsabilidades, entre las que se cuentan el gestionar eficientemente su empresa, acorde a las normas legales que la rigen. Esto último supone, en primer lugar, conocer las normas que regulan la actividad que comprende el giro de la empresa y luego saber implementarlas y/o cumplir con estas. Sin embargo, si las regulaciones son complejas, de entender y aplicar, ya sea porque fueron diseñadas para empresas de otras características o por otra razón, el impacto que generan en las empresas de menor tamaño, que no cuentan con las mismas capacidades técnicas ni administrativas de las empresas grandes, es potencialmente mucho mayor. De ahí el riesgo que se genera, consistente en el incumplimiento regulatorio por parte de estas empresas.


Desde otra perspectiva, si bien en muchos casos las regulaciones tienen causas evidentes para la ciudadanía, en otros dichas causas son menos evidentes e incluso incomprendidas por quienes deben sujetar su conducta empresarial a ellas. Lo anterior, porque a pesar del grado de transparencia que han alcanzado nuestras instituciones, aun no existen procesos normalizados que informen adecuadamente sobre las razones de fondo de las normas, el objetivo final de las mismas y la evaluación que debe hacer la autoridad para dimensionar el efecto que tienen en los gobernados.

Inicio de las Empresas.


Para iniciar el funcionamiento de una empresa se requiere cumplir con una serie de requisitos y condiciones que, si se aplican rígida e inflexiblemente, serán un obstáculo, a veces definitivo, para el desenvolvimiento de la misma. Especial es la situación de los pequeños emprendedores que, en la mayoría de los casos, inician su pequeña empresa con un escaso capital, destinado a las labores productivas pero no al cumplimiento de la normativa estatal para autorizar su funcionamiento.


Estos obstáculos al inicio, de diversos y disímil orden, como municipales, de construcción de obras, sanitarios, ambientales, condiciones de trabajo, etc., necesarios para la convivencia, especialmente en las ciudades, hacen peligrar el nacimiento de la empresa y generan una demora que provocan desistimiento, demoras y mermas del capital de trabajo. 


Esta demora, por requisitos que en ocasiones consisten en una mera firma acreditando un cumplimiento de la existencia de un plano, marca la diferencia muchas veces entre una empresa que parte y otra que se queda sólo en la idea.


Al respecto, resulta interesante mencionar que mientras el registro del SII da cuenta de un total de más de 700 mil empresas activas en el 2006, las patentes municipales suman para ese año poco más de 400 mil. Si bien, no se puede atribuir por completo esta situación al problema antes mencionado, sí se la puede considerar una primera indicación de la existencia de este tipo de problemas. Complementando lo anterior, no es un dato aislado el observar empresas que inician actividades en el SII, parten declarando el pago de remuneraciones y/o declarando compras de insumos, pero sin embargo, nunca llegan a declarar ventas.


Si bien, en diversos ámbitos de la regulación existe la posibilidad de dar ciertas facilidades a los pequeños empresarios para que cumplan los requisitos con su empresa ya en marcha, generando los ingresos necesarios para adecuarse a las normas existentes, se percibe la necesidad de profundizar estas iniciativas. En todo caso, se reconoce que es la propia autoridad la que debe evaluar y calificar la flexibilidad que pueda incorporarse a los procedimientos de autorización.

Sobre la Fiscalización y Aplicación de Sanciones.


En materia de fiscalización y aplicación de sanciones por las infracciones que se presentan en las empresas es posible también avanzar en criterios que se adecuen a la realidad de las empresas de menor tamaño. La multifuncionalidad de los pequeños emprendedores, su experticia en los temas productivos y muchas veces ignorancia en las materias normativas, obligan a revisar y transparentar los procesos de fiscalización y adecuar las multas al tamaño de la empresa.


Los organismos fiscalizadores han avanzado notablemente en la eficacia del cumplimiento de sus funciones, pero sin embargo el avance es menor en los componentes educacionales de la tarea fiscalizadora. Ciertamente que las sanciones que se aplican obedecen a infracciones detectadas, pero ellas deben orientarse a estimular el cumplimiento conciente de las normas, y no sólo al temor de ser objeto de una nueva sanción. Normalmente, las multas o sanciones que las leyes establecen para una infracción tienen un monto mínimo y uno máximo, dentro de cuyos valores el fiscalizador selecciona el monto de la multa o sanción a aplicar. Los criterios que llevan a éste a determinarlo no están definidos públicamente y son ignorados por el afectado. Existen avances, particularmente en materia laboral y sanitaria, pero el gobierno está resuelto a avanzar aún más. 

La Empresa en su Rol de Consumidor.


Existe consenso respecto a la existencia de fallas de mercado o brechas que obstaculizan la operatoria de éstos. Las asimetrías de información, los costos de transacción, el interés disperso, las externalidades y bienes públicos, se encuentran entre estas brechas, requiriendo muchas veces la creación de un marco regulatorio que asegure, de manera adecuada, resultados eficientes que se orienten al bienestar social.


En Chile han surgido y se han fortalecido dentro del ordenamiento jurídico regulaciones que apuntan, por ejemplo, a la de Defensa de la Libre Competencia, en que el Estado se ha provisto de herramientas y organismos encargados de velar porque el comportamiento de los actores económicos respete los postulados de una libre y leal concurrencia de quienes compiten en una industria determinada. 


En esa misma línea, la legislación de protección a los consumidores ha reconocido que quienes adquieren y disfrutan como destinatarios finales bienes y servicios, enfrentan severas asimetrías, que impiden el pleno ejercicio de sus derechos. Esto se explica por los costos que enfrentan en la resolución de controversias, por la falta de acceso a información sobre los productos, o porque carecen de las competencias adecuadas. El sistema de protección a los consumidores busca atender, en este sentido, aquellas brechas que producen desequilibrio entre quienes contratan en el mercado, estableciendo estándares mínimos de información, especificando el deber de profesionalidad de los proveedores, prohibiendo la imposición de cláusulas abusivas y sancionando las infracciones que afecten el interés de los consumidores. Esta normativa, sin embargo, sólo se aplica a los consumidores finales, sin considerar que las empresas más pequeñas en muchas ocasiones compran bienes y/o contratan servicios siendo afectadas por el mismo tipo de asimetrías antes mencionadas. Esta situación se da principalmente cuando los bienes o servicios comprados no son parte directa del giro principal de la empresa compradora. 


En este contexto, debemos entonces enfrentar brechas no atendidas en la relación que se establece entre las micro y pequeñas empresas y sus proveedores de bienes y servicios que, al mismo tiempo que ofrecen bienes y servicios a consumidores finales, contratan con empresas de menor tamaño, las cuales enfrentan similares asimetrías de información, costos de transacción y dificultades de acceso a la justicia a los que enfrenta cualquier consumidor final. 

Las Empresas de Menor Tamaño y las exigencias del Medio Ambiente.


Existe conciencia mundial, que también se ha asentado en nuestro país, que los procesos productivos deben ser cada vez más armónicos con la conservación del medio ambiente.


En el año 2001, el Gobierno inició la implementación de una Política de Producción Limpia, que ha contemplado a la fecha la formación de capacidades institucionales, difusión, capacitación en todos los niveles y la creación de una cultura de producción limpia, y que ha tenido hasta ahora por principal instrumento un tipo de acuerdo voluntario suscrito entre el sector público y el sector privado, llamado “Acuerdo de Producción Limpia” (APL). Esta política ha sido relanzada para el período 2006-2010. 


El APL es un convenio de carácter voluntario, entre un grupo de empresas, la mayoría empresas de menor tamaño, y autoridades del sector público, en donde se fijan compromisos que, una vez suscritos, son vinculantes. Estos compromisos incluyen técnicas de utilización y manejo de recursos en forma más eficiente y sustentable con del medio ambiente, que a la vez se traducen en mejoras de productividad para las empresas. Los requerimientos establecidos en estos acuerdos siempre superan a aquéllos exigidos por la normativa legal pertinente a los diferentes temas. 


Es así como la producción limpia tiene como efecto directo un mejor desempeño ambiental de las empresas y una mejora sustantiva en su competitividad. En el caso de las micro, pequeñas y medianas empresas, sectores que generan parte importante del empleo pero que también presentan los mayores problemas ambientales, la producción limpia representa una estrategia de alto impacto para el desarrollo y sustentabilidad de éstas. 


A la fecha se han suscrito 39 APL en los más diversos sectores productivos, en los que han participado más de 2.700 empresas, sumando en conjunto sobre 5.000 instalaciones o establecimientos productivos. De estas empresas, un 8% han sido microempresas, un 44% pequeñas empresas y un 27% medianas empresas, es decir, prácticamente el 80% corresponden a empresas de menor tamaño. A su suscripción han concurrido los más diversos órganos de la Administración del Estado con competencias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, y de fomento productivo, en conjunto con asociaciones industriales y empresas. 


En el tema ambiental, este tipo de acuerdo público-privado es de particular relevancia, por cuanto existen estudios que revelan que un alto porcentaje de empresas (69%) desconoce la normativa ambiental, luego difícilmente pueden cumplir con sus exigencias. Al respecto, la evaluación de la experiencia de los APL terminados hasta la fecha indica grandes avances en el desempeño ambiental obtenido por las pequeñas y medianas empresas, lo que impacta favorablemente su competitividad y la posibilidad de acceder a mercados más exigentes.


Por lo tanto, la amplia experiencia obtenida en el desarrollo de los Acuerdos de Producción Limpia ha demostrado la capacidad de este acuerdo voluntario, basado en la cooperación público privada, para lograr simultáneamente objetivos ambientales y productivos.


Lo anterior, se ve corroborado además por la experiencia internacional, en la que los acuerdos voluntarios permiten integrar aspectos como la eficiencia productiva, la innovación tecnológica, la relación costo-beneficio en la implementación de las medidas, y una más eficiente y perfeccionada aplicación de la normativa, especialmente aquella que sólo define metas u objetivos. 


Asimismo, los APL han creado también una nueva forma para que, sin necesidad de las sanciones propias de los sistemas de comando y control, las empresas de menor tamaño logren cumplir la normativa ambiental y también superar su desempeño más allá de lo que la regulación les exige.


Un ejemplo que grafica bien los avances y logros de las empresas de menor tamaño está contenido en los resultados de las auditorías a las empresas participantes en el APL del sector vitivinícola, la mayoría de las cuales son pequeñas y medianas, y en donde el porcentaje de cumplimiento se situó entre el 79% y el 73% para micro y pequeñas empresas, referido al cumplimiento de normativas por sobre lo exigido legalmente. Estos altos porcentajes de cumplimiento son un resultado obvio del hecho de ser un proceso voluntario, el que las empresas hayan hecho un esfuerzo especial por cumplir las metas, y que en esto hayan sido apoyadas con instrumental de fomento. Este porcentaje mayoritario de cumplimiento de las metas superiores a las normas ambientales y sanitarias de carácter obligatorio, ejemplifica la eficacia de un APL. 


Sin embargo, también han quedado demostradas, y se han analizado, las debilidades de este instrumento voluntario que son los APL. En efecto, desde el punto de vista legal no se ha resuelto satisfactoriamente la objeción que cuestiona la facultad de los servicios públicos a suscribir este tipo de acuerdos para los que no tiene mandato expreso, y que también interactúa con el resto de las facultades que la ley entrega a cada uno de ellos, así como tampoco tienen rango legal los incentivos que la autoridad pública puede fijar para incrementar los efectos del programa. 

La Crisis Financiera de la Pequeña Empresa.


En la actualidad, existen en Chile 133 mil empresas que, estando vigentes en los registros del Servicio de Impuestos Internos, no presentan registros de ventas, es decir, están inactivas. La vigencia de estas empresas deriva del hecho de mantener documentos tributarios aún vigentes, por ejemplo facturas, por tener deudas tributarias o simplemente por no haber formalizado su cierre. Sin embargo, de acuerdo a los registros del SII, sólo un 31% de estas posee deuda tributaria y un porcentaje bajo posee documentos tributarios aún vigentes. El resto de las empresas no ha cerrado ni quebrado formalmente, y si bien no se sabe con certeza la razón de ello, una primera explicación se relaciona con la dificultad que enfrentan estas empresas para formalizar su cierre.


En los hechos, cuando un pequeño empresario tiene problemas financieros, agota hasta el último de sus recursos en el intento de salvar su empresa, recurriendo a prestamistas informales, en la medida que sus fuentes de recursos se van agotando, despidiendo a los trabajadores cuyos costos de exoneración son menores, dejando de pagar impuestos y leyes sociales, luego a sus proveedores mas relevantes, etc. Algunos sobreviven como empresarios bajo fórmulas que aún a las ciencias económicas les resulta francamente muy difícil de explicar. 


Sin embargo, existe certeza en al menos dos aspectos. El primero, es que en nuestro país, los pequeños empresarios en problemas, no cuentan con asesoría calificada que les colabore en las múltiples tareas que se generan por la crisis empresarial: reordenamiento productivo y operacional, negociaciones estructuradas con los acreedores y financistas, nuevo trato con los trabajadores, repactaciones con los clientes, diseño de nuevos productos, etc. Son tareas absolutamente imprescindibles de asumir en momentos álgidos de la vida de las empresas, que en el caso de las pequeñas, se encuentran desatendidas.


La otra certeza, es que las empresas de menor tamaño no quiebran, sólo dejan de operar y, en consecuencia, no desaparecen de los registros. Esto, porque el proceso formal de quiebra en Chile es complejo y es caro, exige un pago de 100 UF sólo para solicitar la quiebra de un deudor y requiere de asistencia legal para la mayoría de los procedimientos, lo cual se vuelve prohibitivo para las empresas de menor tamaño que se enfrentan a situaciones de insolvencia. Al respecto, resulta interesante destacar que todas las empresas inactivas en el 2006 clasificaban como microempresas, es decir con ventas anuales menores a 2400 UF. Esto no significa que siempre hayan sido de ese tamaño, de hecho tiene sentido pensar que algunas con el tiempo experimentaron una disminución de sus ventas hasta el punto que no rentaba seguir operando, pero sí indica que son empresas con recursos limitados como para iniciar un proceso formal de quiebra.


Considerando que el procedimiento de quiebra no alcanza a cobijar a las empresas pequeñas, los acreedores de ellas reaccionan competitivamente entre sí, incoando todo tipo de acciones para obtener algo del remate de los bienes, desmembrando totalmente la unidad económica. El empresario, por su parte, luego de intentar defensas individuales a cada acción, desatendiendo además su actividad principal, termina, si es el caso, por cerrar inconsultamente la empresa y queda, por mucho tiempo, en la imposibilidad de reemprender personalmente otros negocios, debido a la necesaria existencia de bases de datos que guardan la información de los deudores morosos. Resulta necesario, en consecuencia, innovar sobre la materia, de manera de intentar darles una salida adecuada al menos a parte de las pequeñas empresas que enfrentan situaciones de crisis. El Estado no debería quedar al margen de este esfuerzo.

Objetivos del Proyecto.

Objetivo General.


Este Proyecto de Ley tiene por objetivo general generar condiciones regulatorias que permitan que las empresas, en el desarrollo de su actividad y bajo el entendido que éstas no sean contrarias a las reglas generales de convivencia entre las personas que desarrollan diversas actividades en un mismo espacio geográfico, puedan aprovechar al máximo sus ventajas comparativas en igualdad de condiciones. En el ámbito regulatorio, esto implica proponer, a través de modificaciones de leyes existentes o a través de nuevas leyes, una normativa que sea consistente con un análisis costo-efectividad, en donde el beneficio de la regulación supere los costos de cumplimiento, traduciéndose todo ello en un efectivo cumplimiento de la normativa.


De la revisión de las actuales normas, se proponen modificaciones a una serie de las regulaciones, a fin de incentivar un mejor cumplimiento por parte de estas empresas, y la introducción de nuevas regulaciones adecuadas a su tamaño. Se busca, en consecuencia, adecuar la carga regulatoria de las empresas de menor tamaño de manera que sea consistente con un análisis costo-efectividad, considerando la capacidad de cumplimiento de estas empresas, de manera de inducir un mejor y mayor cumplimiento de las normas. 


El ámbito de acción, en consecuencia, se aplica tanto a normas ya existentes como a las futuras regulaciones. Con respecto a la regulación ya existente, el propósito es detectar los diferentes grados de complejidad de estas regulaciones para las empresas de diferente tamaño y proponer cambios legales que simplifiquen su aplicación en ámbitos determinados. Con respecto a la futura regulación, el objetivo es introducir un mecanismo que permitan internalizar en los agentes reguladores una metodología para diseñar normas basadas en un análisis costo- efectividad sujeto a minimizar el riesgo de arbitraje regulatorio. En palabras simples, se pretende avanzar hacia un cambio en la cultura regulatoria del país.

Objetivos Específicos.


Se describe a continuación cada una de las propuestas legales, ya sean modificaciones a leyes existentes o nuevas regulaciones, las que persiguen concretizar el objetivo general antes indicado y enfrentar las deficiencias descritas en los antecedentes. 

Definición de las Empresas de Menor Tamaño.


Una primera consideración del proyecto se relaciona con la definición de lo que entendemos por Empresa de Menor Tamaño (EMT), y los criterios para definir tamaños. Ello resulta particularmente relevante en el contexto actual en Chile, en donde existe una gran variedad de estudios y diagnósticos de empresas que no necesariamente se rigen por las mismas definiciones, y de instrumentos de fomento que utilizan variados criterios de asignación. No obstante esta situación, cabe reconocer que dependiendo del objetivo deseado, bien se puede justificar la utilización de diferentes criterios para definir tamaños de empresas. En el ámbito regulatorio, por ejemplo, es importante contar con un criterio de segmentación de empresas que haga aplicable la implementación de la regulación, y además sea relativamente fácil de fiscalizar. 


Hechas las consideraciones, en este proyecto se entiende por empresas de menor tamaño a las micro, pequeñas y medianas empresas. Para efectos de definir sus tamaños y aplicar las leyes o modificaciones a leyes propuestas en este proyecto, se utiliza un criterio en base al ingreso anual por ventas y servicios del giro de la empresa, obedeciendo a una consideración de fácil fiscalización e implementación y además al hecho que es una herramienta de segmentación ampliamente posicionada en la economía chilena.


De acuerdo al criterio señalado, se define a la microempresa como aquella empresa cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro sean hasta 2.400 unidades de fomento; la pequeña empresa, cuyos ingresos son superiores a 2.400 y hasta 25.000 unidades de fomento; y a la mediana empresa, cuyos ingresos son superiores a 25.000 y no superan las 100.000 unidades de fomento. Todas éstas se incluyen dentro del concepto de Empresas de Menor Tamaño. El resto de las empresas, aquellas con ingresos anuales por ventas y servicios del giro sean superiores a las 100.000 unidades de fomento, quedan en consecuencia en la categoría de empresa grande. El concepto de ventas y servicios para estas definiciones se refiere al monto total de ellas netas del Impuesto al Valor Agregado. 


La excepción a esta definición de tamaño, se relaciona con los temas laborales. Para estos, el tamaño de empresa estará dado por el número de trabajadores que ésta tenga, lo cual se explicita mediante una modificación al Código del Trabajo.


Uno de los objetivos de explicitar tamaños de empresas en base a un criterio definido es la difusión de éste y con ello su adopción en otras propuestas, lo cual mejora la calidad de la discusión respecto a políticas públicas para esta categoría de empresas. Se reconoce, sin embargo, la existencia en Chile de otras normas legales que utilizan un criterio diferente. 


Por otra parte, cabe indicar que las variables utilizadas para definir tamaño de empresa para efectos legales no necesariamente coinciden con aquellas utilizadas para efectos de aplicar el instrumental de fomento focalizadamente. Para esto último, tiene sentido definir criterios de asignación en base a más de una variable, como puede ser el nivel de ventas, el número de trabajadores, el capital de la empresa, u otros. Por ello, los organismos públicos encargados del diseño de programas e instrumentos de apoyo a las empresas de menor tamaño, podrán elaborar fórmulas alternativas que permitan una adecuada focalización de los instrumentos. Ellas podrán ser el resultado de un trabajo conjunto, en el cual participen instituciones de fomento productivo, el sector privado y el mundo académico.

Buenas Prácticas Regulatorias 


Se proponen directrices generales o buenas prácticas regulatorias, a ser aplicadas por los órganos públicos que ostentan facultades de dictar normas jurídicas generales, que buscan ser una ayuda para el proceso de toma de decisiones y de diseño de disposiciones que originen costos de cumplimiento para las empresas. 


El objetivo de esta regulación es que la creación o modificación de ciertas normas jurídicas generales, se realice a través de un proceso estándar, mediante el cual se estimará el impacto social y económico que la nueva regulación generará en las Empresas de Menor Tamaño. 


A su vez, todo organismo que emprenda la elaboración de normas jurídicas generales que afecten a Empresas de Menor Tamaño, deberán informar previamente de ello al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Esta disposición también exige que el Ministerio de Economía publique en su página web todas las normas vigentes sobre Empresas de Menor Tamaño, sin perjuicio de las obligaciones de publicidad de los órganos de la administración.

Transparencia en la Fiscalización.


En el ámbito de la fiscalización, se propone la práctica de transparentar los criterios utilizados por los fiscalizadores al momento de determinar si la unidad fiscalizada amerita la aplicación de una multa y el monto mismo de la multa. Ello no sólo contribuye a difundir las normas a cumplir, sino que además reduce la potencial discrecionalidad en la práctica de la fiscalización. Cabe hacer presente al respecto, que normalmente las leyes establecen un rango mínimo y máximo de multas a aplicar por el fiscalizador en caso de una determinada infracción.


En consideración a lo anterior, se propone transparentar esta información que guía el accionar del fiscalizador, lo cual dicho sea de paso constituye un objetivo en sí mismo. Específicamente en este proyecto, se propone que las instituciones encargadas de fiscalizar a las empresas de menor tamaño y con la facultad de aplicar multas deban poner a disposición del público general un documento detallado informando sobre los criterios usados por los fiscalizadores en el acto mismo de la inspección y asimismo, para determinar el monto de la multa. Este acceso público al criterio fiscalizador deberá otorgarse a través de la publicación del mencionado documento en un lugar de fácil acceso, tal como el sitio web de la institución respectiva o a través de otros medios.


Cabe mencionar que las buenas prácticas regulatorias propuestas obedecen a la práctica común de los países de la OCDE, por cuanto en un futuro cercano, con el ingreso de Chile a esa organización, constituirán probablemente una medida sugerida a nivel general. 

Otorgamiento de Permisos Provisorios de Funcionamiento y Patente Municipal Provisoria.


Las municipalidades, de conformidad con el artículo 26, de la Ley de Rentas Municipales, contenida en el Decreto Ley 3.063 y sus modificaciones, tienen la facultad para otorgar patentes provisorias, otorgada por el DFL 3.063. No obstante, para ello se requiere, de acuerdo a la misma norma, el cumplimiento por parte de la empresa de la totalidad de los requisitos sanitarios y de emplazamiento. 


Lo que a primera vista parece sensato, en la práctica sin embargo, se vuelve una traba a la puesta en marcha de muchas empresas que, cumpliendo con aquellas consideraciones sanitarias esenciales para su funcionamiento seguro e higiénico y con las normas de zonificación del plano regulador correspondiente, deben esperar meses para el otorgamiento del certificado sanitario. Por ello, se propone autorizar a aquellas empresas nacientes, cuyo capital inicial sea no superior a las 5.000 UF, a iniciar su funcionamiento sin necesidad de cumplir en forma inmediata con la totalidad de los requisitos legales. Esto requiere facultar por un lado a los servicios que entregan permisos a las empresas, a entregarlos con el carácter de provisorios, a fin de evitar que existiendo la información que avale la factibilidad de otorgar permisos o autorizaciones provisorios en determinadas situaciones, no lo haga sólo por temor a adoptar atribuciones en exceso de sus atribuciones legales. 

Por otro lado, se requiere facultar a la propia municipalidad para otorgar patentes provisorias en los casos en que la empresa posea permisos provisorios de los servicios antes mencionados. 


Esta propuesta, vista como una forma de facilitar la puesta en marcha inicial de una empresa y/o establecimiento, evita además incurrir en gastos que no son estrictamente necesarios al inicio, momento de la empresa en el cual la liquidez financiera con que ésta cuenta puede ser crucial para el éxito de la misma. En este período inicial de funcionamiento, sin embargo, se debería exigir el cumplimiento de los requisitos de emplazamiento acordes a las normas sobre zonificación del plan regulador. 


A la propuesta señalada se agrega una facultad municipal para otorgar plazos de pago para estas patentes provisorias, e incluso eximir de modo general del cumplimiento de dicha obligación. 

Normas Especiales de Orden Sanitario.


En el orden sanitario se vuelve sobre los conceptos antes desarrollados, en materia de fiscalización y permisos de funcionamiento. Al efecto, se propone introducir dos innovaciones que abordan dichos aspectos.


En materia de fiscalización, el objetivo es avanzar hacia una labor más orientadora, que capacite y/o asista al cumplimiento, en vez de ser principalmente punitiva. Ello resulta particularmente relevante cuando los recursos son escasos y en consecuencia la cobertura de fiscalización es limitada. Frente a esto, se propone incorporar en la legislación una disposición de autodenuncia voluntaria de incumplimiento sanitario, que incentive a las empresas a acercarse a la autoridad sanitaria para solicitar asistencia en el cumplimiento de alguna norma. 


Para ello, se propone facultar a la autoridad sanitaria para que en el caso de que empresas existentes, que cuenten con autorización sanitaria previa o informe sanitario favorable, informen voluntariamente a la misma de algún incumplimiento de alguna norma, no se les aplique una multa u otro tipo de sanción, o al menos que ésta se rebaje, otorgándole un plazo razonable para el cumplimiento de la misma. Esta facultad la debiera llevar a cabo la autoridad sanitaria considerando los riesgos que el incumplimiento de la norma puede causar a los trabajadores, al vecindario o a la comunidad, debidamente calificada. 


Medidas de este tipo ya están en aplicación en Chile, como en materia laboral, que facultan a la autoridad para sustituir por completo las multas por capacitación y/o asistencia al cumplimiento, y/o para rebajarlas significativamente cuando se acredita la corrección de la infracción en un período de tiempo determinado. 


En lo que respecta la agilización de autorizaciones, hoy en día existe un procedimiento administrativo bajo el cual la autoridad sanitaria tiene la facultad de otorgar autorizaciones en plazos breves, aplicable a actividades que no requieren visita inspectiva por parte de la autoridad. Este procedimiento, denominado Trámite Cero, al ser puramente administrativo no tiene asegurada su continuidad, y su implementación depende en parte de la voluntad del jefe de servicio de turno. De hecho, este procedimiento sólo se aplica masivamente en la región Metropolitana, pero no existe información como para realizar una evaluación de su impacto efectivo. 


Al efecto, se propone incorporar el criterio de trámites simplificados para autorizar el funcionamiento de las empresas, que podrá aplicar la autoridad sanitaria en el caso de actividades que no presenten riesgos graves para la salud o la seguridad de las personas o para la preservación del medio ambiente. En las mismas circunstancias, la autoridad deberá proceder bajo este esquema, respecto de las microempresas. Dichas autorizaciones podrán otorgarse en calidad de provisorias, de conformidad con otras disposiciones de este mismo proyecto de ley.


De esta manera, la Autoridad Sanitaria competente, en base a su propia evaluación y manejo del riesgo correspondiente, podrá otorgar esta autorización provisoria en forma inmediata. Por parte de la empresa que la solicita, el compromiso de cumplimiento exigiría manifestarse a través de una declaración jurada, aparte de cancelar el arancel correspondiente. 
Protección a las Micro y Pequeñas Empresas en su rol de consumidoras.


Se introduce una nueva regulación, que pretende equilibrar las relaciones entre micro y pequeñas empresas cuando actúan como consumidores y sus proveedores de bienes y servicios, modificando además algunas disposiciones de la ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para ajustar algunos aspectos de su aplicación a las micro y pequeñas empresas.


El propósito de las normas propuestas es hacer aplicables a las relaciones comerciales que establecen las micro y pequeñas empresas con sus proveedores, determinadas instituciones de protección al consumidor, tomando en consideración las similitudes que existen con la relación de consumo que los mismos proveedores establecen con los destinatarios finales de dichos bienes y servicios. En este sentido, esta propuesta permite superar la restricción impuesta por la ley N° 19.496, que sólo protege a las personas que adquieren un bien o contratan un servicio como consumidor final, es decir, para agotarlo física o económicamente, sin reintroducirlo a la cadena productiva. 


En concreto, el proyecto propone hacer aplicables a las micro y pequeñas empresas, cuando actúan como consumidores ante las empresas que expenden sus productos y servicios al público en general, incluyendo en éste a las empresas, las normas generales de la ley N° 19.496, relativas a los derechos y deberes del consumidor, las obligaciones del proveedor, las normas de equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento de los contratos de adhesión y las disposiciones relativas a la responsabilidad del proveedor por incumplimiento las ofertas, productos y servicios ofrecidos y contratados, y las infracciones y sanciones. 


Asimismo, se propone la aplicación a favor de las micro y pequeñas empresas, de las disposiciones especiales que contiene la Ley de Defensa de los Derechos de los Consumidores, que aborda la información y publicidad, las promociones y ofertas, operaciones de crédito y algunas normas disposiciones especiales en materia de prestación de servicios.


Las mismas normas de dicha ley se aplicarán en materia de competencia de los tribunales de Policía Local y del procedimiento.

No obstante, se establece que no serán aplicables a las relaciones referidas en el proyecto, las disposiciones relativas al rol del Servicio Nacional del Consumidor ni aquéllas relacionadas con la defensa de intereses colectivos o difusos.

Por último, esta propuesta no pretende eximir a las micro y pequeñas empresas de su propia responsabilidad a su vez como proveedores, aunque sí se faculta al juez de policía local para que, en la aplicación de multas, tenga en cuenta el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación. Ello le permitirá al juez diferenciar la aplicación de multas para empresas de diferente tamaño, acercándose a un criterio que relaciona la multa con el daño causado. 

Establecimiento de un Marco Regulatorio para Acuerdos de Producción Limpia.


Se habilita un marco regulatorio que incentiva a las Empresas de Menor Tamaño a suscribir Acuerdos de Producción Limpia (APL), y con ello mejorar su competitividad. Se faculta a los servicios públicos con competencia ambiental, sanitaria, de higiene y seguridad laboral, uso de energía y de fomento productivo, para suscribir APL, con el objeto de promover y fortalecer el cumplimiento de la normativa, de establecer reglas técnicas para la mejor aplicación de las normas ambientales y sanitarias, adecuadas a los sectores específicos, y de abordar aspectos que no se encuentren contenidos en la normativa vigente.


Estos Acuerdos, de carácter voluntario, entre un sector empresarial, empresa o empresas y el o los organismos de la administración de Estado facultados, fijan compromisos que, una vez suscritos, son vinculantes, abordan normativas sanitarias y medio ambientales, entre otras y que persiguen la incorporación de las técnicas de utilización y manejo de recursos más eficientes y cuidadosos del medio ambiente al proceso productivo y productos finales, lo que a la vez se traduce en mejoras de productividad para las empresas. 


El proyecto propone dar reconocimiento legal a los avances que se han descrito sobre la materia, en los siguientes aspectos:


Como se ha señalado, se faculta, en general, a los organismos públicos con competencias en materias sanitarias y medioambientales a suscribir tales Acuerdos.


Se reconoce legalmente al Consejo Nacional de Producción Limpia, que actualmente funciona bajo el esquema de Comité de la Corporación de Fomento de la Producción, con una integración público-privada, y se establecen sus principales funciones y atribuciones. 


Se faculta a las autoridades reguladoras para establecer, en las normas que dicten, una Preponderancia de los Acuerdos de Producción Limpia que se hayan suscrito y cumplido conforme a lo pactado, respecto de la dictación de nuevas normativas reglamentarias que aborden exactamente las materias contenidas en dichos Acuerdos, siempre que no importe discriminaciones entre empresas suscriptoras de los mismos y que la nueva normativa no se haya dictado para facilitar la aplicación de una ley dictada con posterioridad al Acuerdo.

Apoyo a las empresas en crisis, mediante la participación de Asesores Económicos de Insolvencias.


Se propone una nueva ley para crear un mecanismo de apoyo para las empresas en situación de insolvencia, que tiene por objetivo la reorganización de la empresa. Esto se complementa con unas modificaciones al Código de Comercio, Libro IV, en lo que respecta a la quiebra. 


Al efecto, se establece la posibilidad para los micro y pequeños empresarios que se encuentren en situación de insolvencia o en un estado próximo a entrar en ella, pueda recurrir, extrajudicialmente, a un colaborador calificado, que el proyecto denomina asesor económico de insolvencias, a fin de obtener de éste la asesoría necesaria con el objetivo de lograr una reestructuración exitosa de su empresa y entendimiento entre ésta y sus acreedores para acordar uno o mas convenios de pagos entre las partes. El asesor formará parte de un registro a cargo de la Superintendencia de Quiebras, al que podrá acceder luego de un proceso de selección que el proyecto establece. Estará fiscalizado asimismo por la referida Superintendencia, para lo cual el proyecto le otorga las respectivas atribuciones y recursos destinados a tal efecto.


Se establecen inhabilidades e incompatibilidades de los asesores y sanciones para las eventuales relaciones oscuras que éste pueda tener con los acreedores o con los dueños de la empresa en problemas.


Iniciado el procedimiento de asesoría, con la designación del asesor, éste podrá extender, si la situación de crisis lo amerita, un certificado especial, el que deberá ser validado por al Superintendencia de Quiebras, cuya virtud y consecuencia sería la suspensión por un lapso de hasta 90 días, de las acciones y apremios dirigidos contra el deudor, por sus acreedores, por alguna de sus obligaciones, salvo aquellas derivadas de acciones constitucionales, penales, derivados del ejercicio de los derechos colectivos del trabajador, o del incumplimiento de las normas de higiene y seguridad en materia laboral, de sus obligaciones de familia y cualquiera que implique una infracción normativa. En este lapso, el empresario podrá, con la asesoría indicada, reestructurar su empresa, negociar con sus acreedores, o, en su caso, propender al cierre ordenado del negocio, de manera de optar, en un breve lapso, a desarrollar nuevos emprendimientos. En todo caso, mientras dure la suspensión de las acciones y apremios, se interrumpen todos los plazos de prescripción que corren a favor del empresario, o en contra de sus acreedores, y se veda al deudor del derecho a disponer de los activos fijos que conforman la empresa.


Este es un innovador instrumento que podrá ser complementado con los diversos instrumentos de fomento de que dispone el Estado para atender las necesidades de las empresas de menor tamaño. 

Normas Especiales para la Aplicación de multas y sanciones en materia Laboral.


En el ámbito laboral, en base a modificaciones al Código del Trabajo, se propone clasificar a las empresas en base al número de trabajadores, modificar el rango superior de las multas para estos diferentes tamaños de empresas, aumentar el beneficio de la reducción de la multa a las empresas de menor tamaño cuando éstas acreditan la corrección de la respectiva infracción dentro de los 15 días de detectada ésta por primera vez, y uniformar y extender el criterio de aplicación del sistema de sustitución de multa por capacitación o por programas de asistencia al cumplimiento, en los casos de multas por temas de higiene y seguridad, de manera que sea consistente con las definiciones adoptadas previamente. 


Respecto a la definición explícita de tamaños de empresa, el Código del Trabajo en su actual artículo 477 consagra tres categorías de empresas para el sólo efecto de diferencias rangos de multas a aplicar en el caso de infracciones. Este proyecto incorpora el rango correspondiente a las microempresas, cuyos trabajadores no sobrepasan a nueve personas. Estos rangos numéricos corresponden a un criterio bastante estándar de clasificación en base a empleo, lo cual facilita comparaciones de temáticas laborales incluso a nivel internacional. 


El esquema legal vigente, respecto a los rangos de multas, da un trato poco diferenciador entre las empresas más pequeñas y la gran empresa, que en ocasiones se vuelve prohibitivo para las primeras y/o incentiva al pago de la multa más que a la corrección de la infracción a las empresas más grandes. Cabe mencionar que las microempresas corresponden al tamaño de empresa más fiscalizado por la Dirección del Trabajo. 


En consideración a esta situación, se propone modificar este esquema de multas, disminuyendo el monto máximo de las multas para las micro y pequeñas empresas, aquellas con 1-9 y 10-49 trabajadores respectivamente, de 20 UTM a 10 UTM. Junto con esto, se propone aumentar del monto máximo de la multa para la gran empresa, a 90 UTM. 


En materia de cumplimiento de las multas o sanciones, actualmente el artículo 477 del Código del Trabajo establece la posibilidad de sustituir la multa por capacitación o, en caso de incumplimiento de normas de higiene y seguridad, por asistencia al cumplimiento. La primera sustitución se aplica a empresas con hasta 9 trabajadores, mientras que la segunda a empresas con hasta 25 trabajadores. Además, administrativamente se implementa una sustitución parcial de la multa para empresas con entre 10-25 trabajadores. Esta disparidad de criterios no aporta a la difusión de la norma, la cual está además muy restringida a las empresas más pequeñas, por lo que se propone uniformar y extender el criterio de aplicación del sistema de sustitución de multa. 


La propuesta consiste en extender ambos tipos de sustituciones a empresas con hasta 49 trabajadores, es decir, hasta las pequeñas empresas. Por otra parte, hasta ahora, la mencionada sustitución de multa se permite sólo una vez en el año, aún si las infracciones son diferentes. Con esta propuesta se permite la sustitución sólo por una vez en el año respecto de una misma infracción, constituyendo una clara señal del objetivo orientador que propone esta legislación. 


En complemento de lo anterior, también en materia de multas, actualmente el art. 481 del Código del Trabajo establece que frente a la corrección de la infracción dentro de los 15 días de notificada la multa se puede dar lugar a la rebaja de hasta el 50% de ésta, beneficio aplicable independientemente del tamaño de la empresa. Como una manera de profundizar esta medida, se propone en este proyecto que la reducción de la multa sea al menos en un 50%, y en el caso de las micro y pequeñas empresas, la reducción sea al menos en un 80%, en los casos en que se acredite el cumplimiento íntegro de la norma infraccionada, dentro de los 15 días de notificada la aplicación de la multa.
************

III.-  INTERVENCIONES 


Don HUGO LAVADOS, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señaló que este proyecto viene a llenar una serie de vacíos legales que impiden un desenvolvimiento fluido de las pequeñas y medianas empresas, en especial, desde la perspectiva económica.


Recordó que la regulación actual se basa, en general, en la gran empresa, lo que se traduce en una fuerte carga regulatoria para las empresas más pequeñas, que no cuentan con las mismas capacidades administrativas que aquéllas para cumplir con la normativa que las rige. Lo anterior les genera dos tipos de problemas: uno es el riesgo de insolvencia y el otro es el riego de informalidad.


Precisó que el Gobierno tuvo como motivos fundamentales para legislar en esta materia el facilitar a las empresas de menor tamaño el cumplimiento de la normativa ya existente, cubrir vacíos legales y promover una nueva cultura regulatoria, que se base en análisis de costo efectividad. A través de esta iniciativa presidencial, se reconoce la particularidad de la empresa de menor tamaño, se proponen simplificaciones y nuevas normas que favorecen el desarrollo de estas empresas y se promueve el inicio de un proceso de mejora regulatoria.



Agregó que este mensaje se enmarca en un proceso de mejora regulatoria. Se revisa la regulación pertinente y se propone simplificaciones y a futuro se trata de regulaciones basadas en análisis costo efectividad, donde se incluye la recopilación de antecedentes preparatorios y la elaboración de informes de impacto de la propuesta regulatoria sobre las empresas de menor tamaño. Todo ello, imprime disciplina y transparencia al proceso regulatorio. En concreto, el objetivo de la iniciativa es facilitar el desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño, mediante la adecuación y creación de normas regulatorias.


Para efectos regulatorios de este proyecto se entiende por Empresas de Menor Tamaño a las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMEs). Microempresas, aquellas que tienen ventas anuales de hasta 2.400 UF; pequeñas empresas, aquellas con ventas anuales entre 2.401-25.000 UF, y medianas empresas, aquellas con ventas anuales, entre 25.001- 100.000 UF.


Señaló que las futuras reglamentaciones se diseñarán teniendo en cuenta la capacidad de las EMT.  Regulaciones informadas previamente al Ministerio de Economía, con estimación del impacto social y económico generado en las EMT y que exista un portal web regulatorio.


Acerca de la fiscalización de los servicios públicos, dijo, se transparentan criterios y procedimientos de fiscalización y aplicación de multas, lo que produce impacto en la discrecionalidad y en difusión. Sobre la etapa de creación de empresas, se faculta a los Servicios Públicos a otorgar permisos o autorizaciones provisorios de funcionamiento, aplicable a empresas nuevas. Asimismo, se faculta a las Municipalidades a otorgar patente municipal provisoria a empresas con permiso o autorización sanitario provisoria, aplicables a empresas nuevas, pudiendo eximirse del pago u otorgar plazo para el pago de dicha patente provisoria.


Enfatizó, por otra parte, que se dictan normas especiales de orden sanitario, con medidas que fomentan el rol orientador de la autoridad fiscalizadora. Se establece la autodenuncia, en que la empresa declara incumplimiento de alguna norma sanitaria, cuyo efecto es omitir la multa o reducirla en un 50%, dependiendo del riesgo; se otorga un plazo razonable para subsanar la infracción y esto es aplicable por una vez a infracciones de la misma naturaleza. Se establece un régimen de Permiso Inmediato, en que las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud otorgan autorización o permiso inmediato a Microempresas respecto de actividades que no presenten riesgo grave, exigiendo como requisitos: declaración jurada simple sobre cumplimiento y pago de derechos. Se modifica el Código del Trabajo, estableciendo criterios de clasificación de micro, pequeña, mediana y gran empresa, en atención a la cantidad de trabajadores; se adecuan las multas, en relación con el tamaño de la empresa; se confieren mayores incentivos al sustituir multa por capacitación, y se reduce la multa al acreditar la corrección de la infracción. Se protege a las Micro y Pequeñas Empresas en su rol de Consumidoras. Se norma las relaciones entre micro y pequeñas empresas y sus proveedores; se les da una protección similar a la del consumidor final; se excluye la mediación del SERNAC y las cláusulas sobre intereses colectivos; las controversias las dirime el juez de policía local; y  todo ello no exime a las empresas de menor tamaño de sus deberes como proveedores de consumidores finales.

Indicó, en otro orden de materia, que se crea un marco regulatorio para Acuerdos de Producción Limpia. Al efecto, se faculta a los órganos de la administración del Estado para suscribir con las empresas de menor tamaño Acuerdos de Producción Limpia. Se les otorga apoyo a estas empresas en la etapa de reestructuración y/o cierre de empresas, concibiéndose un procedimiento extrajudicial de apoyo a micro y pequeñas empresas en situación de insolvencia, para lograr la reestructuración o el cierre formal, y ello es aplicable a empresas con ingresos anuales de hasta 25.000 UF. Se crea la figura del asesor económico de insolvencia, que lo debe solicitar la empresa en insolvencia, o próximo a ello, el que emite un certificado especial: suspende los apremios producto del incumplimiento de obligaciones pecuniarias, embargos, solicitudes de quiebra, con un periodo máximo de suspensión de 90 días, siendo una de sus funciones el análisis de la situación económica y financiera de la empresa.
Concluyó señalando que ésta es una primera etapa de una iniciativa permanente de mejora regulatoria. El mensaje complementa el apoyo del Gobierno al sector de las Empresas de Menor Tamaño, materializado a través de instrumentos de fomento productivo y de simplificaciones administrativas. Se debe mantener la coordinación interministerial y el diálogo público-privado para el éxito de este proyecto, dijo por último.
Don IVAN VUSKOVIC, Presidente de CONUPIA, indicó que se valora el esfuerzo histórico por hacer realidad un Estatuto para el sector, que hay una gran valentía de parte de la Presidenta Michelle Bachelet en asumir este compromiso programático, pues ya hay "sectores económicos y especialistas” que se oponen a la dictación del mismo, desde la óptica neoliberal que insiste que somos todos iguales, también en el mercado.
Explicó que en los fundamentos de la iniciativa se reconoce que aún persisten “desigualdades en el acceso a oportunidades para emprender”, así como la existencia de normativas “desproporcionadas para el tamaño de las unidades productivas más pequeñas”. El objetivo principal del Estatuto debiera ser disminuir o eliminar las trabas que impiden la competitividad de las EMT, generando un cuerpo legal que elimine las desproporcionadas normas que hoy se aplican a las EMT.

Lo propuesto por el Gobierno, dijo, se estructura a partir de la revisión de una serie de regulaciones a que están sujetas las empresas de menor tamaño durante su ciclo de vida, y la consecución del objetivo principal señalado precedentemente, no está claramente determinado. En éste sentido más que Estatuto, o sea un marco jurídico orientado a mejorar la competitividad de las EMT, es un compilado de medidas de mayor o menor impacto o de relativo impacto para el sector (por ejemplo: normas de la producción limpia y beneficios tributarios que no son tales) y una tibia propuesta para intentar suprimir exigencias iguales a quienes son desiguales. 

En cuanto a la definición del sujeto, el proyecto enviado mantiene el criterio para definición de las empresas la segmentación sólo por el nivel de las ventas, para la mayoría de las cuestiones atingentes; mantiene el criterio de segmentación en lo laboral sólo en relación al número de trabajadores y propone para más adelante el definir algunos otros parámetros (capital declarado o pagado) al tema del fomento productivo.

Puntualizó que es necesario avanzar en la formulación de un polinomio que establezca proporcionalmente al menos los tres índices señalados: ventas, número de trabajadores y capital declarado o pagado, para la definición del tamaño de cualquier empresa. Pueden ser los actuales de alguna manera ponderados, pero que para todos los ámbitos (laborales, tributarios, medioambientales, de fomento, municipal, etc.) sea único el tamaño de la empresa no parece lo más correcto. Experiencias como la de Argentina, Perú o Costa Rica, por nombrar algunos países de Latinoamérica, y que han sido exitosas, debieran servirnos de ejemplo en este tema.

Señaló que una cuestión que no está tratada en el Estatuto y que es de vital importancia es la de ordenar y centralizar la temática de las EMT. En ese sentido es necesario la creación de una instancia público - privada, que de una parte ordene el accionar de los distintos organismos, servicios, corporaciones, etc. vinculados en el quehacer de las EMT, y que a la vez haga las propuestas necesarias de adecuación, a partir de la promulgación del Estatuto y los objetivos que señala, de las actuales y de las futuras leyes.

Propuso la creación del Consejo Nacional de las Empresas de Menor Tamaño, de carácter público - privado. Principalmente este Consejo debiera señalar medidas concretas que permitan efectivamente cambiar las formas de fiscalización y no sólo transparentarla, como plantea el proyecto. Las tareas debieran ser: Ordenar la maraña de organismos que hoy se ocupan de las EMT, y opinar y proponer las medidas que sean pertinentes para que el fomento productivo sea eso y llegue esencialmente a las empresas más pequeñas. Asegurar el cumplimiento de este Estatuto y su perfeccionamiento, proponiendo a la autoridad y al parlamento los cambios que sean necesarios. Revisar las normativas sectoriales que afectan a las EMT para que en el espíritu de este Estatuto éstas sean modificadas. Revisar la normativa futura para asegurar la consecuencia en el tiempo de las disposiciones que ahora se están discutiendo. Participar en la discusión sobre el sistema nacional de capacitación y colaborar en la organización del necesario diálogo social.
Expresó que debieran tratarse de manera separada los cambios o medidas que propone el proyecto de Estatuto. Si bien en general todas las medidas propuestas han sido señaladas en alguna ocasión como cuestiones que debieran reformarse, su inclusión en el debate parlamentario pudiera "incentivar" a incorporar otras que no han sido consideradas, lo que redundaría en un extenso debate. Lo propuesto, en término de medidas concretas, no siempre está en concordancia con las prioridades definidas por los gremios que representan las EMT. Son útiles y pertinentes las medidas de acceso a empleadores al seguro social contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y el apoyo a la reorganización de empresas en crisis.

Recalcó que se debe incorporar otras medidas, como, por ejemplo: Procedimiento simplificado para la creación y cierre de Empresas; Generación de Registro Único de Empresas; Facilitar y agilizar las Formas Jurídicas en la formación de empresas; Desarrollo Económico Local; Creación y financiamiento de las Unidades municipales y/o territoriales de Desarrollo Fomento Productivo Local; Beneficios tributarios: La MIPE debiera pagar impuesto a la renta sólo sobre utilidades devengadas; eliminar para las microempresas los PPM y el pago de patente municipal; bajar el IVA. Convertir en ley los acuerdos suscrito por D&S con sus proveedores: “Términos y Condiciones Generales de Aprovisionamiento (TCGA)"; mejoras al Sistema de Compras Publicas a través del Portal ChileCompra, entre otras: las compras regionalizadas y en volúmenes divisibles entre varios proveedores; no cobro de boletas de garantía por la seriedad de la oferta; la capacitación de los compradores estatales, etc. Reformas al código del trabajo que consideren específicamente las particularidades de las micro y pequeñas empresas como empleadores y que protejan a los trabajadores informales y de microempresas de la total desprotección en que están hoy.
Si bien el ESTATUTO no puede incluir todo, dijo, hay dos elementos que por ser centrales en las peticiones de las EMT del país hay que buscar corregir:

Acceso al mercado. La resolución de la TDLC (Tribunal de la Libre Competencia), que impidió la fusión de Falabella y DyS marca una clara señal, pero se trata de ver cómo se hace para que los pequeños logren una mayor participación en el mercado abierto y se logre revertir la constante caída de la participación de las EMT en el producto.

Acceso al financiamiento. El hecho que el Estado a través de CORFO licite fondos para que se los preste el sistema financiero privado a las EMT tiene un éxito relativo, pues los fondos son efectivamente colocados en mejores condiciones en las empresas que los bancos determinan, por tanto se trata de “fidelizar“ a sus propios clientes. Llegó la hora de mirar desprejuiciadamente la manera como el Estado traspasa estos fondos, cada vez más importantes al sector. Pidió iniciar la discusión sobre la conveniencia de que CORFO siga en el papel de "banca de segundo piso".
Indicó que otro tema importante es el fortalecimiento gremial. Sin embargo, en el estatuto no viene incluido. Hasta 1974 los gremios se financiaban con los aportes obligatorios de sus socios que se cobraban junto con la patente municipal. Propuso la creación de un fondo nacional que permita cubrir los necesarios gastos para mantener las organizaciones nacionales, toda vez que al Estado se le facilita su propia gestión en el sector en la medida que existan gremios organizados y representativos.


Don RENÉ MUGA, Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio, explicó que es evidente la importancia que ha adquirido la pequeña y mediana empresa en la economía del país, que genera más de la mitad del empleo en Chile, pero que, sin embargo, su desarrollo se ha visto limitado por excesivas regulaciones. A pesar de los obstáculos para su desarrollo, se ha detectado que al pequeño empresario, aunque le sobra entusiasmo, a menudo le faltan las herramientas adecuadas para dirigir su empresa y se topa constantemente con limitaciones burocráticas que poco alientan el crecimiento de su empresa.

Expresó que la mayor parte de nuestra legislación se desarrolla pensando en empresas de gran tamaño, que de acuerdo a la clasificación utilizada comúnmente (ventas sobre 100.000 UF anuales) sólo representan el 1% del total de compañías chilenas. Por esta razón, es muy valorable que se haya tomado la decisión de legislar pensando en las empresas de menor tamaño, lo que beneficiará a todo el país. Sin embargo, dijo, el proyecto de ley se hace cargo de algunos temas relevantes para la facilitación de la actividad empresarial, pero respecto de los cuales no existe una justificación económica para restringir su aplicación a las EMT, sino que debieran ser transversales, como, por ejemplo, la introducción de la evaluación del impacto social y económico de las nuevas regulaciones y las disposiciones para transparentar criterios y procedimientos de fiscalización y aplicación de multas en servicios públicos.

Indicó que como Confederación de la Producción y del Comercio se cree que la presentación de este proyecto de ley es un primer paso hacia una nueva mirada a la regulación que afecta al emprendimiento. Especial importancia tiene la introducción de un enfoque que sea consistente con un análisis costo-efectividad, en donde el beneficio de la regulación supere los costos de cumplimiento, traduciéndose todo ello en un mejor cumplimiento de la normativa y minimizando su costo social. Esto es un concepto innovador en la administración pública.

Existen muchas más normas que adaptar e incentivos que se deben desarrollar sobre todo en área laboral y tributaria, pero se nota que es la voluntad del Ministerio de Economía que ésta sea sólo una primera iniciativa y se espera que se transforme luego en una nueva mirada regulatoria que elimine trabas excesivas y redundantes y facilite el emprendimiento en Chile. Si en algo Chile califica mal de acuerdo a estándares internacionales es en calidad de la educación, innovación y facilidades para el emprendimiento. Las tres variables están íntimamente relacionadas y se espera que se pueda avanzar más rápido por el camino de mejorar estos aspectos a través de mejores políticas públicas.


Expresó que es muy importante que se especifique claramente cuáles son las Empresas de Menor Tamaño que serán beneficiarias de este Estatuto. Tomar las ventas anuales simplifica la clasificación, y es probablemente la mejor manera de clasificarlas. No obstante, el ideal sería considerar un concepto más amplio de clasificación, como un polinomio que considere más variables -ya que en muchos casos el nivel de ventas por sí sólo no refleja la realidad de las utilidades percibidas por el empresario- aunque se comprende que pueden existir limitaciones prácticas para su aplicación. A futuro, cuando existan mayores capacidades instaladas y mejores mecanismos de control, debiera trabajarse en una fórmula de esta naturaleza. No es lo mismo una distribuidora de vehículo de lujo en Santiago oriente, que puede aparecer con grandes ventas, pero muy bajos márgenes y poco empleo, comparado con una pyme agrícola o turística en una zona rural.


En el proyecto de ley se establece un procedimiento para la dictación de reglamentos y normas de carácter general que señala que todos los Ministerios u organismos que dicten o modifiquen normas jurídicas generales, que afecten a EMT deberán informar previamente al Ministerio de Economía. Este punto es muy importante, ya que coloca al Ministerio de Economía en un rol de coordinador de políticas públicas en relación a la EMT. Esto es muy relevante para el desarrollo de las EMT pero requiere de parte de esta repartición pública de facultades, recursos y capacidades y competencias que no están presentes hoy día. 


Este rol coordinador involucrará sin duda mayores costos, los cuales no están incluidos en el informe financiero del proyecto de ley y parece muy importante que sean adecuadamente cuantificados. Si se le va a exigir más al Ministerio de Economía se le debe dotar de los profesionales adecuados para el análisis de las normas jurídicas que afecten a las EMT. Si esto no es así, será muy difícil cumplir este rol, transformándolo en más burocracia y perdiendo su objetivo principal que es apoyar a las empresas de menor tamaño. Pero el tema no son sólo los recursos adicionales, también implica mayores facultades y la disposición de otros Ministerios y órganos del Estado a compartir información y entrar en una adecuada coordinación. Se trata de una iniciativa donde debe existir un compromiso de otros actores y una política de gobierno que la respalde.


Es muy oportuno, dijo, que se imprima mayor transparencia a los procedimientos de fiscalización, ya que muchas veces existen distintos criterios entre los fiscalizadores, lo cual redunda en una mayor carga para las EMT que pierden valioso tiempo tratando de cumplir con las exigencias impuestas. La CPC desde hace tiempo venía solicitando esta medida, donde se utilice una especie de “check list” donde el empresario pueda ver si cumplió o no con lo requerido. Asimismo, esta es una buena oportunidad para reforzar la aplicación de la ley de silencio administrativo, que evidencia aún una aplicación sólo parcial. 


Señaló que la medida de los permisos provisorios es muy conveniente para no retrasar innecesariamente la puesta en marcha de pequeños proyectos. En Chile constituir una empresa se demora aproximadamente un mes, sin embargo concretar el funcionamiento de ésta puede ser un largo y tedioso camino. De todas formas, sería bueno que queden explicitadas las “condiciones” que para cada caso indique la autoridad competente. Un ejemplo que sirve para ilustrar la situación se refiere a las autorizaciones sanitarias que se deben obtener aun como requisito para los permisos provisorios. Sin embargo,  luego de la puesta en funcionamiento se requiere de un nuevo permiso sanitario. Tal vez bastaría con la vigencia del primero y un control aleatorio ex post. Ello permitiría que el emprendimiento se pusiera rápidamente en marcha y se aplicara el principio de la buena fe que no obsta a que la autoridad realice controles aleatorios posteriormente y sea elevada la sanción por no cumplimiento. 


La propuesta de la autodenuncia es un esquema muy interesante, sin embargo, se deben poner los incentivos correctos para que el empresario lo utilice, es decir, si se autodenuncia y no tiene ayuda para lograr cumplir la norma no tiene ningún sentido para él, ya que de todas maneras tiene que resolver el problema, le avise previamente o no a la autoridad. En cambio, si obtuviese apoyo, en algunos casos financieros y en otros de orden técnico, o ambos, sí tendría el incentivo de utilizar esta herramienta. Por otro lado, dijo, la autodenuncia con los incentivos correctos podría ampliarse a otras áreas, como la laboral y la tributaria.


Señaló que es muy positivo que se reconozca el rol de consumidoras de las empresas de menor tamaño. Sin embargo, al excluir el rol mediador del SERNAC las empresas no tendrán el incentivo de reclamar, ya que si no es atendido su reclamo la alternativa es ir directo al Juzgado de Policía Local. Esto es extremadamente engorroso y para el dueño de una empresa de menor tamaño muy difícil de concretar, debido a la escasez de tiempo que tienen. Recordó que en las EMT la figura más común es la del Socio-Dueño-Gerente. Asimismo, como en otras materias, se podrían llenar los ya atochados juzgados de más causas cuando lo razonable podría ser una mediación. 


Agregó que los APL son un importante instrumento cuya finalidad es aumentar la productividad y la eficiencia yendo más allá de la normativa vigente y como recompensa se recibe un certificado de buena conducta ambiental por parte del Consejo de Producción Limpia. Este instrumento no debe ser utilizado sólo para llegar a cumplir la norma, ya que representa una competencia desleal para con otras empresas o incluso como un argumento para evitar el cumplimiento de la norma. Este no es el sentido que debe tener un compromiso de producción limpia.

Manifestó estar de acuerdo con que se asista a las empresas a cumplir con las normas vigentes, pero no a través de este instrumento, sino que debiera utilizarse uno diferente, es decir, uno para alcanzar la norma y otro para ir más allá de la norma. De lo contrario, los APL perderán su prestigio y se desvirtuarán. Propuso que se reserven los APL para ir más allá de los requisitos mínimos y se defina algún otro instrumento de asistencia técnica, incluso considerando financiamiento CORFO, que oriente y ayude a cumplir con las normas vigentes.


La figura de los asesores económicos de insolvencias le parece extremadamente positiva, ya que uno de los principales problemas que enfrentan las empresas de menor tamaño es precisamente que cuando se les prende una luz amarilla no saben que hacer. Además, no sólo debe considerarse el cierre ordenado sino el apoyo en gestión y eventual reorganización que pueda evitar el cierre.  


Explicó que existen algunos puntos donde se podría mejorar lo propuesto en el proyecto de ley. Por ejemplo, la remuneración del asesor. En algunos casos el empresario no tendrá recursos para este pago ¿Qué ocurre es esos casos? Otro punto a revisar es cuándo entra a operar el asesor financiero, para que sea eficiente debe entrar cuando está comenzando el problema y no cuando éste haya escalado a una magnitud tan grave que impida la continuidad del negocio. Para ello es necesario idear métodos de autoevaluación y alerta temprana. Por último, es importante que se entreguen herramientas y asesoría al empresario que ha fallado en su empresa, de modo de incentivar el re-emprendimiento, evitando el castigo económico y social que significa para un emprendedor fallido estar con sus antecedentes marcados.


Es muy positivo que, para efectos del Código del Trabajo, se considere el número de trabajadores que tiene una empresa, en especial para la aplicación de las multas. Creemos que la Dirección del Trabajo debe ejercer una fiscalización pedagógica, es decir, apoyar al empresario para lograr a cabalidad el cumplimiento de las normas vigentes. 

Sin embargo, no es adecuado que por la vía de rebajar ciertas multas a las EMT se aumenten las multas a las demás empresas. De esta forma se está yendo más allá del espíritu del actual proyecto de ley que es buscar fórmulas para facilitar el emprendimiento y desregular la apertura y el cierre de empresas.

Concluyó señalando que, no obstante los comentarios efectuados que apuntan a perfeccionar el proyecto de ley, parece que éste apunta en el sentido correcto y que se espera pueda ser perfeccionado en su tramitación legislativa y se convierta en ley en el más breve plazo en beneficio de las decenas de miles de emprendedores de Chile que necesitan con urgencia de políticas públicas que faciliten la creación de nuevas empresas y la creación de más y mejores puestos de trabajo productivos en el país.


Doña PATRICIA PÉREZ, Presidenta ASEXMA, expresó que en el presente proyecto existe una distancia entre el mensaje que lo origina y el articulado, toda vez que el espíritu de la ley busca igualar las condiciones de participación en el mercado de la Pyme, lo que no es recogido en el articulado.


Indicó que el proyecto está acotado a tres áreas: iniciación, desarrollo y término de una empresa.  El primer concepto que se establece es la definición de Empresas de Menor Tamaño, o EMT, para lo cual se utiliza la clasificación por ventas que se explica a continuación:

a) Microempresas: hasta UF 2.400

b) Pequeñas: Hasta UF 25.000.

c) Medianas: Hasta UF 100.000

Debido a la globalización de los mercados, la apertura comercial chilena y el desarrollo mundial de las empresas, del cual Chile no es ajeno, la clasificación utilizada para este proyecto ya no se aplica a la realidad, porque las medias están obsoletas.   Es indispensable, si el legislador busca nivelar las condiciones para que las EMT puedan operar, que las medias sean elevadas a rangos que efectivamente recojan la realidad del universo empresarial chileno y de su vinculación con la realidad mundial. 
En mercados más desarrollados, como el europeo, la distancia entre una empresa mediana y una grande está reflejada en los intervalos que limitan la clasificación de empresas, por lo tanto, empresas del tamaño de Codelco no comparten grupo con empresas como Colloky, situación que sí se presenta en la realidad chilena. 

La tendencia en Latinoamérica es clasificar a las empresas por empleo y no por ventas, pero en Argentina, país que también ocupa la clasificación según ventas, existe una apreciación más realista que la chilena respecto al tamaño de la mediana empresa.


Consideró imprescindible recoger el punto señalado en este proyecto de ley analizado, debido a que establecer una definición de empresas no sólo tiene relevancia para efectos legales o administrativos, sino que tiene directa incidencia en el desarrollo de políticas públicas que afectan a los empresarios y por ende en la capacidad de desarrollo de las empresas.  El anhelo general es que todas las Pymes tengan la posibilidad de ser grandes empresas el día de mañana, para lo cual es indispensable racionalizar mejor los instrumentos de  fomento productivo a los sectores que realmente lo puedan utilizar.

Hizo un llamado a que se analice en toda la profundidad que amerita, los perjuicios que está ocasionando la actual clasificación de empresas, la que a la luz de los antecedentes que se manejan ya está obsoleta hace mucho tiempo. Se debe consensuar una clasificación útil, productiva, que potencie el desarrollo empresarial y que refleje la realidad. Pidió la flexibilización del uso de la clasificación empresarial descrita en el mensaje, ya que se menciona que se podrá clasificar por ventas, rentas y trabajadores según el objetivo de la norma, pero que no se encuentra en el proyecto algo al respecto.


En la actualidad una mipyme, que por lo general suele ser dueño, gerente, ejecutivo, secretaria y junior a la vez, utiliza su auto para trabajar pero no puede incluirlo dentro de los activos fijos de su empresa. Tampoco puede, en caso de sufrir un accidente en su trabajo, tratarse por un accidente laboral. Otro caso de desigualdad se da en las carnicerías que pagan 5% más de IVA que un supermercado cuando compran carne de cerdo o vacuno.

Explicó que lo anterior son sólo ejemplos de alguna de las muchas desigualdades que afectan a las Pymes. En consecuencia, y con la misma intensidad, solicitó que se analice si el proyecto cumple con el objetivo de generar igualdad de condiciones para las Pymes. La igualdad es un requisito anterior a dar beneficios. Cumplir eso implica barrer con la desigualdad en ámbitos tributarios, laborarles, administrativos, y especialmente en lo que tiene relación con la competencia desleal que el sistema permite que exista entre las Pymes y las grandes empresas.  No se observa en este proyecto medidas que apunten en la dirección mencionada, y consideró que un estatuto Pyme lo mínimo que puede contener, es una correcta clasificación de empresas y artículos que desmantelen las desigualdades y fomente la competencia leal entre empresas.

Consideró que un estatuto de EMT, construido con normas que potencien el desarrollo empresarial, debe contemplar lo siguiente: Recuperación integral del impuesto pagado por software. Pedirle a empresas pequeñas que surjan sin informática es imposible, y obligarlas a pagar impuesto por ello es prácticamente gravar la oportunidad de surgir.
Incluir normas para los programas de fomento que definan los criterios específicos que estos deben cumplir para cada segmento empresarial incluyendo a las medianas empresas.  Se entiende que esto se basa en la nueva clasificación de empresas una vez sincerada la realidad vigente. Redefinir los montos cobrados por el Estado por concepto de multas por atrasos en los cumplimientos de los contratos de compras públicas, ya que los actuales son expropiatorios.

Don JAIME MUÑOZ, Presidente en ejercicio de la Cámara Chilena de la Construcción, explicó que el proyecto que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño contiene disposiciones que afectarán favorablemente a dichas entidades, las que, como es de público conocimiento, ocupan cerca del 80% de la mano de obra de nuestro país.

Señaló que es importante reconocer positivamente las iniciativas que tienden a logra mayor transparencia en los criterios de fiscalización a través de manuales o resoluciones de carácter interno de los órganos fiscalizadores en los sitios web de éstos, en que consten las instrucciones relativas a los procedimientos de fiscalización, así como los criterios a seguir por los fiscalizadores en los actos de inspección y de aplicación de multas y sanciones.

Es posible anticipar buenos resultados de medidas como el otorgamiento de permisos provisorios de funcionamiento y patente municipal provisoria, por cuanto agilizan la entrada en funcionamiento de estas empresas, las que muchas veces mantienen capitales sin movimiento, o pierden recursos por no poder funcionar a la espera de estos permisos y patentes.


Opinó que resulta cuestionable el hecho que el Ejecutivo perdiera una oportunidad como ésta, para crear una verdadera nueva institucionalizad para la creación, operación y liquidación, si fuere del caso, de las empresas de menor tamaño. Así, por ejemplo, se pudo haber integrado al proyecto materias tan importantes como la creación de un coordinador nacional que velase por la correcta y eficaz asignación de recursos del Estado que hoy se realiza a través de entes y programas diversos, como Ministerios, Subsecretarías y otros.

Para efectos del Estatuto, el criterio a utilizar es el de los ingresos anuales, clasificados de la forma que señala el artículo 2º, el que establece que para los efectos de esta ley, se entenderá por EMT: las microempresas, es decir, aquellas empresas cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado las 2.400 UF; las pequeñas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 2400 UF y no exceden de 25.000 UF; y, medianas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 25.000 UF y no exceden las 100.000 UF. No obstante, para efectos de las disposiciones aplicables del Código del Trabajo, en materia de aplicación y tratamiento de multas en caso de incumplimiento de obligaciones laborales se mantiene la clasificación por número de trabajadores, agregándose una nueva categoría, como es la de Microempresa, para aquellas que tienen entre 1 y 9 trabajadores.

Expresó que se propone la creación de directrices generales o “buenas prácticas regulatorias, las cuales deberán ser aplicadas por los órganos públicos con facultades de dictar normas jurídicas generales, (SII, Superintendencias, Dir. Del Trabajo, SUSESO), de modo que la creación o modificación de ciertas normas jurídicas generales, se realice a través de un proceso estándar, mediante el cual se estime el impacto social y económico que la nueva regulación generará en las Empresas de Menor Tamaño. Tal estandarización, redunda, además, en que cualquier organismo que dicte una norma jurídica general deberá informar previamente al Ministerio de Economía. Esta propuesta es positiva en cuanto permite conocer, con un mayor grado de certeza cuál será el impacto de una norma en las empresas de menor tamaño. Además, como todo proceso que logra ser estandarizado, la dictación de normas y reglamentos de carácter general, como consecuencia de este proyecto, debiese ser bastante eficaz y responder con prontitud a las necesidades que llevaron a la implementación de tales normas. Ahora, no se divisa la razón por la cual esta medida deba quedar supeditada exclusivamente a las EMT.

Se propone que los Servicios Públicos que realicen fiscalizaciones a EMT mantengan en sus sitios web y en sus oficinas, los manuales o resoluciones de carácter interno en los que consten las instrucciones relativas a los procedimientos de fiscalización, así como los criterios a seguir por los fiscalizadores en los actos de inspección y de aplicación de multas y sanciones.

Se trata de una propuesta positiva, dijo, por cuanto con este sistema se conocerán previamente las “reglas del juego”, y se evitarán, en buena medida las arbitrariedades o discrecionalidades que sufren a diario las empresas, por parte de los fiscalizadores, en especial en materia laboral. Nuevamente, no hay razón alguna para que esta iniciativa sea dirigida sólo a las EMT.

Se propone que aquellos servicios públicos que deban entregar permisos de funcionamiento para desarrollar actividades empresariales podrán otorgar permisos provisorios a las empresas que por primera vez lo soliciten y cuyo capital declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento. Asimismo, se autoriza a las municipalidades a otorgar patente provisoria a las empresas que lo soliciten por primera vez, cuyo capital inicial declarado no exceda de cinco mil UF, que acrediten el cumplimiento de los requisitos sanitarios mediante permisos provisorios entregados por la autoridad sanitaria. 


Explicó que los períodos que demoran las obtenciones de permisos y patentes, muchas veces hacer perder grandes sumas de dinero a los empresarios, los que dependen de esos recursos para sacar adelante sus negocios. Por otra parte, el hecho que las municipalidades puedan, durante el año que dure la patente provisoria, eximir de su pago o dar la posibilidad que éste sea pagado en 12 cuotas, beneficia directamente a estos empresarios. Eso sí, se esperaría que la ley fuese más categórica y eximiese de tal pago, en lugar de dejar la facultad a la municipalidad, la que es  soberana de decidir si exime o no de la erogación. Aun así, consideró que la propuesta es efectiva en facilitar el emprendimiento.
En el orden sanitario, específicamente en materia de fiscalización, un objetivo del Estatuto será el de avanzar hacia una labor más orientadora, que capacite y/o asista al cumplimiento, en vez de ser principalmente punitiva. 
En efecto, el artículo sexto del proyecto , dijo, señala que el representante legal de una EMT que cuente con autorización sanitaria o informe sanitario favorable, podrá declarar voluntariamente - por una vez - a la Autoridad Sanitaria el incumplimiento de una o algunas de las obligaciones contempladas en el Código Sanitario o sus reglamentos, en lo que se ha denominado “auto denuncia”, cuyo principal efecto es eximir de la aplicación de las multas que correspondan, a menos que se trate de una infracción cuyo supuesto de hecho pueda causar riesgo grave, caso en el cual sólo se podrá rebajar un 50% de la multa o en un grado, nivel o rango de la sanción establecida en la ley. Existe evidencia que las empresas enfrentan serias dificultades y demoras en los distintos procedimientos de distintos servicios públicos.. Por ello son destacables las normas especiales de orden sanitario ya que alivian esta carga y simplifican la burocracia existente.

El Proyecto de Estatuto PYME pretende introducir una nueva regulación con el objetivo de equilibrar las relaciones entre micro y pequeñas empresas, cuando actúan como consumidores, y sus proveedores de bienes y servicios, entendidos como las personas naturales o jurídicas que, definidas de acuerdo con el artículo 1° de la ley N° 19.496, desarrollen las actividades allí señaladas respecto de micro y pequeñas empresas. Esta nueva regulación tiene efectos también en la ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, ya que se deberán ajustar algunos aspectos de su aplicación a las micro y pequeñas empresas. 
Opinó que esta regulación está demás, ya que situaciones como las descritas ya cuentan con amparo en este estatuto legal. Adicionalmente, no existe evidencia de que la relación de los proveedores con las micro y pequeñas empresas sea un obstáculo grave para el desarrollo de éstas.


Señaló que los acuerdos voluntarios de producción limpia no tendrían mayor repercusión, especialmente para las micro y pequeñas empresas. Esto, por cuanto el cambio tecnológico que se requiere para alcanzar las metas que proponga un posible acuerdo pueden implicar costos que no sean abordables por las empresas, dado las restricciones de liquidez y el alto grado de incertidumbre que ellas enfrentan. Por ello, es necesario recalcar el carácter voluntario de los APL. Cabe considerar, dijo, que la medida es neutra económicamente sólo si se mantiene su estatus de “voluntaria”, de modificarse este tenor, implicará aumentos de costos que contravienen el mensaje del Ejecutivo.

Se establece la posibilidad para los micro y pequeños empresarios que se encuentren en situación de insolvencia o en un estado próximo a entrar en ella, pueda recurrir, extrajudicialmente, a un colaborador calificado, que el proyecto denomina asesor económico de insolvencias, con el fin de obtener de éste la asesoría necesaria con el objetivo de lograr una reestructuración exitosa de su empresa y entendimiento entre ésta y sus acreedores para acordar uno o mas convenios de pagos entre las partes.

Se trata de proporcionar ayuda profesional a la empresa que atraviesa por problemas financieros, supone la creación de todo un procedimiento en el cual se enmarca la actuación de estos profesionales, los que actuarán en beneficio de las micro y pequeñas empresas. Sin embargo, dijo, nada se dice del origen de los recursos necesarios para financiar a estos asesores, de lo que se desprende que serán los propios empresarios los que deberán solventar esos gastos. Lo anterior, para una empresa en crisis puede ser inoperante, y dejar este sistema  que podría ser un gran aporte para este sector sin aplicación práctica. Por otro lado, si se reconoce la lentitud en el sistema de quiebras chileno, lo lógico sería proponer medidas concretas que aborden aquellos aspectos institucionales que causan este problema, más que gastar recursos en asesores para aliviarlo marginalmente.

Se propone clasificar a las empresas sobre la base del número de trabajadores, estableciéndose una nueva categoría no contemplada actualmente. Como lo es la Microempresa. Asimismo, se propone modificar el rango superior de las multas para estos diferentes tamaños de empresas, aumentar el beneficio de la reducción de la multa a las empresas de menor tamaño cuando éstas acreditan la corrección de la respectiva infracción dentro de los 15 días de detectada ésta por primera vez, y uniformar y extender el criterio de aplicación del sistema de sustitución de multa por capacitación o por programas de asistencia al cumplimiento, en los casos de multas por temas de higiene y seguridad. Respecto de las multas, se propone modificar este esquema para las infracciones al Código del Trabajo y sus leyes complementarias que no tengan señalada una sanción especial, de la siguiente manera: 

a. Para la micro empresa y la pequeña empresa, la sanción ascenderá de 1 a 10 unidades tributarias mensuales.

b. Para las medianas empresas, la sanción ascenderá de 2 a 40 unidades tributarias mensuales.

Recalcó que la diferencia en el monto de las multas no se condice con las diferencias reales entre micro y pequeñas y las medianas empresas. Si se le aplica una multa de 1 UTM a una microempresa, se pueden generar ciertos problemas financieros, los que serán inadvertidos por una mediana empresa a la que se le apliquen 2 UTM de multa (En ambos casos éste es el mínimo contemplado en la Ley).

Insistió en la necesidad de hacer una mayor diferenciación con la mediana empresa, aun en materia de infracciones laborales, en virtud de la aplicación de las circunstancias reales de una y otra categoría. Hay datos que corroboran que las principales dificultades en materia de normativas laborales tienen que ver con los costos de contratación y los costos de despido, estos últimos, uno de los factores fundamentales que inciden en el empleo juvenil. En síntesis, la norma propuesta puede facilitar el funcionamiento de las EMT, aunque no ataca directamente los problemas más graves de las empresas. 

Concluyó señalando que el proyecto introduce mejoras regulatorias orientadas a facilitar la formación y operación de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa en Chile. En particular, son destacables, dijo, las normas de orden sanitario y el otorgamiento de permisos provisorios de funcionamiento. No obstante lo anterior, hay dos grandes ausentes en esta propuesta legal, que atendida la evidencia existente, es necesario considerar e incorporar como indicación al articulado: 
1- Acortar y simplificar la tramitación para cerrar una empresa, actualmente toma 4,5 años en promedio.

2- Flexibilizar la normativa laboral en materia de despidos.

Don LUIS PALMA, Secretario General  de la Cámara Nacional de Comercio, hizo presente su reconocimiento por el hecho que el Ejecutivo cumplió con el compromiso de enviar un proyecto de ley sobre esta materia, considerándolo ciertamente como un primer paso, ya que el futuro trabajo legislativo será la instancia para introducir los perfeccionamientos necesarios.

Explicó que esta iniciativa legal contempla, entre otros, temas tributarios, laborales, sanitarios, ambientales, de inicio y término de empresas, de fiscalización y de promoción de buenas prácticas laborales. Estos criterios en su mayoría fueron puestos en la palestra por el gremio en innumerables instancias público - privadas durante el 2007, entregando incluso a la Presidenta de la República, Ministros y Parlamentarios, un documento denominado “Agenda Propyme CNC”, el cual contenía diversas propuestas de medidas concretas a favor de las empresas de menor tamaño en los ámbitos económico, laboral, tributario, medioambiental y sanitario.

Con el ingreso de este proyecto al Congreso, los asociados esperan ver materializada finalmente una iniciativa impulsada fuertemente por la CNC que busca mejorar la competitividad de empresas de menor tamaño, ya que, pese a reconocer las exigencias de la competencia y economías de escala, se debe tener en cuenta que en el sector comercio conviven empresas de distintos tamaños, siendo mayoritario el número de las pequeñas y medianas. Es de esperar, dijo, que éste sea un real aporte a estas empresas, y no termine sumando más burocracia a su gestión y disminuyendo su ya precaria competitividad. 

Valoró que hoy exista un explícito consenso, tanto a nivel de autoridades como del sector privado, de que ha llegado la hora de modificar el actual estado de las cosas, de tal forma de dar un impulso definitivo a las micro, pequeñas y medianas empresas ya que tal como demuestran las cifras y estadísticas, la relevancia de las Mipymes no está en cuestión y hoy está claro que el país necesita una legislación que permita que ellas vuelvan a ser el motor de la economía, tanto como un agente de progreso social innegable y generación de empleo, como de innovación y emprendimiento. 

Señaló que era necesario hacer es una objeción conceptual hacia este proyecto comúnmente denominado “Estatuto Pyme”, puesto que no parece lógico pretender dictar normas especiales para las EMT, cuando ellas constituyen el 99% de las empresas existentes en el país. Ello en virtud de que las normas legales deben tener un carácter general y de la misma manera regular situaciones generales. La propuesta consiste en que se debe mirar la problemática de las EMT desde otro prisma, ya que si la mayoría de las empresas nacionales son EMT, debería existir una normativa general para ellas, y en aquellos casos que lo ameriten dictar normas especiales para la gran empresa, puesto que las normas especiales son precisamente para regular las situaciones excepcionales. De esta manera se cree imprescindible que más que dictar normas para las EMT, se trabaje en la dirección de la desregulación para las empresas en general, estableciendo una normativa adicional sólo para la gran empresa, atendiendo a las diferencias que hay entre unas y otras.

El texto del proyecto define conceptualmente el Estatuto de las Empresas de Menor Tamaño como “el conjunto de normas, generales o especiales, que, tomando en consideración su tamaño, regulan la actividad empresarial durante su ciclo de vida, con el objeto de permitir su participación en el mercado, en igualdad de condiciones”.  De esta manera se observa que el estatuto estará diseminado en un conjunto de disposiciones legales o reglamentarias que no es posible reunir en un solo texto, lo cual parece de toda lógica ya que se abarcan ámbitos muy diversos. Todo ello con el alcance anteriormente señalado en relación con el aumento de la carga regulatoria. 
Junto con desarrollar nuevas normas legales, en la elaboración del proyecto se llevó a cabo un proceso de revisión de la normativa legal vigente con el fin de adecuarla a las particularidades que presentan las EMT, es aquí donde no obstante las particularidades mencionadas, se debe considerar que las EMT representan el 99% del universo empresarial. En este aspecto, se valora enormemente el establecimiento de que frente a la carga regulatoria que afecta a las EMT, el ente legislador deba realizar un análisis costo – efectividad, tanto de la normativa vigente como de cualquier otra norma que se pretenda dictar. 

Se plantea como objetivo general del proyecto “generar condiciones regulatorias que permitan que las empresas, en el desarrollo de su actividad y bajo el entendido que éstas no sean contrarias a las reglas generales de convivencia entre las personas que desarrollan diversas actividades en un mismo espacio geográfico, puedan aprovechar al máximo sus ventajas comparativas en igualdad de condiciones”. 

Se establece como regla general el criterio actualmente utilizado por CORFO; esto es en base al ingreso anual por ventas y servicios del giro de la empresa, y para los efectos de la legislación laboral el número de trabajadores.
Manifestó que si bien no se está en desacuerdo con la utilización de dichos criterios, les parece que no es posible clasificar el tamaño de las empresas con un criterio único, ya que es a todas luces insuficiente. Entre otros casos que reflejan esta insuficiencia, encontramos al rubro de los distribuidores de vehículos motorizados, los que si bien aparecen con un gran volumen de ventas anuales, tienen un insumo de costo muy elevado obteniendo un margen de utilidad bastante bajo. Lo mismo sucede con los distribuidores de combustibles donde gran parte de su facturación está compuesta por el impuesto específico de las bencinas del cual son meros recaudadores; por ende un gran volumen de ventas no refleja  necesariamente el tamaño de la empresa.

Expresó que la CNC ha estado impulsando con fuerza un nuevo concepto, que busca clasificar el tamaño de las empresas en función de un polinomio que considere distintas variables adicionales al de las ventas anuales, tales como el número de trabajadores, capital de trabajo, rentabilidad de la empresa u otros que parezcan adecuados, los cuales deberán ponderarse al momento de determinar la clasificación de las empresas. 

Estimó de la mayor importancia el establecimiento de directrices generales que los órganos públicos facultados para dictar normas jurídicas generales, deben aplicar con el objetivo de que la creación o modificación de éstas se realice a través de un proceso estándar en virtud del cual se estime el impacto social y económico que la nueva regulación generará en las EMT. Si esto realmente se aplica, se cree que se puede lograr que exista una lógica en nuestro sistema legal que hoy parece ausente, especialmente si se considera que muchas veces si discuten separadamente diversas iniciativas legales que debieran estudiarse de manera coordinada, un ejemplo de lo anterior es que sólo ahora el Ministerio de Economía se ha ocupado del proyecto de ley presentado por el Honorable Senador Vásquez, que busca establecer un sistema de convenios no concursales para pequeños deudores y pequeños y medianos empresarios, lo cual evidentemente se relaciona con los Asesores Económicos de Insolvencias que contempla el proyecto que nos convoca.

La falta de transparencia en el sistema actual, lo que sumado a que hay tantos criterios como fiscalizadores, deriva en que el empresario nunca sabe como actuar frente al ente fiscalizador ni cuando éste considerará que está o no dando cumplimiento a las normativas. Es fundamental que en este ámbito se ponga fin a las arbitrariedades que afectan actualmente a las EMT. Manifestó su acuerdo con estas medidas que buscan facilitar el inicio de los nuevos emprendimientos, el que actualmente se ve afectado por una tremenda burocracia, que termina por desincentivar cualquier nuevo negocio, dando la posibilidad de iniciar las actividades con un plazo razonable para ir cumpliendo con las diversas exigencias de la legislación.  Se mostró satisfecho porque finalmente se haya acogido el concepto del “cumplimiento asistido”, reconociendo la posibilidad de que exista incumplimiento por ignorancia más que por mala fe. Sin embargo, esta medida se podría profundizar un poco permitiendo que en una primera instancia no se curse la multa y se entregue al sujeto de la fiscalización una especie de “check list” en que se le indiquen los incumplimientos parciales o totales, otorgándole un plazo razonable para corregir los problemas. De esta manera cuando el fiscalizador concurra a verificar si se han subsanado las falencias, sólo en caso de que en esa oportunidad subsistan los incumplimientos proceda a cursar la multa correspondiente. 

En cuanto a la protección a las Micro y Pequeñas Empresas en su rol de Consumidoras, valoró el reconocimiento a la situación de desigualdad que enfrentan las EMT en relación con sus proveedores, siendo aun más positivo por cuanto sin dictar normas adicionales, se amplía su ámbito de aplicación.
Sobre el establecimiento de un Marco Regulatorio para Acuerdos de Producción Limpia (APL), atendido que son instrumentos eminentemente asociativos, situación que no se observa muchos entre las EMT, estimó que este instrumento podría ser complementado con otro instrumento que actualmente existe en CORFO, que es el Fondo de Asistencia Técnica en Producción Limpia. Este instrumento, conlleva entre otros beneficios para las EMT el que no las obliga a entrar al esquema de asociatividad, permitiendo al empresario manejar sus propios tiempos y objetivos de mejoras, es decir es más personalizado, a través de los Agentes Operadores CORFO. 


Respecto del apoyo a las Empresas en Crisis, mediante la participación de asesores económicos de insolvencias, valoró enormemente este aspecto del proyecto, ya que uno de los grandes problemas de las EMT es precisamente que no siempre cuentan con los conocimientos técnicos y la asesoría especializada que les permita evaluar la magnitud de sus problemas e idear un plan que les permita salir de la crisis o bien terminar con dicho negocio, pudiendo iniciar, dentro de un plazo razonable, un nuevo emprendimiento sin necesidad de recurrir al cierre de hecho del negocio anterior. Se debe complementar este aspecto del proyecto con el que actualmente se discute en el Senado, que establece un sistema de convenios no concursales, que va en este mismo sentido de permitir como una herramienta que permite tener una economía más sana, el cierre formal de los negocios que han fracasado, permitiendo que estos emprendedores puedan volver a sus actividades prontamente y sin necesidad de caer en la informalidad.

Estimó que la modificación del esquema de multas en materia laboral apunta en la dirección correcta, ya que lo hace en función del tamaño de las empresas, disminuyendo el monto máximo para las micro y pequeñas empresas y aumentando el monto máximo para la gran empresa. Asimismo, se estima muy positivo que se abra la posibilidad de sustituir las multas por capacitación o, en caso de incumplimiento de normas de higiene y seguridad, la asistencia al cumplimiento a empresas con hasta 49 trabajadores. Ello en virtud de que cuando las EMT incumplen con la normativa, muchas veces es por desconocimiento o ignorancia más que por una intención deliberada de infracción a la normativa legal vigente.

Lamentó, sin embargo, que en el marco de esta legislación pro Pyme se inserte una norma que establece una multa especial para la infracción a las normas sobre fuero sindical, sin distinguir entre los distintos tamaños de empresas, estableciendo un rango de multa elevado que alcanza hasta 70 UTM, lo que claramente va en claro perjuicio de las EMT. 


Concluyó señalando que se valora el esfuerzo realizado por la autoridad en favor de las pequeñas y medianas empresas, trabajo que ciertamente se ve reflejado en el proyecto de ley que se acaba de analizar. Existiendo la voluntad política para hacer cambios, se cree que el Gobierno no debe centrar sus esfuerzos únicamente en el trabajo legislativo, pues dado que los cambios se requieren con urgencia, hay medidas que pueden adoptarse por la vía administrativa. Un ejemplo de ello se encuentra en el hecho de que si la autoridad le diera aplicación a las normas sobre silencio administrativo contenidas en la Ley 19.880 de Bases de los Procedimientos Administrativos, probablemente se destrabarían diversas iniciativas empresariales. Señaló, por último, que no obstante que no se hacen grandes críticas a lo que se propone, la situación actual de las EMT, especialmente frente al escenario económico mundial existente, amerita medidas más audaces y profundas tales como la flexibilización laboral y la revisión del sistema tributario nacional, apuntando hacia un sistema simple, equitativo, transparente y accesible para todos los contribuyentes. Espera, dijo, que la autoridad desarrolle en un futuro iniciativas en este sentido considerando que nuestro gremio se encuentra plenamente disponible para colaborar en este proyecto país.


Doña MARÍA DE LA LUZ DOMPER investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, expresó que el objeto del proyecto de ley es dictar un cuerpo legal orgánico relativo a la actividad de las empresas de menor tamaño (EMT
), en materias tales como acuerdos de producción limpia, suspensión de la quiebra en caso de insolvencia, aplicación de multas, y reconocimiento de estas empresas como consumidoras, haciéndoles aplicables normas legales que tutelan los derechos de los consumidores.

El proyecto de ley, dijo, constituye una instancia de reflexión sobre el destino económico de las empresas de menor tamaño, debido en parte, según el mensaje, al exceso de regulaciones que dificultan la actividad económica e imponen costos a las empresas. “Chile no está libre de regulaciones redundantes” según textualmente se señala. 

Lo cierto es que las regulaciones económicas tienen un efecto sobre las actividades productivas y significan costos que deben asumirse; pero las empresas de mayor tamaño suelen tener recursos para asumir los costos de las regulaciones, no así las pequeñas.  Lo cual no quiere decir que se pueda sobre regular indefinidamente la actividad económica siempre que ello afecte solo a las grandes empresas; toda regulación supone un costo, que puede y debe pagarse cuando la regulación constituye un condición razonablemente necesaria para el ejercicio de la actividad. Lo que sucede, entonces, es que la sobre regulación es soportable por empresas más desarrolladas y claramente perjudicial para quienes inician una actividad o no han logrado un desarrollo significativo. El proyecto, al menos conceptualmente, se hace cargo de esta situación.

Señaló que, sin embargo, el proyecto no reconoce una verdad implícita en sus fundamentos, a saber, que las regulaciones económicas redundantes afectan por igual a las actividades económicas de menor como a las de mayor tamaño, y desde ese punto de vista, lo que habría correspondido hacer es desregular la actividad económica en general, y no en relación a un segmento de empresas pequeñas o medianas. No se advierte una razón para que las simplificaciones que se proponen rijan para las empresas de cualquier tamaño. Chile necesita crecer en eficiencia y productividad, de forma tal que la simplificación de normas en todos los ámbitos es algo necesario, no solamente para las empresas en que los costos de la regulación producen mayor impacto. 

En el terreno más práctico, el proyecto se hace cargo esa situación pero sólo en aspectos específicos limitados al volumen de la actividad: se permite el otorgamiento de permisos provisorios por parte de los servicios públicos para el desarrollo de actividades empresariales, cuando el capital declarado no exceda de 100 millones de pesos aproximadamente (5.000 UF).

En lo infraccional, permite la exención de responsabilidad  para el infractor que se auto denuncie, salvo que se trate de infracciones que puedan causar grave daño, caso en el cual la multa respectiva se limita al 50%.

En relación con la quiebra de una EMT, el proyecto establece una especie de “prequiebra”, esto es una suspensión del procedimiento que se hubiere iniciado, hasta por 90 días corridos, siempre que intervenga un asesor económico de insolvencias, designado de entre los inscritos en un registro, en conformidad a la ley.  Este procedimiento para suspender la quiebra está disponible para empresas que en el año anterior no hubieren vendido más de unos 500 millones de pesos (25.000 UF).

Comentó que, en general, el establecimiento de cualquier tipo de franquicias, exenciones o subsidios (aunque no es éste precisamente el caso en estudio), sólo para actividades económicas de menor tamaño, presenta el inconveniente de desincentivar su crecimiento, pues ello significará la pérdida de los beneficios, cuando crucen la barrera establecida por la ley.  La otra alternativa posible, es que el interesado trate de crecer económicamente pero simulando mantener un volumen reducido que le permita mantener el acceso a los beneficios. 

En cierto modo y aparentemente el proyecto tiende a recoger este criterio, pero no lo hace en forma coherente, dado que la distinción entre microempresas (hasta 2.400 UF en ventas y servicios);  pequeñas (más de 2.400 y hasta 25.000) y medianas (sobre 25.000 y hasta 100.000 UF en ventas y servicios) no produce mayores efectos prácticos en el régimen que se viene estableciendo; sólo se aplica para otorgar permisos provisorios, cuando el capital declarado no supere las 5.000 UF (como se trata de empresas que se están iniciando, no pueden medirse por volumen de ventas),  y cuando se trata de acogerse al sistema de Asesores Económicos de Insolvencias, en que el límite se pone en las 25.000 UF, esto es, en las empresas medianas.

Pero no se observan otras diferencias significativas según tamaño de las empresas, lo que debería suceder si el proyecto propusiera franquicias tributarias. Así podrían soportar una menor carga las empresas de menor tamaño, e irían paulatinamente soportando una tributación mayor en la medida que fueran desarrollándose.

Otra proposición del proyecto que refleja también una diferencia, para un efecto puntual, es la diferenciación de empresas según número de trabajadores: microempresa, hasta 9 trabajadores; pequeña, de 10 a 49, y mediana de  50 a 199 trabajadores.  Sobre los 200 trabajadores se configura una gran empresa.  El efecto práctico, en este caso, se refiere al monto de las sanciones pecuniarias por infracciones a la legislación laboral, que son menores para las microempresas y de mayor monto a medida que la empresa es más grande.  No obstante, en la medida que actualmente existen sanciones que imponen multas de un tanto por trabajador contratado, ya se produce por ese solo hecho una diferenciación. Ello puede crear más de alguna complejidad en la aplicación de las multas. En todo caso, el proyecto en el ARTÍCULO DÉCIMO, Nº 2, letra c),  establece un sistema de sustitución de multas (similar al que ya existe), a solicitud del afectado, para lo cual modifica los efectos de los artículo 474 y 481 del Código del Trabajo.

En síntesis, dijo, se trata de una iniciativa bien orientada, pero poco realista en algunos casos, por lo que deberían efectuarse modificaciones que la perfeccionen durante su tramitación legislativa.

Entre los aspectos positivos de la iniciativa cabe destacar los permisos provisorios de funcionamiento que “podrán” otorgar los servicios públicos en el ejercicio de sus funciones. Los requisitos son, según el proyecto, que se trate de servicios públicos, o de municipalidades. También debe tratarse de permisos solicitados “por primera vez”, esto es, que se trate de trámites iniciales de una empresa o de algún otro trámite posterior, pero que no haya sido solicitado anteriormente.  Finalmente, debe tratarse de empresas con un capital declarado no superior a 5 mil UF, esto es, unos 100 millones de pesos.

En cuanto al nivel normativo, la iniciativa faculta también, como se dijo, a las municipalidades, lo que podría requerir de una norma de rango orgánico constitucional, atendido lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución Política, respecto de las funciones y atribuciones de las municipalidades. El proyecto se limita a modificar la ley de rentas municipales, que es de rango común, no obstante que se viene ampliando una atribución municipal.

Pero es criticable que la norma propuesta, tanto para los servicios públicos como para las municipalidades, es meramente facultativa, de forma tal que será discrecional para el funcionario encargado, en cada caso, otorgar o no un permiso provisorio.  Un margen tan importante de discrecionalidad puede ser peligroso cuando una actividad productiva depende de la voluntad del funcionario.  Deberían adoptarse medidas para acotar el ejercicio de la facultad, de modo tal que si, por ejemplo, el solicitante cumple un requisito de general aplicación (como el monto del capital en giro), debería ser obligatorio para el servicio otorgar el permiso.

La conveniencia de la norma oscila, entonces, entre dos extremos: no puede ser rígida y estrictamente apegada a numerosos requisitos legales, porque entonces se va a entrabar la puesta en marcha de una empresa, pero tampoco puede otorgarse una facultad amplia y discrecional, porque entonces el solicitante quedará a merced de lo que determine el funcionario responsable.

Lo dispuesto en el inciso segundo del ARTÍCULO QUINTO, lejos de satisfacer esta inquietud, la acentúa, toda vez que dispone que “estos permisos se otorgarán por una sola vez, tendrán una vigencia no superior a un año, y estarán sujetos al cumplimiento de las condiciones que para cada caso indique la autoridad respectiva”. 
Que los permisos se otorguen “por una sola vez” parece razonable, dada su naturaleza provisoria; que tengan un plazo límite también es consistente con su naturaleza provisional; pero que la autoridad respectiva establezca las condiciones caso a caso, es discutible, porque se está consagrando el poder del Estado sobre el pequeño empresario que desea iniciar una actividad productiva.  La aplicación práctica de este precepto podría transformar la sana intención del legislador en un problema adicional porque podría generar la tentación de faltar a normas de probidad administrativa. Si el destino de la empresa depende de la voluntad del funcionario, ello puede traducirse en un precio.

Debe observarse que, dijo, dada la formulación de la norma, la autoridad podría exigir requisitos incluso mayores que los consignados en la ley, por lo que una norma amplia como la propuesta genera un mayor grado de discrecionalidad. 
Una  consideración de carácter general, que merece la proposición es que los permisos, si ellos son procedentes sólo cumpliendo exigencias de alto costo o constituyen un sistema administrativamente complejo, deben ser revisados en su mérito. Es decir, si el legislador está dispuesto a omitir requisitos para otorgar permisos provisionales, cabe considerar la posibilidad de que algunos o muchos permisos resulten innecesaria o excesivamente gravosos para el contribuyente o para el empresario, y correspondería estudiar una simplificación de carácter general, sea en relación a las empresas de menor tamaño o en términos más amplios.

Ahora bien, tratándose de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, el proyecto contiene una norma especial (ARTÍCULO SEXTO, Nº2), según la cual éstas “deberán” proceder al otorgamiento de autorizaciones o permisos sanitarios cuando la actividad no presente un riesgo grave para la salud, la seguridad de las personas o la conservación del medio ambiente, bastando como requisito una declaración jurada simple y el pago de los derechos respectivos.  Como se observa, la intención del legislador está mejor plasmada en esta otra norma y no está ajena a la posibilidad de que el órgano público “deba” otorgar un permiso (“inmediato”  en el caso de las SEREMI de Salud), en lugar se dotar al órgano público de una facultad discrecional.

Expresó que estas proposiciones sobre permisos provisorios o inmediatos están bien encaminadas, pero cabría disminuir la cuota de discrecionalidad y establecer una efectiva simplificación de las autorizaciones, y estudiar incluso, los casos en que se podría proceder a facilitar el trámite en forma amplia, y no limitada a empresas de menor tamaño.

El proyecto permite eximir de sanción a las pequeñas empresas que auto denuncien el incumplimiento de normas sanitarias. Se trata de normas sanitarias que están establecidas en beneficio de la salubridad de la población, por ejemplo, en relación a la manipulación de alimentos. La auto denuncia puede producir, en el contexto del proyecto, dos efectos: una rebaja del 50% si se trata de infracciones que puedan producir grave daño, o la exención de multa en los demás casos. 

Si el incumplimiento de la norma puede generar problemas graves, pero no alcanzó a generarlos, bien podría otorgarse la exención; por lo tanto, si antes de que se produzca alguna contingencia que afecte concretamente a una o varias personas, el infractor se autodenuncia, la exención podría tener carácter amplio, pues constituye para todos un incentivo correcto para que se acuda a la autoridad sanitaria antes de que los efectos de la infracción se extiendan a los usuarios del servicio afectado. En otras palabras, lo que importa distinguir no son los posibles efectos graves o no, sino el hecho de que se hayan o no producidos efectos. Si éstos no se han producido, debería siempre aceptarse la autodenuncia; si se hubieren producido, su gravedad deberá ser apreciada para determinar el monto de la multa, la que también podrá rebajarse si el infractor se autodenuncia. 

El proyecto, en materia de infracciones que generen grave peligro, establece, en lugar de la exención, solo una rebaja del 50% de la multa, cuando la autodenuncia se refiere a una infracción que pueda causar riesgo grave para la salud.  Esta proposición podría modificarse en el sentido de ampliar la exención a todos los casos en que no ha habido consecuencias derivadas de la infracción, así se trate de una empresa pequeña, mediana o grande, siempre que la infracción se autodenuncie oportunamente, esto es, antes de que se produzcan consecuencias para la salud de las personas. Ahora bien, si tales consecuencias ya se hubieren  producido, parece que la única medida razonable es la aplicación de las sanciones que corresponda, previo el sumario, los descargos y la prueba que fuere procedente. 

El proyecto otorgaría a las EMT la protección que se otorga a los consumidores respecto de los proveedores, en materias tales como derechos y deberes del consumidor, obligaciones del proveedor (esto es, de quien vende bienes y servicios a la empresa), normas de equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento de los contratos de adhesión, normas sobre información y publicidad, promociones y ofertas, crédito al consumidor, normas especiales en materia de prestación de servicios, publicidad falsa o engañosa y normas generales de procedimiento para tutelar los derechos de los consumidores, materias todas de competencia del juez de policía local.


Este tratamiento a las pequeñas y medianas empresas responde a la lógica, observada en otros ámbitos legislativos, como el laboral, en que se mira a una de las partes de una relación contractual como débil, frente a otra más poderosa, y respecto de la cual, la parte débil debe ser protegida por la ley e incluso por las autoridades administrativas.


Expresó que en general, las normas legales vigentes sobre cumplimiento de las obligaciones contractuales deberían ser suficientes para sancionar a la parte que no cumple un contrato o produzca daño en perjuicio de su contraparte; el problema, sin embargo, radica en el alto costo de litigar para obtener un resultado favorable a la parte que cumple o que está llana a cumplir o que ha sido perjudicada.  Una modernización de la justicia civil, de la cual se habla desde algún tiempo, es una materia relacionada con la preocupación manifestada por el mensaje a este respecto. Si una PYME se siente “abusada” por su contraparte, debería poder acudir a una solución judicial rápida y de bajo costo, que actualmente no existe.


Indicó que la transformación por ley de una PYME en consumidora, para importantes efectos legales, es una solución “parche”, si es que algo va a solucionar, porque la tramitación de una demanda ante el juzgado de policía local no va a ser necesariamente expedita, dado la carga de trabajo existente en la mayoría de ellos. Por otra parte, el proyecto no parece hacerse cargo de la situación producida en el caso de que tanto la parte proveedora como la consumidora reúnen las características de una EMT. Según el proyecto, la parte compradora podría tener la protección de la ley de derechos de los consumidores, mas no así la parte proveedora, que sería tratada, en la lógica antes aludida, como parte con mayor capacidad económica, lo que podría ser inexacto, si se trata de dos empresas pequeñas.


Ahora bien, suponiendo otra situación, si una EMT es proveedora de una gran empresa, por ejemplo, de un supermercado, el cual, siguiendo una política comercial acomodada a sus intereses, demora el pago de las facturas a las pequeñas empresas proveedoras, ocasionando un costo financiero, en tal caso no se ve de qué forma se podría aplicar –“contra natura”- la ley de defensa de los consumidores. En este caso la EMT es un proveedor desde todo punto de vista.


Sin ahondar en el examen de la proposición contenida en el ARTÍCULO SÉPTIMO del proyecto de ley, queda la impresión que es mínimo el avance que se podría lograr con la aplicación de la ley de protección de los derechos de los consumidores, referida a las empresas de menor tamaño.


La parte más extensa del proyecto (ARTÍCULO NOVENO), dijo, está destinada a consagrar un mecanismo para evitar la quiebra de una EMT, mediante la intervención de “asesores económicos de insolvencia”, siempre que se trate de empresas cuyas ventas en los últimos 12 meses no superen las 25.000 UF (unos 500 millones de pesos).

En líneas generales, la proposición corresponde al mecanismo ordinariamente denominado “prequiebra”, esto es, la suspensión del procedimiento de la quiebra (cuando se ha configurado una insolvencia que la hace procedente). Así, en lugar de la quiebra, se abre un plazo para analizar los antecedentes financieros y operativos disponibles y evitar la declaratoria de quiebra.

Parte importante del articulado se ocupa de los asesores económicos de insolvencia, que vienen a ser una especie de interventores a los cuales se les exigen requisitos muy similares a los de los síndicos. Son una especie de “síndicos menores”. 
Opinó que, sin embargo, corresponde formular una aprehensión de carácter general sobre esta “prequiebra”, dado que las empresas menores normalmente no sufren este procedimiento judicial por el alto costo que tiene, y como el patrimonio de una empresa de menor tamaño es obviamente exiguo, no existe un incentivo racional y económico para entrar en este proceso judicial.

Al respecto sería interesante que se dieran a conocer cifras representativas del nivel económico de las empresas declaradas en quiebra, con el objeto de apreciar la viabilidad práctica de toda esta normativa, que ocupa la parte más extensa del proyecto de ley. 

El procedimiento de suspensión, detalladamente elaborado (artículos 16 y siguientes del ARTÍCULO NOVENO), da lugar a un plazo de 90 días corridos, improrrogables, durante el cual no podrá dictarse una declaratoria de quiebra, cuando uno de tales asesores extienda un certificado de habérsele encomendado la situación financiera de la empresa.  Este plazo, por su poca extensión, parece poco real. Los problemas de insolvencia, generalmente por una administración defectuosa y sin asesoría, difícilmente se solucionan en tan breve plazo. Es cierto que las pequeñas empresas suelen no contar con una asesoría adecuada para el manejo financiero de su giro, y esperar hasta que exista peligro de quiebra, o una quiebra inminente para apoyarlas con asesoría financiera, puede ser una medida extemporánea.

El costo que asume el fisco en caso de insolvencia del pequeño empresario, y que asciende a 75 UF para el asesor, podría destinarse con mejor resultado a subsidiar parcialmente la asesoría financiera para las EMT, antes de que entren en quiebra. Una o dos UF (en un semestre, por ejemplo) para facilitar que las micro empresas puedan contar con asesoría para el desenvolvimiento de sus actividades, podría tener mejores resultados. 

El ARTÍCULO OCTAVO del proyecto de ley regula la celebración de Acuerdos de Producción Limpia (APL) por parte de las EMT y órganos de la Administración del Estado.  Estos Acuerdos, desarrollados en 9 artículos dentro del ARTÍCULO OCTAVO,  presentan dos características relevantes: por una parte permiten que la empresa que los haya suscrito tenga asegurada la invariabilidad de las exigencia relativas a emisiones de contaminantes; y por otra,  estas empresas pueden obtener subsidios o aportes de la CORPORACIÓN DE FOMENTO DE LA PRODUCCIÓN, que es el organismo que dio origen y celebra actualmente tales convenios.  Solo el primer aspecto está contenido en el proyecto de ley.

Los citados APL, en la práctica, se vienen celebrando entre la CORFO y las empresas desde el año 2000, y para ese propósito, la CORFO creó, en diciembre de 2000 un Consejo Nacional de Producción Limpia
, que hasta ahora no tiene sustento legal.  Desde este punto de vista, la única innovación del proyecto de ley es, precisamente, consagrar mediante una norma jurídica el referido Consejo Nacional de Producción Limpia.  En todo lo demás, no se producen modificaciones o novedades respecto de la forma como se ha estado operando en esta materia.

En general, los acuerdos de producción limpia son positivos (independientemente del tamaño de la empresa), porque incentivan el cumplimiento de las normas ambientales, en niveles algo más estrictos que los de la normativa vigente, pero con la seguridad de que no se harán mayores exigencia a la empresa durante la vigencia del convenio.

Ello ha funcionado sin necesidad de una ley, sino sobre la base de convenios celebrados por CORFO.  Ahora bien, como en dichos convenios el empresario se obliga a cumplir un nivel de emisión más exigente que las normas vigentes, podría tener sentido que la ley diera estabilidad a ese convenio y que no pudiera ser alterado, durante el plazo de su vigencia, por la dictación de normas posteriores que establecieran exigencias mayores.

Expreso, sin embargo, que no parece ser ésa la intención del sistema de los Acuerdos de Producción Limpia, pues por esa vía se lograría la inoperancia de normas ambientales dictadas con el mérito de nuevos antecedentes sobre los niveles de contaminación.  Siendo así, tales acuerdos no tienen otra finalidad que la de otorgar una especie de certificado de “chico bueno”, lo que suele influir positivamente en la comercialización de los productos.

Puntualizó que es así como crear ahora esta institucionalidad por ley produce un efecto neutro, o probablemente, podría resultar alguna restricción legal en la evolución futura del sistema.  En este entendido, sería preferible, dijo, que no se legisle, para no establecer mecanismos legales (difíciles de modificar a futuro) en aspectos que no resultan jurídicamente necesarios, dado el funcionamiento de estos convenios, hasta ahora, ha sido sin objeciones por parte de las instituciones competentes.


El proyecto modifica dos preceptos del Código del Trabajo e intercala otros dos, que inciden en la aplicación de las multas y efectúa una clasificación de las EMT según el número de trabajadores (para los efectos, precisamente,  de la aplicación de multas). El objeto de la proposición es evitar la imposición de sanciones pecuniarias que puedan significar un peligro de insolvencia de la empresa, pero al mismo tiempo, contar con una herramienta para corregir o sancionar las infracciones a la legislación laboral.

La multa, como sanción, sea administrativa o penal, presenta un doble problema, que por un lado es práctico, y por otro, tiene implicancias constitucionales, dado que toda sanción debe estar preestablecida en la ley (para cumplir con la Constitución). En su aspecto práctico, debe ser razonablemente aplicada –con flexibilidad-  en función de la capacidad económica del infractor, para ser eficaz. 
En lo constitucional, se exige la descripción de la conducta en una norma de rango legal, lo que se cumple en materia infraccional señalando las normas legales cuya infracción será sancionada administrativamente.

Añadió, por otra parte, que la sanción pecuniaria debe encuadrarse dentro de límites legales, que no pueden ser rígidos sino que deben adaptarse a la capacidad económica del infractor.  Así, una multa rígida que consista en una cantidad única fijada en la ley, podrá ser insuficiente en el caso de infractores de mayor capacidad económica o también ser una sanción desproporcionada para infractores de menores ingresos.  En el primer caso la multa no constituirá un desincentivo para evitar la infracción a la ley; en el segundo, producirá una lesión patrimonial innecesaria y perjudicial, que terminará atentando contra la actividad económica que desarrolla el empresario.  Con todo, para lograr la adecuación de la multa a la capacidad económica del infractor no se puede recurrir a un sistema de carácter completamente discrecional, porque entonces se corre el riesgo de falta de  probidad en el sistema sancionatorio.

El proyecto utiliza, para este propósito,  una clasificación de las empresas en cuatro grupos, dependiendo del número de trabajadores contratados: micro empresa (hasta 9 trabajadores); pequeña ( de 10 a 49); mediana (de 50 a 199) y gran empresa (200 ó más trabajadores). 

Esta clasificación da lugar –en el proyecto- a un rango de multa aplicable a cada grupo: para la micro y pequeña empresa, de 1 a 10 UTM; para la mediana, de 2 a 40 UTM; para la gran empresa, de 10 a 90 UTM.  Estas multas corresponden a  las infracciones que no tengan en la misma ley señalada una sanción mayor. 

Señaló que, alternativamente, en el caso de las micro y pequeñas empresas, el proyecto permite, previa autorización del inspector del trabajo, la sustitución de la multa por determinadas medidas correctivas, como incorporarse a planes de asistencia para el cumplimiento de normas de higiene y seguridad (si fueron éstas las normas infringidas);  o programas de capacitación, en otros casos.

También se permite que el Director del Trabajo, cuando no se hubiere solicitado la sustitución antes dicha, pueda rebajar o dejar sin efecto la multa, en caso de error manifiesto por parte del infractor o por cumplimiento íntegro de las obligaciones laborales infringidas, con posterioridad a la denuncia.

Ahora bien, puntualizó, estas normas no son sustancialmente diversas de lo que actualmente establece el artículo 477 del Código del Trabajo, que divide a las empresas, en tres grupos, según el número de trabajadores: hasta 49 trabajadores, de 50 a 199 y 200 o más trabajadores. Para el primer grupo la multa oscila de de 1 a 20 UTM; para el segundo, de 2 a 40 UTM, y  de 3 a 60 en los demás casos.  Como se observa, se propone un aumento de las multas, especialmente para la gran empresa, cuyo límite máximo sube de 60 a 70 UTM, sin que aparezca la razón para proceder de esta forma, a no ser que se intente establecer rangos de mayor amplitud para las empresas de menor tamaño.

La norma vigente, en el caso de empresas de menos de 10 trabajadores también permite la sustitución de la multa por la asistencia a programas de capacitación o la incorporación a un programa de asistencia al cumplimiento de la normativa.

Tal como en el caso de los programas ambientales, la modificación tiene un carácter menor o “cosmético”, sin que constituya un avance significativo para una regulación que favorezca en mejor forma el desarrollo de actividades productivas.



Ahora bien, una forma de perfeccionar estas normas es proponer que el órgano fiscalizador, al imponer una multa, deba tomar en cuenta la situación económica del infractor, tal como el artículo 24, inciso final de la ley 19.496 de protección de los derechos de los consumidores lo establece respecto de los proveedores por infracciones a dicha ley.  La importancia de esta norma, aplicada al mundo laboral, consiste en dar la señal de que el fiscalizador no puede imponer multas que impidan otros pagos que deba efectuar la empresa para su normal funcionamiento (por ejemplo, proveedores, sueldos, imposiciones). Una multa de 60 UTM alcanza aproximadamente a 2 millones de pesos. 


Adicionalmente, ello debe dar lugar a una mejor revisión en una instancia jurisdiccional, como los juzgados laborales. Ello no conduciría a judicializar esta función fiscalizadora, puesto que tratándose de multas de bajo monto no sería rentable gastar en la respectiva tramitación judicial; pero respecto de las que pudieran tener mayor incidencia, el recurso a la justicia laboral podría ser un elemento adecuado a la imposición de multas que, siendo correctivas de la respectiva infracción, no produzcan situaciones críticas en la conducción de la empresa.


Expresó que independientemente de que algunas puedan ser se iniciativa exclusiva presidencial, se pueden señalar algunas materias dignas de atención en el contexto del estatuto de las PYME, tales como: 
1.- Eliminación de trabas a la iniciación de actividades productivas de las Mi Pymes, como por ejemplo:

- Exención de todos los cobros por cualquier concepto establecidos a favor de empresas del Estado, organismos públicos (Conaf, SAG, etc.)

-  Exención pago patente por no uso de las aguas.

2.- Silencio Administrativo: desarrollarlo a favor de las EMT (plazo de 6 meses, por ejemplo):

- En materia laboral, sustituir la negociación individual o colectiva por un análisis técnico del nivel remuneratorio (tipo mediación o arbitraje) sin recurrir a la huelga. Este análisis podría dar lugar a una rebaja porcentual de las remuneraciones en caso de situación crítica.

3.- Materias Tributarias: 

-  Las EMT debieran recibir alguna compensación por el cobro de tributos de retención o recargo (IVA, impuesto al trabajo), sin perjuicio de los mecanismos de cobro que establezca la ley pero sin costo para las EMT. 

-  Tributación de impuesto a la renta sólo por los ingresos percibidos o retirados (no los devengados).

-   Ampliar la eliminación del impuesto de timbres y estampillas para todas las empresas de menor tamaño.

Don HÉCTOR CASTILLO, Presidente de la Federación de Asociaciones Industriales, expresó que en el actual contexto económico nacional e internacional, con una economía global que convive con rápidos cambios tecnológicos, económicos y sociales, el rol del emprendimiento y la viabilidad de un negocio depende no sólo de las oportunidades que el mercado ofrece, sino también de la legislación y las regulaciones que el Estado diseña, implementa e impone a las empresas de menor tamaño.


Subrayó como una observación general, que este proyecto si bien ayuda a las EMT, ya que reconoce la existencia de fallas de mercado, el mismo no es propiamente un Estatuto, ya que debiera contener preceptivas permanentes, que excepcionen a las MIPYMES de la aplicación, total o parcial, de nuevas regulaciones sectoriales genéricas y/o debe garantizarles salvaguardias específicas que reduzcan el rigor de las mismas. Debe contemplar un trato discriminatorio positivo y de carácter excepcional en relación con sus congéneres las grandes empresas y la economía global.


Sugirió, en concreto, una serie de modificaciones: Existe un serie de materias de vital trascendencia, que quedaron pendientes, y que debieran incluirse en esta iniciativa, tales como eximir del Impuesto a la Renta a nuevas EMT por 3 años; pagar impuestos sólo por utilidades retiradas; regular impuesto de herencia en la empresa familiar; requisitos de provisiones para créditos a Empresas de menor tamaño; regular indemnización por años de servicio en las empresas de menor tamaño en crisis; establecer sobre tasa aduanera por no cumplir normas en origen; crear un impuesto al reciclaje a importaciones que generen residuo y regular el tema de las grandes tiendas al interior de ciudad e impacto en las empresas de menor tamaño e impedir que las medianas y grandes empresas rebajen IVA no cancelado.

Finalizó expresando que ninguna solución resulta si se tiene una visión a corto plazo. Se requiere abordar más bien un cambio de enfoque legislativo, que adopte una nueva generación de sistemas legales, donde no se modifique constantemente una ley con otra. Es necesario entender que ésta y otras leyes similares pueden terminar siendo un nuevo espejismo. Normalmente, el mercado elige qué compañías sobreviven y cuáles fracasan. Sin embargo, las cuestiones aquí planteadas se justifican, porque más allá del destino de una sola compañía, es nuestra forma de vida y el país que queremos dejarle a nuestros hijos.
IV.- DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

A) DISCUSIÓN GENERAL.

Teniendo en vista las consideraciones y argumentos contenidos en el mensaje y las opiniones vertidas por el señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción e invitados, los señores diputados fueron de parecer de aprobar la idea de legislar sobre la materia. De este modo, se trata de brindar mayor precisión a las normas consideradas en el estatuto, respetando el principio jurídico indubio pro mypyme;  clasificar y definir en mejor forma lo que debe entenderse por una pequeña y mediana empresa, según su tamaño –considerando una excepción en materia laboral-; detectar cuáles son las restricciones regulatorias, de manera que, simplificándolas, se haga más expedito el trámite; mejorar el grado de conocimiento respecto de los instrumentos de fomento que ya existen y que se encuentran disgregados: mediante la aglutinación de los mismos se trata de establecer mayor coherencia; otorgar permisos provisorios por parte de los servicios públicos; eximir de responsabilidad al infractor que en materia de orden sanitario presente una auto denuncia; crear la institución de asesores económicos de insolvencia, estableciendo una especie  de pre quiebra, en que el asesor, en el plazo de 90 días, debe adoptar los resguardos necesarios para evitar la quiebra; conceder a los juzgado de policía local competencia para que conozcan de litigios en que resulten involucradas las pymes en su rol de consumidoras;  institucionalizar los  acuerdos de producción limpia; establecer un rol coordinador del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en el impulso de la actividad económica, referidas las micro, pequeña y mediana empresa, para lo cual se crea la división de empresas de menor tamaño en la Subsecretaría de Economía y el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño y, por último, transparentar la fiscalización que se lleva a cabo en este ámbito, uniformado, entonces, el criterio de fiscalización por parte de los servicios públicos. 


Puesta en votación general la idea de legislar respecto de este mensaje, se APRUEBA por unanimidad .
B) DISCUSIÓN PARTICULAR.

ARTÍCULO PRIMERO.-


Este ARTÍCULO, que señala que la finalidad de esta ley es facilitar el desenvolvimiento de las Empresas de Menor Tamaño, mediante la adecuación y creación de normas regulatorias, fue aprobado por unanimidad en los mismos términos.

ARTÍCULO SEGUNDO.-

Este ARTÍCULO, que define a las empresas de menor tamaño considerando los ingresos anuales por ventas y servicios, fue objeto de una indicación complementaria del Ejecutivo que, manteniendo las categorizaciones de estas empresas de acuerdo a lo señalado, permite al Presidente de la República, mediante decreto supremo que deberá llevar además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y previa consulta o a requerimiento del Consejo Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, modificar la clasificación de las Empresas de Menor Tamaño, o establecer factores o indicadores adicionales para su categorización.

El artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO TERCERO Y CUARTO, NUEVOS.-


Estos ARTÍCULOS fueron incorporados al aprobarse, por unanimidad, sendas indicaciones del Ejecutivo.


El ARTÍCULO TERCERO, nuevo, establece nuevas atribuciones tanto al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción como a la Subsecretaría, para dar un mayor impulso y fomentar el desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño.


El ARTÍCULO CUARTO, nuevo, crea un Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, que tendrá por objeto asesorar al Ministerio de Economía en la proposición de políticas y coordinación de esfuerzos de los sectores público y privado, en procura de una adecuada participación en la economía nacional de las Empresas de Menor Tamaño.

ARTÍCULO TERCERO (que pasa a ser QUINTO).-

Este ARTÍCULO, que establece un procedimiento para la dictación de reglamentos y normas generales, exigiendo que todos los Ministerios u organismos informen al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción cuando dicten o modifiquen normas jurídicas generales que afecten a Empresas de Menor Tamaño -con excepción de las ordenanzas municipales-, fue aprobado por unanimidad en los mismos términos.
ARTÍCULO CUARTO (que pasa a ser SEXTO).-

Este ARTÍCULO, que indica el mecanismo que se debe observar en el procedimiento de fiscalización de la empresa de menor tamaño, como es mantener publicado en su sitio web institucional -disponible al público en su oficina de atención ciudadana-, el manual de instrucciones relativo al señalado procedimiento, fue aprobado por unanimidad sin cambios.

ARTÍCULO QUINTO (que pasa a ser SÉPTIMO).-

Este ARTÍCULO, que faculta a los servicios públicos -que en el ejercicio de sus funciones deban entregar permisos de funcionamiento para desarrollar actividades empresariales-, a otorgar permisos provisorios a las empresas que cumplan con los requisitos exigidos, fue aprobado por unanimidad en iguales términos.

ARTÍCULO SEXTO (que pasa a ser OCTAVO).-


Este ARTÍCULO, que establece normas especiales de orden sanitario, en particular, aquella referida a la exención de aplicación de multa por la autoridad pertinente cuando exista autodenuncia por parte de una empresa de menor tamaño; y la obligación de las secretarías regionales ministeriales de salud de otorgar autorizaciones o permisos sanitarios a las microempresas que cumplan determinados requisitos, fue aprobado por unanimidad sin variación.
ARTÍCULO SÉPTIMO (que pasa a ser NOVENO).-

Ester ARTÍCULO, que establece derechos para la micro y pequeña empresa en su rol de consumidores, el juez competente y el procedimiento y normas aplicables, fue objeto de indicaciones complementarias:


1.- De la Diputada señora Pacheco y del Diputado señor Montes, que permite a estas empresas, en su calidad de consumidores, accionar en defensa de intereses colectivos o difusos.


2.- De las Diputadas señoras Pascal y Pacheco y de los Diputados señores Montes, Leal, González, y Díaz, don Marcelo, que establece como abusiva la cláusula que vincule cualquier aspecto del contrato a la voluntad del empresario de mayor tamaño.

El artículo, con las indicaciones, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO OCTAVO (que pasa a ser DÉCIMO).-

Este ARTÍCULO que -a través de nueve artículos-, establece el marco normativo para los acuerdos de producción limpia, definiendo su finalidad, concepto, quienes lo suscriben, el órgano encargado de dictar el reglamento respectivo, los efectos para el caso de incumplimiento, y por la reducción voluntaria de emisiones, los programas de promoción y las facultades que tendrá el Consejo Nacional de Producción Limpia de la Corporación de Fomento de la Producción, fue aprobado por unanimidad sin cambios.
ARTÍCULO NOVENO (que pasa a ser UNDÉCIMO).-

Este ARTÍCULO que -mediante veintisiete artículos-, crea la institución de los Asesores Económicos de Insolvencias, fue objeto del siguiente tratamiento:


El artículo 1º, que indica las personas a quienes se les podrá aplicar el sistema, fue objeto de una indicación sustitutiva de los Diputados Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, aprobada por unanimidad, que precisa su ámbito de aplicación, en cuanto aclara que tales disposiciones rigen exclusivamente para las personas naturales o jurídicas, cuyas rentas tributen en primera categoría y que entren en alguno de los supuestos del ARTÍCULO SEGUNDO de esta ley o de aquéllos que, conforme a la fórmula diseñada por el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, sea considerada como pequeña o microempresa; también aquellas personas cuyas ventas durante los doce meses anteriores no excedan la cantidad equivalente en moneda nacional a 25.000 unidades de fomento, descontado el impuesto al valor agregado y el impuesto específico que pueda gravar dichas ventas.


En consecuencia, fue rechazado este artículo 1° -introducido por el ARTÍCULO NOVENO del mensaje-, que es del siguiente tenor:
Artículo 1.- Ámbito de Aplicación. Las normas de la presente ley, rigen exclusivamente para las personas naturales o jurídicas, cuyas rentas tributen en primera categoría y que entren en alguno de los supuestos del artículo 2° de esta ley, y cuyas ventas durante los doce meses anteriores a la fecha en la cual incurran en alguna de dichas situaciones, no excedan la cantidad equivalente en moneda nacional a 25.000 unidades de fomento, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado.

Para el cálculo del monto total de las ventas se estará a la proporción de dicho valor en los meses que corresponda, si ellos fueren menos de doce meses.


Los artículos 2º al 17, donde se establece cuándo una persona se encuentra en estado de insolvencia; las funciones, prohibiciones y requisitos para el cargo de asesor económico de insolvencia; la entidad que dictará el reglamento para complementar la regulación sobre el sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis; las nuevas atribuciones y casos en que la Superintendencia de Quiebras podrá excluir a los asesores económicos de insolvencia del Registro y el procedimiento de reclamo pertinente; los efectos de la renuncia del asesor económico de insolvencias; la obligación de mantener una garantía de fiel cumplimiento de su actividad, las inhabilidades, las incompatibilidades, las sanciones que tendrá en caso de concierto, y su responsabilidad -culpa levísima-, fueron aprobados por unanimidad en los mismos términos.


El artículo 18, que precisa el efecto del certificado que debe emitir el asesor económico de insolvencia -validado por la Superintendencia- cuando éste es presentado ante el órgano judicial o administrativo, que es básicamente la suspensión de procedimientos de apremio de cualquier clase (salvo los de naturaleza constitucional, delictual, laboral o de familia), fue objeto de una indicación de los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, que incorpora la posibilidad de suspender las restituciones en caso de juicios de arrendamientos.


El artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

Los artículos 19 al 21, que se refieren al procedimiento de validación del certificado ante la autoridad competente, el período de suspensión que produce, que no podrá ser superior a 90 días corridos contados desde la fecha de emisión del certificado, sin prórroga, y que la persona que se haya acogido a los beneficios de esta ley, no podrá impetrar nuevamente la extensión de un nuevo certificado, sin que haya mediado a lo menos 5 años contados desde la fecha del certificado inmediatamente anterior, fueron aprobados por unanimidad en los mismos términos.

El artículo 22, que prescribe que durante el período de suspensión el asesor deberá llevar a cabo un estudio de la situación económica, financiera y contable del deudor, y que tal estudio también deberá señalar el giro de sus negocios y las perspectivas de su actividad, fue objeto de una indicación complementaria de los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, que exige incorporar, además, las causas que originaron el incumplimiento de las obligaciones.


El artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.


El artículo 23, que ordena que durante la suspensión el asesor deberá citar a los acreedores y al deudor a una o más reuniones, en las que deberá exponer la situación del deudor y sugerirá las medidas que sean necesarias para resolver las dificultades que motivaron el requerimiento del asesor, fue objeto de una indicación complementaria de los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, que le permite a éste, con la anuencia del deudor, proponer a los acreedores el inicio de un convenio.


El artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.


Los artículos 24 al 27, donde se prescribe que las proposiciones del asesor no serán vinculantes para el deudor ni para los acreedores, quienes podrán acordar lo que estimen conveniente a sus respectivos intereses; que la extinción de los efectos del Certificado, vencido el plazo de la suspensión, origina que los acreedores y el deudor puedan ejercer sus derechos libremente, respetando los acuerdos que hubieren suscrito durante la vigencia del referido plazo; la remuneración del asesor y la forma de fijarla, y que el aviso municipal de término de actividades establece la obligación al Servicio de Impuestos Internos de informar a los municipios, cada 30 de junio, el término del giro de actividades sujetas a patente municipal, fueron aprobados por unanimidad en los mismos términos.

ARTÍCULO DÉCIMO (que pasa a ser DUODÉCIMO).-

Este ARTÍCULO que realiza -a través de cuatro números- cambios en diversos textos legales, se trató de la manera que sigue:

N° 1.-


Este número, que modifica los artículos 109 y 240 del Libro IV del Código de Comercio (ley de Quiebras), con el propósito de concordar su normativa con esta ley y, en especial, a la nueva institucionalidad de los asesores económicos de insolvencia, fue aprobado por unanimidad en los mismos términos.
N° 2.-


Este número, que modifica el artículo 26 del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en orden a facultar a las Municipalidades para otorgar patente provisoria a las empresas que lo soliciten por primera vez, cuyo capital inicial declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento, que acrediten el cumplimiento de los requisitos sanitarios mediante permisos provisorios, pudiendo en estos caso eximir del pago de las patentes provisorias u otorgar plazo para el pago de las mismas, de hasta 12 cuotas mensuales reajustables, fue aprobado por mayoría de votos en los mismos términos.
N° 3.-


Este número, que modifica el Código del Trabajo en términos de establecer una clasificación de los empleadores de acuerdo a si se trata de una micro, pequeña y grande empresa, referida ahora en función del número de trabajadores; además que dispone sanciones especiales según la gravedad de la infracción, aumentándola en caso de fuero sindical; asimismo que autoriza -en determinados casos- al inspector del trabajo a sustituir la multa aplicada, y faculta al Director del Trabajo para reconsiderar las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia ante la concurrencia de determinados supuestos, fue objeto de una indicación complementaria del Ejecutivo, que permite al inspector del trabajo que constate en una micro o pequeña empresa una infracción legal o reglamentaria que no ponga en riesgo inminente la seguridad o la salud de los trabajadores, a conceder un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas.

El número, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

N° 4.-


Este número, que modifica los artículos 1º, N° 1, inciso final del artículo 24, y artículo 53 C de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos del consumidor, definiendo con más exactitud el carácter de consumidor y proveedor; y que establece como criterio para aplicar multas por infracción a la ley, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio obtenido con motivo de la infracción y el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación, fue aprobado por unanimidad en los mismos términos
N° 5.- (nuevo)

Este número fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación del Ejecutivo, y agrega en el artículo 4º de la ley N° 20.169, como letras h) e i), nuevas, dos casos adicionales de competencia desleal:

Uno, referido a la imposición por parte de una empresa a un proveedor de condiciones de contratación para sí, basadas en aquellas ofrecidas por ese mismo proveedor a empresas competidoras de la primera, para efectos de obtener mejores condiciones que éstas, y, el otro, sobre el incumplimiento sistemático de deberes contractuales con los proveedores, para efectos de obtener rebajas artificiales de costos frente a los competidores.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- (nuevo)


Este artículo fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación del Ejecutivo, y cambia la denominación que actualmente posee la Subsecretaría de Economía, por Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño.

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- (nuevo)

Este ARTÍCULO fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación de la Diputada señora Pascal y Diputado señor Montes, y señala que ninguna disposición contenida en esta ley podrá interpretarse en el sentido de dejar sin efecto las normas de la ley N° 19.749, que establece normas para facilitar la creación de micro empresas familiares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


ARTÍCULO PRIMERO.-

Este artículo, que aumenta la dotación máxima -en siete cupos- de personal de la Superintendencia de Quiebras, con el propósito de garantizar el cumplimiento de las nuevas funciones que se le encargan, fue aprobado por mayoría de votos en los mismos términos.

ARTÍCULO SEGUNDO.-

Este artículo, donde se indica que el mayor gasto que irrogue esta ley se hará con cargo a recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público y en la Ley de Presupuestos en lo sucesivo, fue aprobado por unanimidad, sin cambios.

ARTÍCULO TERCERO.-(nuevo)


Este artículo fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación del Ejecutivo, y ordena que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, se debe dictar el reglamento que establecerá las normas necesarias para la designación de las personas del sector privado que integrarán el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, y señalará la adecuada ejecución de sus funciones.


C) INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


1.- De la Diputada señora Pascal y del Diputado señor Montes, para agregar en el encabezamiento de la ley, antes del ARTÍCULO PRIMERO el siguiente título preliminar “Normas Generales”.

2.- De la Diputada señora Pacheco y del Diputado señor Montes, para modificar el ARTÍCULO SEGUNDO del siguiente modo: 


a) Reemplázese el inciso primero por el siguiente:


"Para los efectos de esta ley, se entenderá por Empresas de Menor Tamaño a las microempresas y pequeñas empresas. Son microempresas aquellas cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado las 2.400 UF y pequeñas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 2.400 UF y no exceden de 25.000 UF. Las medianas empresas, esto es aquellas cuyos ingresos son superiores a 25.000 UF y no exceden las 100.000 UF no se consideraran como tales, aun cuando, excepcionalmente puedan extenderse a ellas, en forma expresa, disposiciones contenidas en esta y otras leyes." 


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, modificándose la ordenación correlativa de los incisos actuales: 


"Además, para ser considerada una empresa de menor tamaño será necesario que sólo hasta un máximo del 25% de su capital pertenezca a una o más medianas o grandes empresas.".

c) Agrégase el siguiente inciso final:


"La definición contenida en el inciso primero no impedirá en caso alguno considerar la aplicación de medidas diferenciadas para las diversas categorías de empresas de menor tamaño.

3.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para agregar en el inciso segundo del ARTÍCULO SEGUNDO la siguiente oración final a continuación de la palabra “agregado”: “y del impuesto específico que grave dichos bienes o servicios, en su caso” y para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, para los efectos de esta ley también serán consideradas Empresas de Menor Tamaño aquéllas que cumplan con los criterios que establezca el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, conforme a la letra e) del ARTICULO QUINTO. No serán aplicables estas normas a las sociedades de inversión ni a aquellas empresas cuyo objeto sea el explotar o poseer a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, o formar parte de contratos de asociación.”.

4.- De la Diputada señora Pacheco y del Diputado señor Montes, para reemplazar en el numeral 1) del ARTICULO SEXTO, las dos veces que figura la expresión "empresa de menor tamaño" por "micro y pequeña empresa".

5.- De los Diputados señores  Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para eliminar en el inciso séptimo del articulo sexto, la palabra "grave”.

6.- De la Diputada señora Pascal y del Diputado señor Montes, para intercalar entre los ARTÍCULOS SÉPTIMO Y OCTAVO, el siguiente Titulo II, intitulado “Marco Normativo para los Acuerdos de Producción Limpia”, pasando los actuales artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 a ser 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16;

7.- De la Diputada señora Pascal y del Diputado señor Montes, para intercalar entre los Artículos 8º y 9º, el siguiente Titulo III intitulado “De los Asesores Económicos de Insolvencias y el Sistema Voluntario para la Reorganización o Cierre de Micro y Pequeñas Empresas”, pasando los actuales artículos 1 a 27 a ser 17 a para sustituir en el Título III, la expresión “título” por “párrafo” las veces que aparece.

8.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para suprimir en el inciso segundo del artículo 2º, la oración “el inicio del cómputo del plazo previsto en el artículo 41° de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio, reiniciándose al vencimiento del plazo que se determine de acuerdo al artículo 20° de esta ley”.


9.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para reemplazar el inciso cuarto del artículo 11, por el siguiente:


“En caso de que cualquiera de los sujetos mencionados en el inciso anterior omitiere declarar esas relaciones a sabiendas de su existencia, podrá el afectado perseguir la indemnización de los perjuicios derivados de esa omisión.”.


10.- De los Diputados Alvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán al Artículo 9°, en su artículo 20° inciso primero, para reemplazar la expresión “90 por 120”.


11.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para intercalar en el inciso segundo del artículo 23°, entre la expresión “posible de ellos” y el punto seguido, la frase “y la mayor representación de sus créditos”.

D) INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

1.- De los Diputados señores Leal, Tuma, y González, para agregar en el inciso primero luego del punto seguido: “Este Ministerio será el responsable de velar por el equilibrio de las relaciones de las empresas de menor tamaño con los otros agentes del mercado.”.
2.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para intercalar, a continuación del actual artículo SEGUNDO, los siguientes artículos TERCERO Y CUARTO, nuevos, pasando los actuales artículos TERCERO y CUARTO a ser QUINTO, y SEXTO y así sucesivamente.

“ARTÍCULO TERCERO.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá impulsar el desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño y facilitarles la utilización de los instrumentos de fomento dispuestos por los órganos del Estado. 


Le corresponderá a la Subsecretaría de Economía proponer y gestionar acciones con los Ministerios sectoriales y sus servicios dependientes o relacionados, a fin de que en la formulación de las políticas y planes de fomento se tenga especial consideración de las características y particularidades de las Empresas de Menor Tamaño. A esta Subsecretaría le corresponderá, además, garantizar el acceso de las Empresas de Menor tamaño a canales y fuentes de información útiles y eficientes, contribuyendo a la mejor utilización de los instrumentos de fomento disponibles para ellas. 

ARTÍCULO CUARTO.- Del Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño. 

Artículo 1°.- Créase el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, en adelante y para todos los efectos de esta ley, “el Consejo”, cuya función será asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en la proposición de políticas y coordinación de esfuerzos de los sectores público y privado, destinados a promover una adecuada participación de las Empresas de Menor Tamaño en la economía nacional.


El Consejo estará integrado por los siguientes miembros:

a) El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, quien lo presidirá;

b) El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; 
c) El Director de la Dirección de Promoción de Exportaciones;
d) El Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica;
e) Cuatro representantes de las confederaciones gremiales de las Empresas de Menor Tamaño; 
f) Un representante de las asociaciones gremiales que agrupen a las Empresas de Menor Tamaño que exporten bienes o servicios;
g) Un representante de las instituciones de educación superior, designado por el Presidente de la República;
h) Un representante de Organismos o Asociaciones no Gubernamentales que tengan por objeto promover el desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño, designado por el Presidente de la República.


Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, establecerá las normas necesarias para la designación de los consejeros signados en las letras e), f), g) y h), para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas.


Artículo 2°.- Los miembros del Consejo a los que se refieren las letras e), f), g) y h) del artículo anterior durarán dos años en sus cargos y podrán renovarse hasta por dos períodos consecutivos. Estos miembros cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados.

b) Renuncia aceptada por el Presidente del Consejo.

c) Falta grave al cumplimiento de sus funciones como consejero, así calificada por la mayoría del Consejo.


Los miembros el Consejo desempeñarán sus funciones ad-honorem.

Artículo 3°.- El Consejo celebrará al menos tres sesiones al año, las que se convocarán por su Presidente. El Consejo para sesionar y tomar acuerdos, deberá contar con la mayoría absoluta de sus miembros. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente.


Asimismo, por acuerdo de sus miembros, el Consejo podrá invitar a sus sesiones a representantes sectoriales, gremiales o regionales de las Empresas de Menor Tamaño.

Artículo 4°.- Le corresponderá especialmente al Consejo desarrollar las siguientes funciones: 
a) Evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción relacionadas con las Empresas de Menor Tamaño, en las cuales éste les solicite su opinión;

b) Proponer al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, estrategias que permitan potenciar la debida coordinación de las políticas y acciones sectoriales de apoyo a las Empresas de Menor Tamaño;

c) Asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, para que este, en colaboración con los Ministerios sectoriales, se dé cumplimiento a las políticas y planes focalizados en Empresas de Menor Tamaño; y

d) Promover la cooperación entre las instituciones del sector público y privado en la ejecución de programas relativos a las Empresas de Menor Tamaño.

e) Diseñar y actualizar  periódicamente una fórmula polinómica de cálculo que permita una categorización y definición dinámica de las  Empresas de Menor Tamaño, mediante la inclusión de factores y criterios comprensivos de las distintas realidades y necesidades que enfrenta la pequeña y mediana empresa de nuestro país. Entre dichos criterios deberán contemplarse al menos el rubro, ingreso neto de la empresa, número de trabajadores que laboran en ella y el activo fijo de la misma.

3.- De los Diputados señores Leal, Tuma, y González, para agregar en la letra e) después del punto y coma (;) que pasa a ser coma (,) “dos de las cuales deberán ser representantes de las empresas de menor tamaño de regiones.”.

4.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para agregar al numeral cuarto del ARTÍCULO CUARTO NUEVO las letras e) y f) nuevas, pasando la actual letra e) a ser letra g): 


“e) Publicar un informe exhaustivo con todas la iniciativas de financiamiento de desarrollo productivo, que distinga entre aquéllas que constituyen subsidio y aquéllas que no lo son". 


f) Revisar las iniciativas de financiamiento, de forma de asegurar que una proporción mayor de ellas alcance efectivamente a empresas pequeñas.".

5.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para agregar los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos al ARTÍCULO CUARTO: 

"Respecto a la multa, esta no será cursada la primera vez que se constate una infracción, y el fiscalizador deberá hacer entrega de un informe con las falencias encontradas, las cuales deberán ser corregidas dentro de los 30 días siguientes a la recepcion de dicho informe. Este plazo podrá ser ampliado en 30 días por un inspector de nivel jerárquico superior a quien curse la infracción, siempre y cuando el afectado realice una petición formal y fundada frente al organismo público fiscalizador. 

Si luego de finalizado el plazo estipulado no se han solucionado todas las infracciones, se aplicará la multa respectiva a éste, más un recargo del 20%. 

Lo dispuesto en los dos incisos anteriores no aplicará para infracciones de carácter tributario.”.
6.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para incorporar un nuevo inciso segundo en el ARTÍCULO CUARTO:

“En la aplicación de multas o sanciones derivadas de un procedimiento administrativo de fiscalización desarrollado por un Servicio Público sobre una Empresa de Menor Tamaño, la autoridad siempre podrá efectuar una evaluación de mérito en orden a determinar que dichas empresas sean eximidas de su cumplimiento o sea rebajada la sanción en consideración al nivel de desarrollo de la unidad económica, a la gravedad de la infracción y al grado de advertencia.”.
7.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para reemplazar el ARTÍCULO QUINTO por el siguiente: 

"Articulo 5°- Se entregarán permisos provisorios de funcionamiento a empresas cuyo capital declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento y que por primera vez soliciten desarrollar actividades económicas. Estos permisos provisorios se obtendrán en conformidad a las siguientes disposiciones: 

a) La empresa interesada dispondrá de un plazo de 60 días desde la iniciación de actividades, para informar a la municipalidad respectiva, giro, domicilio, propietario, capital comprometido y número e identificación de trabajadores. Esto constituirá un reconocimiento automático, que habilita a la empresa a ejercer actividades productivas. 

b) Laboralmente, la empresa deberá, en un principio, cumplir un piso mínimo obligatorio, el que incluirá los principios básicos de no uso de trabajo forzoso, de trabajo infantil y de no discriminación en el trabajo. 

c) De acuerdo al control de la Inspección del Trabajo, este piso luego se expandirá a la duración de la jornada de trabajo, cobertura por accidentes y enfermedades del trabajo, y al cumplimiento de los salarios mínimos. 

d) De acuerdo a las metas que se fijen, este piso será nuevamente expandido. 

e) La municipalidad transmitirá la información a los organismos públicos competentes para el ejercicio de sus respectivas atribuciones. 

f) La municipalidad y demás servicios efectuarán, en un plazo no menor a 30 días desde la notificación mencionada en la letra a), las inspecciones necesarias, e informarán al interesado sobre las normas legales que éste debe cumplir para obtener los permisos de funcionamiento respectivos. 

g) Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y sólo por 30 días adicionales. 

h) Vencido el plazo, si no existe pronunciamiento por parte del servicio publico, se entenderá que la decisión es favorable a la empresa. 

i) Los permisos provisorios de funcionamiento tendrán una duración de un año, prorrogable por un año adicional si se comprueban avances significativos en el cumplimiento de las obligaciones y en los resultados de la microempresa. 

j) Este procedimiento no podrá aplicarse para obtener autorización en materias sanitarias.".
8.- De los Diputados Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia: para incorporar un nuevo inciso segundo:

“En la aplicación de multas o sanciones derivadas de un procedimiento administrativo de fiscalización desarrollado por un Servicio Público sobre una Empresa de Menor Tamaño, la autoridad siempre podrá efectuar una evaluación de mérito en orden a determinar que dichas empresas sean eximidas de su cumplimiento o sea rebajada la sanción en consideración al nivel de desarrollo de la unidad económica, a la gravedad de la infracción y al grado de advertencia.”.

9- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para suprimir en el inciso primero del ARTÍCULO QUINTO la frase “y cuyo capital declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento”.

10.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para reemplazar el inciso segundo del ARTÍCULO QUINTO por el siguiente: “Estos permisos se otorgarán por una sola vez, tendrán la vigencia que para cada caso indique la autoridad respectiva y estarán sujetos al cumplimiento de las condiciones que la misma establezca”. 

11.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para incorporar al inciso segundo del ARTÍCULO QUINTO, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido la siguiente oración: “No obstante lo anterior, cumplido el plazo de expiración de dichos permisos, ellos podrán ser renovados por motivos fundados a petición de la empresa solicitante.”. 

12.- De los Diputados Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para incorporar un inciso tercero, nuevo en el ARTÍCULO QUINTO, que señale lo siguiente:

“En todo caso, los Servicios Públicos de que trata este artículo, deberán velar por crear las herramientas y condiciones adecuadas para garantizar un otorgamiento rápido, eficaz y de bajo costo de los permisos aludidos, de manera tal que ellos no se constituyan como barreras de entrada para las Empresas de Menor Tamaño a la actividad empresarial.”.

13.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para sustituir los incisos quinto y sexto del ARTÍCULO SEXTO por los siguientes incisos nuevos: 


"No obstante lo establecido en el inciso anterior, la empresa contará con un plazo de 30 días para subsanar las infracciones denunciadas. Este plazo podrá ser ampliado en 30 días por un inspector de nivel jerárquico superior a quien curse la infracción, siempre y cuando el afectado presente una petición formal y fundada frente al organismo público fiscalizador. 


El cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores no exime a la empresa de responsabilidad legal por posibles daños a personas, como consecuencia de la infracción.".


14.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para sustituir los incisos penúltimo y último del N° 1) del ARTÍCULO SEXTO por los siguientes incisos nuevos: 


"No obstante lo establecido en el inciso anterior, la empresa contará con un plazo de 30 días para subsanar las infracciones denunciadas. Este plazo podrá ser ampliado en 30 días por un inspector de nivel jerárquico superior a quien curse la infracción, siempre y cuando el afectado presente una petición formal y fundada frente al organismo público fiscalizador. 


El cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores no exime a la empresa de responsabilidad legal por posibles daños a personas, como consecuencia de la infracción.".


15.- De la Diputada señora Pacheco y del Diputado señor Montes, para incorporar, en el artículo 5° del ARTICULO OCTAVO el siguiente inciso final: 


"Las facultades a que se refiere este artículo en ningún caso podrán extenderse a eximir del cumplimiento de actos administrativos que tengan por finalidad poner en aplicación normas de tipo laboral.".

16.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, al ARTÍCULO OCTAVO, en su ARTÍCULO OCTAVO, inciso quinto y último, para eliminar la frase "el doble de".

17.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para reemplazar en el artículo 10° de su ARTÍCULO NOVENO la frase “deberá ser fijada por dicho organismo mediante resolución, las cuales deberán ser publicadas en el Diario Oficial, para su entrada en vigor”, por la oración “deberá adecuarse a una tabla que para tal efecto publicará dicho organismo mediante resolución en el Diario Oficial”. 

18.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para reemplazar el inciso segundo del artículo 16° de su ARTÍCULO NOVENO, por el siguiente: 


“Para efectos de que el requirente pueda acreditar que cumple con los criterios que le hacen susceptible de gozar de este beneficio, deberá acompañar los antecedentes que la Superintendencia indique mediante norma de carácter general.”.  

19.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para añadir en el ARTÍCULO DÉCIMO, numeral 3), la letra e) nueva: "e) Sustitúyase el artículo 163 por el siguiente: 


“e) Cada empresa deberá contar con un fondo de indemnizaciones a todo evento, que permita al trabajador girar la totalidad de los fondos cuando cesa la relación laboral si lo desea, sin importar la causal de la terminación. 


Los empleadores cotizarán mensualmente un 3% del salario en esta cuenta a partir del primer mes de contratación, hasta un plazo de 7 años. Los trabajadores no tendrán la obligación de realizar cotizaciones en este fondo. 


El fondo de indemnizaciones se complementará con un pago en caso de despido, en conformidad a las causales descritas en esta ley. Este pago por despido será equivalente a medio mes por año de servicio, con tope de 11 años.”.

20.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para añadir en el ARTÍCULO DÉCIMO, numeral 3), la letra f), nueva:

“f) Agrégase un nuevo inciso tercero al artículo 163 del Código del Trabajo, por lo cual el inciso tercero actual pasa a ser cuarto, el cuarto quinto y así sucesivamente. 


"Las empresas calificadas como micro, pequeña o mediana, que se encuentren en estado de quiebra podrán optar por pagar estas indemnizaciones en forma mensual, de forma de pagar cada mes lo correspondiente a un año de servicio prestado, o en la forma en que el trabajador y empleador estimen conveniente mediante mutuo acuerdo.".
21.- De las Diputada  Pacheco y de los Diputados Montes, Leal, González, y Díaz, don Marcelo, para agregar los siguientes números 5), 6) y 7), nuevos en el ARTÍCULO DÉCIMO:

5) Modifíquese las normas del decreto ley N°824 sobre impuesto a la renta, que se indican:

a) Para incorporar el siguiente numeral 5º en el artículo 39 del decreto ley N° 824 sobre impuesto a la renta:

5º. La rentas de las microempresas.

b) Para incorporar la siguiente letra j) en el art. 39 del decreto ley N°824 sobre impuesto a la renta:


j) Sin perjuicio de las normas anteriores, los contribuyentes que se consideren empresas de menor tamaño de conformidad con la ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.


6) Para incorporar el siguiente inciso nuevo en el art. 53 del Código Tributario:


“Lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 53 no se aplicará tratándose de empresas de menor tamaño”.


7) Para incorporar el siguiente inciso segundo en el artículo 98 del Código Tributario:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, tratándose de empresas de menor tamaño que incurran en las infracciones de los números 1, 2 y 11 del artículo 97, la autoridad competente rebajará las multas, reajustes e intereses hasta en un setenta por ciento.”.
22.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para introducir un nuevo ARTÍCULO DECIMOCUARTO, que señale lo siguiente
Para introducir un nuevo ARTÍCULO DECIMOTERCERO, que señale lo siguiente:

“ARTÍCULO DECIMOTERCERO.- En el evento de que una empresa sea abastecida por un proveedor que se encuentre comprendido dentro de las personas señaladas en el ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, aquélla no podrá impetrar el crédito establecido en el Artículo 23° número 1° del D.L. 825, conforme al Artículo 25 del mismo cuerpo legal, en tanto no acredite haber sido pagados íntegramente los montos por los bienes o servicios proveídos, a cuyo precio ha sido recargado el respectivo impuesto.

23.- De los Diputados señores Arenas, Bobadilla, Rojas y Urrutia, para introducir un nuevo ARTÍCULO DECIMOCUARTO, que señale lo siguiente:

ARTÍCULO DECIMOCUARTO.- Las empresas que conforme al ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, son susceptibles de ser consideradas medianas o pequeñas empresas, podrán, por una sola vez y por un plazo máximo de cinco años, acogerse al régimen de tributación señalado en el Artículo 14 bis del D.L. 824, que establece la Ley sobre Impuesto a la Renta, en los mismos términos y con las mismas condiciones de aplicación que aquél.

No regirá la limitación en el plazo del beneficio de que habla el inciso anterior, cuando la empresa cumple con los requisitos mínimos que exige el mencionado cuerpo legal.

Los contribuyentes que deseen ingresar a este  régimen de tributación al iniciar actividades, podrán optar por él si acreditan que su capital propio inicial es igual o inferior al equivalente de 1000 unidades tributarias mensuales del mes en que ingresen. 


Dichos contribuyentes quedarán excluidos de este régimen optativo si en alguno de los tres primeros ejercicios comerciales, sus ingresos anuales superan el equivalente de 25.000 unidades de fomento, según el valor de ésta en el respectivo mes. Descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y del impuesto específico que corresponda, en su caso.

24.- De las Diputadas señoras Pascal y Pacheco y de los Diputados señores Leal, González, Montes y Venegas, don Mario, para incorporar el siguiente artículo nuevo:

ARTICULO NUEVO.- La implementación de incentivos, franquicias, aportes o bonificaciones fiscales o cualquier otro tipo de medidas, programas o acciones orientados a la empresa de menor tamaño deberán promover la existencia de relaciones laborales armónicas y justas. 


Para ello considerarán rangos o estímulos especialmente favorables, atendiendo a aspectos tales como: 

a) Porcentaje de sindicalización al interior de la empresa.

b) Respeto a los derechos de los trabajadores. Deberá valorarse al respecto aspectos tales como condenas judiciales o sanciones administrativas por prácticas antisindicales o infracciones a los derechos fundamentales del trabajador. 

c) Estabilidad en el empleo, medido en niveles de rotación laboral y porcentaje de trabajadores contratados directamente por la empresa o a través de terceros. 

d) Nivel de remuneraciones y pago de gratificaciones.

e) Utilidades destinadas a beneficios laborales, especialmente no remuneracionales. 

f) Políticas de capacitación y perfeccionamiento.

g) Estímulos a la innovación, creatividad y mérito laboral.

h) Medidas de inserción de personas con discapacidad y de protección y apoyo a la maternidad.

i) Seguridad laboral.


En la ponderación de estos aspectos se tendrá especialmente en cuenta la opinión de los mismos trabajadores, recogida a través de sus organizaciones representativas o de la aplicación de instrumentos objetivos y reservados. 


25.- De la Diputada señora Pacheco y del Diputado señor Montes, para incorporar los siguientes artículos nuevos:

ARTICULO NUEVO.- Con el objeto de facilitar la creación de empresas de menor tamaño los diversos servicios y entidades que intervienen en el otorgamiento de patentes y permisos de funcionamiento, tales como municipalidades, servicios de salud, cuerpos de bomberos y superintendencias propenderán al establecimiento de medidas de coordinación que permitan radicar en alguno de ellos, preferentemente las municipalidades, la emisión de todos o algunos de ellos. 

El Ministerio de Economía promoverá la generación de estos acuerdos entre los diversos servicios públicos y entidades, particularmente respecto de la creación de aquellos rubros empresariales que respondan a las características propias de una comuna o zona del país.

26.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán.
ARTÍCULO NUEVO.- Para agregar al N° 15, de la letra B del artículo 6° del Código Tributario, el siguiente inciso segundo: 


"En uso de esta facultad podrá declarar de oficio el término de giro de una empresa de menor tamaño de acuerdo a las siguientes condiciones: 

a) Que la empresa no registre movimientos en el plazo de un año. 

b) Que el contribuyente, a requerimiento del Servicio, declare mediante carta certificada u otro mecanismo válido por el Servicio, que la empresa no continuará con su giro productivo.".

27.- De los Diputados señores Leal, Arenas, Bobadilla y González, para incorporar el siguiente artículo nuevo en el decreto ley N° 824, sobre Impuesto a la Renta, de 1974, como artículo 14 quater: 

Artículo 14 quáter.- Los contribuyentes obligados a declarar renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, y que se hayan acogido o se acojan al régimen de tributación establecido en el artículo 14 bis, podrán acogerse al régimen simplificado establecido en el artículo 14 ter de esta ley, sujetándose a todo lo dispuesto en él.

28.- De los Diputados señores Leal, Arenas, Bobadilla y González, para incorporar el siguiente artículo nuevo transitorio en el decreto ley N° 824:

Artículo nuevo.- Incorpórese en el decreto ley N° 824, sobre Impuesto a la Renta, de 1974, el siguiente artículo transitorio: 

Artículo Transitorio.- Los contribuyentes obligados a declarar renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 del decreto ley N° 824, de 1974, sobre Ley sobre Impuesto a la Renta, que se hayan acogido o se acojan a cualquiera de los regímenes de tributación establecidos en los artículos 14 ter o 14 quáter de dicho decreto ley, y que registren movimientos durante los tres últimos ejercicios anteriores a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán solicitar al Servicio de Tesorerías, dentro del plazo fatal de xxxxxxxx días corridos, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, la condonación del total de las multas e intereses originados en infracciones tributarias tipificadas en el artículo 97, N° 1, 2 y 11 del Código Tributario, siempre que las mismas no hayan dado lugar a impuestos adeudados.

29.- De los Diputados Leal, Arenas, Bobadilla y  González, para incorporar el siguiente artículo nuevo en el decreto ley N° 824 de 1974, sobre Impuesto a la Renta, como artículo 90 bis:

Artículo 90 bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley, el Servicio de Tesorerías podrá otorgar facilidades hasta de un año, en cuotas periódicas, a los contribuyentes del impuesto de la primera categoría que se encuentren acogidos o se acojan al régimen tributario del artículo 14 ter o del artículo 14 quáter, para efectuar los pagos provisionales mensuales obligatorios, según la marcha de sus negocios, atendiendo exclusivamente al flujo de caja que acrediten, sin intereses por el plazo que se conceda.


Los contribuyentes que fueren autorizados conforme el inciso anterior deberán mantener un estado de flujo de caja acumulado a disposición del Servicio de Impuestos Internos. Este estado deberá ajustarse de acuerdo a las reglas que esta ley establece para el cálculo de la renta líquida imponible de primera categoría, incluyendo los ajustes derivados del mecanismo de la corrección monetaria.

La confección de un estado de caja maliciosamente incompleto o falso, dará lugar a la aplicación del máximo de las sanciones contempladas en el artículo 97, número 4º, inciso primero, del Código Tributario, sin perjuicio de los intereses penales y reajustes que procedan por los pagos provisionales no efectuados.
30.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para añadir un nuevo articulo tercero transitorio. 
ARTÍCULO XXX NUEVO.- "El Ministerio de Economía deberá, a más tardar al 31 de diciembre de 2008, presentar una propuesta de clasificación de empresas basado en un polinomio, en el cual se consideren ponderaciones de distintas variables, como el monto de las ventas anuales, el número de trabajadores, capital de trabajo, y rentabilidad de la actividad económica.".
31.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Verdugo, don Germán, para añadir un nuevo artículo cuarto transitorio.
ARTÍCULO XXX NUEVO.- "Los grandes compradores del sector público y privado deberán transparentar vía Web, las condiciones generales de compra, y el plazo de pago promedio en que se le paga a sus proveedores. Esta información deberá estar disponible vía Web a más tardar el 1 de enero de 2009.


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, las COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, FOMENTO Y DESARROLLO Y DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA recomiendan aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO PRIMERO.- Objetivo. La presente ley tiene por objeto facilitar el desenvolvimiento de las Empresas de Menor Tamaño, mediante la adecuación y creación de normas regulatorias que rijan su iniciación, funcionamiento y término, en atención a su tamaño y grado de desarrollo.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Sujeto. Para los efectos de esta ley, se entenderá por Empresas de Menor Tamaño, las microempresas, pequeñas empresas y medianas empresas. Son microempresas, aquellas empresas cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado las 2.400 unidades de fomento; pequeñas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 2400 unidades de fomento y no exceden de 25.000 unidades de fomento; y medianas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 25.000 unidades de fomento y no exceden las 100.000 unidades de fomento.


El valor de los ingresos anuales por ventas y servicios señalado en el inciso anterior se refiere al monto total de éstos, para el año tributario anterior, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y el impuesto específico.


Dentro del rango máximo de 100.000 unidades de fomento establecido en el inciso primero, el Presidente de la República, mediante decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y previa consulta o a requerimiento del Consejo Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, podrá modificar la clasificación de las Empresas de Menor Tamaño, o establecer factores o indicadores adicionales para su categorización.


Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores y para el solo efecto de esta ley, serán consideradas como empresas de menor tamaño las que tengan por objeto vender o prestar servicios al público en general, no siendo aplicables estas normas a las empresas que tengan un objeto distinto, tales como las sociedades de inversión.


Las clasificaciones de empresas contenidas en otras normas legales, se mantendrán vigentes para los efectos señalados en las disposiciones respectivas.


Asimismo, para efectos de focalización y creación de instrumentos y programas de apoyo a las empresas de menor tamaño, los organismos públicos encargados de su diseño podrán utilizar otros factores o indicadores para determinar las categorías de empresas que puedan acceder a tales instrumentos.

ARTÍCULO TERCERO.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá fomentar e impulsar el desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño y facilitarles la utilización de los instrumentos de fomento dispuestos por los órganos del Estado.

Le corresponderá a la Subsecretaría de Economía generar coordinaciones para que, en conjunto con los ministerios sectoriales, se formulen las políticas y planes de fomento considerando las particularidades de las Empresas de Menor Tamaño.


Asimismo, le corresponderá impulsar con sus servicios dependientes o relacionados una política general para la mejor orientación, coordinación y fomento del desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño, así como realizar un seguimiento de las respectivas políticas y programas y generar las condiciones para el acceso de estas empresas a fuentes útiles de información, contribuyendo a la mejor utilización de los instrumentos de fomento disponibles para ellas.


Créase la División de Empresas de Menor Tamaño en la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Créase e incorpórase a la planta de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción el siguientes cargo:

Plantas/Cargo
                     Grado E.U.S
Número de cargos

Jefe División Empresas de Menor Tamaño       4
              1

ARTÍCULO CUARTO.- Del Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño. 


Créase el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, en adelante y para todos los efectos de esta ley, “el Consejo”, cuya función será asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en la proposición de políticas y coordinación de esfuerzos de los sectores público y privado, destinados a promover una adecuada participación de las Empresas de Menor Tamaño en la economía nacional.


El Consejo estará integrado por los siguientes miembros:

a) El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, quien lo presidirá;

b) El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; 

c) El Director de la Dirección de Promoción de Exportaciones;

d) El Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica;

e) Cuatro representantes de las confederaciones gremiales de las Empresas de Menor Tamaño de sectores productivos relevantes para la economía nacional, al menos uno de los cuales deberá tener su domicilio en alguna región distinta a la Metropolitana;

f) Un representante de las asociaciones gremiales que agrupen a las Empresas de Menor Tamaño que exporten bienes o servicios;

g) Un representante de las instituciones de educación superior, designado por el Presidente de la República;

h) Un representante de organismos o asociaciones no gubernamentales que tengan por objeto promover el desarrollo de las Empresas de Menor Tamaño, designado por el Presidente de la República, e

i) Un representante del Consejo Nacional de Innovación.


Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, establecerá las normas necesarias para la designación de los consejeros signados en las letras e), f), g), h) e i), para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas.


Los miembros del Consejo a los que se refieren las letras e), f), g), h) e i) durarán dos años en sus cargos y podrán renovarse hasta por dos períodos consecutivos. Estos miembros cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados.

b) Renuncia aceptada por el Presidente del Consejo.

c) Falta grave al cumplimiento de sus funciones como consejero, así calificada por la mayoría del Consejo.


Los miembros el Consejo desempeñarán sus funciones ad-honorem.


El Consejo celebrará al menos cuatro sesiones al año, las que se convocarán por su Presidente. El Consejo para sesionar y adoptar acuerdos, deberá contar con la mayoría absoluta de sus miembros. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente. Una sesión al año se deberá realizar en una región distinta a la Metropolitana, la que tendrá un carácter amplio, con los invitados de los sectores público y privado que el mismo Consejo determine.


El Consejo, por acuerdo de sus miembros, podrá invitar a sus sesiones a representantes regionales de las Empresas de Menor Tamaño. Podrá, asimismo, invitar a los directores o jefes de servicio de los diferentes organismos o instituciones públicas vinculadas al desarrollo económico nacional.


En particular, serán funciones del Consejo las siguientes: 

a)Evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción relacionadas con las Empresas de Menor Tamaño, en las cuales éste les solicite su opinión;

b) Proponer al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, estrategias que permitan potenciar la debida coordinación de las políticas y acciones sectoriales de apoyo a las Empresas de Menor Tamaño;

c) Asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción para que, en colaboración con los ministerios sectoriales, se dé cumplimiento a las políticas y planes focalizados en Empresas de Menor Tamaño;

d) Promover la cooperación entre las instituciones del sector público y privado en la ejecución de programas relativos a las Empresas de Menor Tamaño, y

e) Promover que la implementación y ejecución de las políticas, planes y programas de emprendimiento del Estado consideren condiciones de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.
ARTÍCULO QUINTO.- Procedimiento para la Dictación de Reglamentos y Normas de Carácter General. 

Todos los ministerios u organismos que dicten o modifiquen normas jurídicas generales que afecten a Empresas de Menor Tamaño, con excepción de las ordenanzas municipales, deberán informar previamente de ello al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

Durante el proceso de elaboración de la normativa señalada, los ministerios u organismos deben contar con los antecedentes preparatorios necesarios que estos estimen pertinentes para su formulación. Los antecedentes deben contener una estimación simple del impacto social y económico que la nueva regulación generará en las Empresas de Menor Tamaño.


Dichos antecedentes preparatorios necesarios podrán ser elaborados por la propia administración.


El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá publicar en su página web todas las normas vigentes sobre Empresas de Menor Tamaño, sin perjuicio de las obligaciones de publicidad propias de cada órgano de la Administración del Estado.


No se considerarán en esta norma los dictámenes generales que puedan emitir los órganos de la Administración del Estado.

ARTÍCULO SEXTO.- Transparencia en Procedimientos de Fiscalización. Los servicios públicos que realicen procedimientos de fiscalización a Empresas de Menor Tamaño, deberán mantener publicados en sus sitios web institucionales, y disponibles al público en sus oficinas de atención ciudadana, los manuales o resoluciones de carácter interno en los que consten las instrucciones relativas a los procedimientos de fiscalización establecidos para el cumplimiento de su función, así como los criterios establecidos por la autoridad correspondiente que guían a sus funcionarios y fiscalizadores en los actos de inspección y de aplicación de multas y sanciones.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Otorgamiento De Permisos Provisorios De Funcionamiento. Los servicios públicos, que en el ejercicio de sus funciones deban entregar permisos de funcionamiento para desarrollar actividades empresariales podrán, dentro de sus competencias legales, otorgar permisos provisorios a las empresas que por primera vez lo soliciten y cuyo capital declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento.


Estos permisos se otorgarán por una sola vez, tendrán una vigencia no superior a un año, y estarán sujetos al cumplimiento de las condiciones que para cada caso indique la autoridad respectiva.

ARTÍCULO OCTAVO.- Normas sanitarias. Establécense las siguientes normas especiales de orden sanitario:


1) Autodenuncia. El titular o representante legal de una Empresa de Menor Tamaño, que cuente con autorización sanitaria o informe sanitario favorable, podrá declarar voluntariamente a la autoridad sanitaria competente, el incumplimiento de una o algunas de las obligaciones contempladas en el Código Sanitario o sus reglamentos.


La autoridad sólo considerará como autodenuncia la primera infracción de una naturaleza determinada cometida por la Empresa de Menor Tamaño.


La autodenuncia que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, obligará a la autoridad a eximir de la aplicación de las multas respectivas.


Sin embargo, en caso que se trate de una infracción cuyo supuesto de hecho pueda causar riesgo grave, sólo podrá rebajar en un 50% la cuantía de la multa o en un grado, nivel o rango de la sanción establecida en la ley.

No obstante, en los casos establecidos en los dos incisos anteriores, la autoridad fijará un plazo razonable para subsanar las infracciones informadas, salvo que el riesgo grave lo sea para la salud o seguridad de las personas o para la conservación del medio ambiente.


2) Régimen de Permiso Inmediato. Las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud deberán proceder al otorgamiento de autorizaciones o permisos sanitarios a las microempresas cuyas actividades no presenten un riesgo grave para la salud o seguridad de las personas o para la conservación del medio ambiente, a través de un procedimiento breve, que sólo contemple la presentación de la solicitud, una declaración jurada simple del titular y la acreditación del pago de los derechos respectivos.


La declaración jurada deberá contener la identificación precisa de las actividades que desarrollará, el compromiso de llevarlas a cabo de manera fiel y con respeto en su desempeño a las normas legales y reglamentarias que la regulan.


El mismo procedimiento se podrá aplicar para las autorizaciones o permisos de empresas cuyas actividades cumplan las condiciones señaladas en este número, atendida la envergadura del solicitante, de conformidad a lo que se establezca reglamentariamente.

ARTÍCULO NOVENO.-  Rol de Consumidoras. Establécese la protección a las micro y pequeñas empresas en rol de consumidoras, en los términos que siguen:

1) Ámbito de Aplicación. El presente artículo tiene por objeto normar las relaciones entre micro y pequeñas empresas y sus proveedores, establecer las infracciones en perjuicio de aquellas y señalar el procedimiento aplicable en la materia.

Para los efectos de esta ley se entenderá por proveedores las personas naturales o jurídicas que, definidas de acuerdo con el artículo 1° de la ley N° 19.496, desarrollen las actividades allí señaladas respecto de micro y pequeñas empresas y, a la vez, respecto de consumidores como destinatarios finales de bienes y servicios.

2) Normas Aplicables. Serán aplicables a los actos y contratos celebrados entre micro o pequeñas empresas y sus proveedores, las normas establecidas en favor de los consumidores por la ley N ° 19.496 en los párrafos 1°, 3°, 4° y 5° del Título II, y en los párrafos 1°, 2°, 3° y 4° del Título III. En ningún caso serán aplicables las normas relativas al rol del Servicio Nacional del Consumidor.

3) Sanciones. Las infracciones a lo dispuesto en esta ley serán sancionadas con arreglo al artículo 24 de la ley N° 19.496.

4) Juez Competente. Será competente para conocer de las controversias que suscite la aplicación de las normas del presente articulo, el juez de policía local del lugar en que se haya producido la infracción, celebrado el acto o contrato, o en que se encuentre domiciliada la micro o pequeña empresa, a elección del representante legal de ésta.


5) Procedimiento Aplicable. Las acciones que surjan por aplicación de este artículo, incluida la acción civil que se deduzca para la indemnización de los daños causados, se tramitarán de acuerdo a lo dispuesto en las normas del párrafo 1° del Título IV de la ley N ° 19.496.


6) Deber de Profesionalidad. Si las infracciones a lo dispuesto en este artículo se refieren a la adquisición o contratación de bienes o servicios que se relacionan directamente con el giro principal de la micro o pequeña empresa, el tribunal deberá considerar en la aplicación de la multa que proceda, que el deber de profesionalidad de la micro o pequeña empresa es equivalente al del proveedor que cometió la infracción.


7) Prevención. Las normas de esta ley en ningún caso restringen o disminuyen la responsabilidad que las micro y pequeñas empresas tengan como proveedores profesionales en sus relaciones con consumidores finales de bienes y servicios.


8) Cláusulas abusivas por vincular el contrato a la voluntad de la empresa de mayor tamaño. Las cláusulas que vinculen cualquier aspecto del contrato a la voluntad del empresario de mayor tamaño serán abusivas y, en especial las cláusulas que reserven al empresario que contrata con la micro, pequeña y mediana empresa un plazo excesivamente largo o insuficientemente determinado para satisfacer la prestación debida.


Para estos efectos se entiende por empresa de mayor tamaño aquella no comprendida en la clasificación del artículo 2º de esta ley. Se entenderá como un plazo excesivamente largo aquel que comprende un lapso superior a treinta días.

ARTÍCULO DÉCIMO.- Acuerdos de Producción Limpia. Establécese el siguiente marco normativo para los Acuerdos de Producción Limpia:

“Artículo 1º. Finalidad de los Acuerdos de Producción Limpia. La producción limpia es una estrategia de gestión productiva y ambiental, aplicada a las actividades productivas, con el objeto de incrementar la eficiencia, la productividad, reducir los riesgos y minimizar los impactos para el ser humano y el medio ambiente.


Los Acuerdos de Producción Limpia tienen por finalidad contribuir al desarrollo sustentable de las empresas a través de la definición de metas y acciones específicas de carácter voluntario, no exigidas por el ordenamiento jurídico en materias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, uso eficiente de la energía y de fomento productivo.

Artículo 2º. Concepto. Para efectos de la esta ley, se entenderá por Acuerdo de Producción Limpia el convenio celebrado entre un sector empresarial, empresa o empresas y él o los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, uso de la energía y de fomento productivo, cuyo objetivo es aplicar la producción limpia a través de metas y acciones específicas. 

Los Acuerdos de Producción Limpia considerarán las siguientes etapas: diagnóstico general; propuesta del Acuerdo; adhesión; implementación y evaluación final de cumplimiento. Un reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, definirá los elementos de cada una de estas etapas.

Artículo 3º. Partes que suscriben el Acuerdo. Estos convenios podrán suscribirse voluntariamente entre los órganos de la Administración del Estado que tengan competencias en materias ambientales, sanitarias, de higiene o seguridad laboral, uso de la energía y de fomento productivo, por una parte, y las empresas, ya sea individual o colectivamente, y con las asociaciones gremiales u otras entidades sectoriales o multisectoriales de dichas empresas, si éstas existieren, por la otra parte.


En ningún caso estos acuerdos podrán contener la renuncia al ejercicio de potestades públicas por parte de los organismos públicos que los suscriban.

Artículo 4º. Reglamento. Los Acuerdos de Producción Limpia se regirán por las normas de la esta ley y por los términos pactados voluntariamente que se establezcan en el respectivo Acuerdo. 


El reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará, además, los requisitos, características, clasificación, condiciones, efectos, informes de cumplimiento basados en auditorias y las etapas de desarrollo de los Acuerdos de Producción Limpia, incluyendo las de información y consulta pública.

Artículo 5º. Eximir el cumplimiento de nuevas exigencias. Los órganos públicos que tengan la facultad de dictar actos administrativos relativos a las materias contenidas en los Acuerdos de Producción Limpia podrán eximir del cumplimiento de nuevas exigencias a las empresas que hayan suscrito este tipo de acuerdos por un plazo determinado, sujetas a condiciones que no importen discriminaciones entre empresas suscriptoras de los mismos, en la medida que desarrollen actividades similares en cuanto al giro principal, zonas en que se encuentren ubicadas u otros criterios distintivos establecidos en la ley, y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a.- La nueva normativa, dictada durante la vigencia del Acuerdo de Producción Limpia, aborde exactamente alguna o algunas de las materias contenidas en el Acuerdo de Producción Limpia. Sólo respecto de estas materias regirá la liberación del cumplimiento de las nuevas exigencias; 


b.- Las metas, acciones y compromisos contenidos en el Acuerdo respectivo se cumplan en los plazos fijados en el mismo acuerdo, y


c.- Que la nueva normativa no se haya dictado para facilitar la aplicación de una ley dictada con posterioridad al acuerdo.

Artículo 6º. Incumplimiento del Acuerdo de Producción Limpia. El incumplimiento de las disposiciones contenidas en el Acuerdo de Producción Limpia que no sean exigibles de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente, se sujetarán exclusivamente a los efectos derivados del incumplimiento previsto en el respectivo acuerdo.

Artículo 7º. Reducciones voluntarias de emisiones. Al momento de elaborarse un plan de prevención y/o descontaminación, la autoridad competente deberá considerar las reducciones de emisiones de carácter voluntario, que en forma anticipada o por sobre la norma de emisión vigente al dictarse el plan, hayan realizado determinadas fuentes en el marco de un Acuerdo de Producción Limpia, salvaguardando siempre el cumplimiento de las metas fijadas por el respectivo plan de prevención y/o descontaminación. 


Lo anterior, sin perjuicio de otras medidas de incentivo que puedan establecerse en dicho plan, que deberá indicar el tratamiento de las emisiones, la forma y modalidad de su reconocimiento.

Artículo 8º. Programas de Promoción. Además de las metas y acciones específicas de carácter voluntario no exigidas por el ordenamiento jurídico, los Acuerdos de Producción Limpia podrán contemplar programas de promoción del cumplimiento de la normativa en dichas materias, sólo para las Empresas de Menor Tamaño, y que se encuentren en incumplimiento parcial de las exigencias establecidas en las normas.


Para efectos de esta ley, se entenderá por programa de promoción del cumplimiento el plan de acciones y metas, para que en el marco de un Acuerdo de Producción Limpia y dentro de un plazo fijado por los órganos de la Administración del Estado competentes, las empresas cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental, sanitaria y de higiene y seguridad laboral que se indique.


Durante la implementación del acuerdo se identificarán las Empresas de Menor Tamaño que formarán parte del programa de promoción del cumplimiento, para lo cual, el organismo fiscalizador competente emitirá las resoluciones y dictará las instrucciones que estimen necesarias para la formalización de dichos programas, con indicación expresa del plazo dentro del cual deberán dar cumplimiento al mismo, plazo que deberá dar cuenta el Acuerdo de Producción Limpia.

Los organismos públicos competentes en las materias específicas, velarán por el cumplimiento del programa de promoción del cumplimiento de la normativa.

En caso de incumplimiento de este programa, los órganos fiscalizadores competentes en la materia podrán aplicar las sanciones que correspondan a la infracción de dichas normas, de conformidad con sus respectivos procedimientos sancionatorios, aplicándose el doble de la multa correspondiente a la empresa por dicho incumplimiento.

Artículo 9°. Consejo Nacional de Producción Limpia. Corresponde al Consejo Nacional de Producción Limpia de la Corporación de Fomento de la Producción realizar las actividades de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado y las empresas o entidades del sector privado que correspondan, en cualesquiera de las etapas de elaboración de los Acuerdos de Producción Limpia.


Asimismo, emitirá las certificaciones de cumplimiento que sean necesarias durante el tiempo de ejecución del respectivo acuerdo, como en su evaluación final. Las empresas que no cumplan las acciones y metas de tipo voluntario, referidas a materias no contenidas en normas obligatorias al momento de suscribir un Acuerdo de Producción Limpia, no podrán optar al certificado de cumplimiento de dichos acuerdos. Lo mismo se aplicará en caso que no se cumpla con el programa de promoción de cumplimiento.


El Consejo tendrá a su cargo los registros que sean necesarios para la correcta aplicación de este artículo, en particular el de los auditores de evaluación de cumplimiento de los Acuerdos de Producción Limpia, de conformidad a lo establecido en el Sistema Nacional de Normalización Técnica. Sin perjuicio de lo anterior, este Consejo podrá desarrollar otro tipo de acciones tendientes a fomentar la producción limpia, en los términos señalados por el reglamento.

El Consejo estará integrado por órganos públicos con competencias ambientales, sanitarias y de fomento productivo, así como por representantes del sector privado, de conformidad a lo señalado en el reglamento dictado por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y Secretario General de la Presidencia.”.
ARTÍCULO UNDÉCIMO.-
De los Asesores Económicos de Insolvencias y sus Actos. Establécese el siguiente sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis:

Título Primero

Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Ámbito de Aplicación. Las normas de la esta ley rigen exclusivamente para las personas naturales o jurídicas, cuyas rentas tributen en primera categoría y que entren en alguno de los supuestos del ARTÍCULO SEGUNDO de esta ley o de aquéllos que, conforme a la fórmula diseñada por el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, sean susceptibles de ser consideradas como pequeñas o microempresas.


En todo caso, siempre podrán acogerse a estas normas, aquellas personas cuyas ventas durante los doce meses anteriores no excedan la cantidad equivalente en moneda nacional a 25.000 unidades de fomento, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y del impuesto específico que pudiere gravar dichas ventas.


Para el cálculo del monto total de las ventas se estará a la proporción de dicho valor en los meses que corresponda, si ellos fueren menos de doce meses.

Artículo 2°.- Estado de Insolvencia. Para los efectos de esta ley, se entiende que las personas naturales o jurídicas señaladas en el artículo 1°, se encuentran en estado de insolvencia cuando cesan en el pago de una o más de sus obligaciones para con cualquier persona natural o jurídica.

Si la persona a la cual se le aplica esta ley estimare fundadamente que dentro de los tres meses siguientes pudiese encontrarse en estado de insolvencia, podrá someterse voluntariamente a los procedimientos que se establecen en los artículos siguientes, opción que se considerará irrevocable para todos los efectos legales, en cuyo caso se suspenderá el inicio del cómputo del plazo previsto en el artículo 41 de la ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio, reiniciándose al vencimiento del plazo que se determine de acuerdo al artículo 20 de esta ley.

Título Segundo

De los Asesores Económicos de Insolvencias

Artículo 3°.- De los Asesores Económicos de Insolvencias y sus Funciones. La función del asesor económico de insolvencias en adelante e indistintamente, el “asesor”, será la de otorgar el certificado regulado en el artículo 17 de esta ley y llevar a cabo un estudio sobre la situación económica, financiera y contable del deudor.


El asesor cumplirá dichas funciones previo requerimiento de las personas definidas en el artículo 1° de esta ley, las que deben encontrarse en alguno de los supuestos contenido en el artículo precedente.
Artículo 4°.- Requisitos para ser Asesor Económico de Insolvencias. Pueden ser asesores económicos de insolvencias las personas naturales y las sociedades de personas, cuyo único objeto esté constituido por la actividad de asesoría económica de insolvencias, conforme a esta ley.

En el caso de las personas naturales, el asesor deberá cumplir con las exigencias que el artículo 16, inciso primero, del Libro IV del Código de Comercio, establece para los síndicos.


Los postulantes a asesor, que no fueren síndicos, deberán aprobar el examen de conocimientos ante la Superintendencia de Quiebras, en adelante la “Superintendencia”, a que se refiere el inciso anterior, el que a lo menos deberá ser convocado dos veces en cada año calendario. Los exámenes contemplarán exigencias comunes para todos los postulantes que lo rindan conjuntamente en cada oportunidad. El Superintendente deberá señalar en cada oportunidad y con la debida anticipación las materias que incluirán en los exámenes.

En el caso de las sociedades de personas, sólo el representante legal podrá actuar como asesor.


Para ejercer el cargo de asesor, el interesado deberá encontrarse inscrito en el Registro de Asesores Económicos de Insolvencias que deberá mantener actualizado la Superintendencia de Quiebras.

Los asesores registrados, que no hayan tenido actividad de asesoría económica de insolvencias en un período de tres años, deberán rendir nuevamente el examen exigido por esta ley.

Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda, de Justicia y de Economía, Fomento y Reconstrucción, complementará la regulación sobre el sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis.

Entre otros aspectos, este texto deberá indicar las formalidades del Registro de Asesores Económicos, los mecanismos que se utilizarán para que dicho Registro se mantenga actualizado y los sistemas de comunicación complementarios al sitio de dominio electrónico de la Superintendencia que se consideren necesarios para informar directamente a quienes se encuentren bajo la asesoría económica de insolvencia de un registrado que sea excluido del registro o haya renunciado.

Artículo 6°.- Prohibiciones. No podrán ser asesores económicos de insolvencias las personas que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 17 de la ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio.
Artículo 7°.- Causales de Exclusión. La Superintendencia excluirá a los asesores del registro, en los siguientes casos:


a) Por haber intervenido en forma directa o indirecta en el año anterior a la emisión de un certificado o intervenir en el siguiente año contado desde dicho acto, a cualquier título, en las actividades o negocios del deudor que hubiere requerido de sus servicios, salvo aquellas derivadas de las funciones propias a su cargo;


b) Por adquirir para sí, en forma directa o indirecta o para terceros, cualquier clase de bienes pertenecientes a la persona natural o jurídica que hubiere formulado el requerimiento de que trata el artículo 12 de esta ley; 


c) Por proporcionar u obtener cualquier ventaja en las actividades que ejecute y en que intervenga como asesor;


d) Por reprobar el examen a que se refiere el inciso final del artículo 4°;


e) Por infracciones reiteradas que en su conjunto constituyan una conducta grave, o por infracción grave a las disposiciones legales o reglamentarias o a las instrucciones que imparta la Superintendencia en uso de sus atribuciones. Se deberá dar debida publicidad a la exclusión del registro basadas en esta causal;


f) Por incurrir en las causales 2, 7 o 9, reguladas en el artículo 22 de la ley de Quiebras, en el Libro IV del Código de Comercio, y
g) Por muerte.

Artículo 8°.- Procedimiento de Reclamo a la Exclusión. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, el asesor afectado por alguna causal de exclusión o por instrucciones particulares que le hubiere impartido la Superintendencia, podrá reclamar de ellas dentro del plazo de cinco días a contar de la fecha en que sea notificada la respectiva resolución administrativa, ante el juez de letras que corresponda a su respectivo domicilio. El juicio de reclamación se tramitará en conformidad a las normas del procedimiento sumario.

En cualquier caso, el asesor excluido del registro, deberá de inmediato y sin más trámite entregar al titular que corresponda todos los antecedentes que le haya aportado para su asesoría. En caso de incumplimiento de esta obligación, la Superintendencia, a requerimiento del interesado, podrá requerir su cumplimiento bajo el apercibimiento señalado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, caso en el cual las multas establecidas en dicha disposición podrán alcanzar hasta 60 unidades de fomento.

La Superintendencia dará a conocer inmediatamente al deudor el listado de asesores disponibles para efectos de la nueva designación, la que en todo caso deberá efectuarse por el deudor dentro de los diez días siguientes al requerimiento de la Superintendencia. Transcurrido este plazo sin que se haya materializado la designación, se revocará el certificado y cesarán automáticamente sus efectos.

Artículo 9°.- Renuncia. El asesor económico de insolvencias que renuncie deberá dar estricto cumplimiento a las obligaciones asumidas hasta el término de las mismas, sujetándose a la fiscalización de la Superintendencia hasta que finalicen las asesorías en curso, cesando sus responsabilidades como asesor sólo después que la Superintendencia haya aprobado tales asesorías, sin perjuicio que, desde la renuncia, se comunique tal circunstancia en el registro respectivo según las formalidades que establezca la Superintendencia en normas de carácter general.


La renuncia deberá ser notificada al deudor y acreedores involucrados mediante carta certificada.

Artículo 10.- Garantía de Fiel Cumplimiento. Todo asesor deberá mantener una garantía de fiel desempeño de su actividad depositada en la Superintendencia, cuya naturaleza y monto deberá ser fijada por dicho organismo mediante resolución, las cuales deberán ser publicadas en el Diario Oficial para su entrada en vigor. Dicha garantía deberá permanecer vigente mientras el asesor se encuentre inscrito como tal en el referido organismo.
Artículo 11.- Inhabilidades. Son inhábiles para actuar como asesor el cónyuge y los parientes del deudor por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive. Asimismo, son inhábiles quienes en los últimos cinco años, contados desde la fecha del requerimiento hubieren realizado cualquier tipo de negocios o actos jurídicos con el deudor sin distinguir su clase o naturaleza, sea en forma directa o indirecta, a menos que estos sean de común y circunstancial ocurrencia, o con alguno de los socios, dependientes o terceros con relaciones pecuniarias de la sociedad de personas que desempeña la función de asesoría económica de insolvencias.


El asesor no podrá actuar directa o indirectamente en gestiones:


a) Que se encuentren a cargo de otro asesor económico de insolvencias en calidad de tal;


b) En los casos en que tengan o hayan tenido interés él, su cónyuge o sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive, en los últimos cuatro años, y


c) Si el deudor ha tenido relaciones de negocios con el asesor, su cónyuge o sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive dentro de los últimos cuatro años.


El acreedor que tuviere relaciones de cualquier clase con el asesor o con alguno de los socios, dependientes o terceros con relaciones pecuniarias de la sociedad de personas que desempeña la función de asesoría económica de insolvencias o de la persona jurídica del acreedor, deberá así declararlo a los demás acreedores con el fin de que cualquiera de éstos puedan requerir la inhabilidad inmediata del asesor.

Si cualquiera de los sujetos mencionados en el inciso anterior, omiten declarar sobre la existencia de esas relaciones, dará lugar a las indemnizaciones que en cada caso procedan por el perjuicio derivado de dicha omisión.


Las inhabilidades señaladas en el presente artículo, cuando afecten a los socios de la sociedad asesora económica, se extenderán a esta última.

Artículo 12.- Sanción al Concierto. El asesor persona natural o los socios de la sociedad que actúen en calidad de asesor, y que se concertaren con el deudor o con cualquier acreedor actual o pasado o con un tercero para proporcionar alguna ventaja indebida para sí o para las personas antes indicadas, será penado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, salvo que cualquiera de los actos delictuosos que hubiere cometido en el desempeño de su cargo tuviere asignada mayor pena, pues entonces se aplicará ésta. Será, además, castigado con inhabilidad especial perpetua para ejercer el cargo de asesor económico de insolvencias o de síndico.

Artículo 13.- Responsabilidad del Asesor Económico de Insolvencias. El asesor responderá de culpa levísima. Su responsabilidad será perseguida con arreglo a las normas del procedimiento sumario.

Artículo 14.- Incompatibilidad. El que hubiese ejercido la función de asesor económico de insolvencias para un deudor, no podrá desempeñarse como síndico respecto de la quiebra que posteriormente se declare respecto del mismo deudor. La infracción a esta disposición será la exclusión del registro de síndicos.

Artículo 15.- Funciones de la Superintendencia de Quiebras. En conformidad al número 14 del artículo 8° de la ley N° 18.175, la Superintendencia tendrá, además, las siguientes funciones:


1.- Llevar un registro de asesores, que deberá ser público y de acceso gratuito, y regular su inscripción en el mismo mediante resolución; 


2. -Fiscalizar las actuaciones de los asesores en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, pudiendo interpretar administrativamente las leyes y reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que correspondan a los tribunales competentes. Mediante normas de carácter general, la Superintendencia deberá establecer la forma en la cual podrá ejecutar su labor de fiscalización a los asesores y los documentos que deben ser guardados, por los plazos y forma en que lo indique;


3. - Aplicar a los asesores las sanciones indicadas en el número 5 del artículo 8° de la ley N° 18.175, quienes tendrán los derechos que en dicha norma se conceden a los síndicos;


4. - Llevar un registro público de los certificados a que se refiere el artículo 17° de esta ley y otorgar las certificaciones que se le soliciten relativas a la emisión y caducidad de dichos certificados, los que se ajustarán a las formalidades que establezca la Superintendencia mediante resolución, y


5.- Recibir las denuncias que los acreedores, los deudores o terceros interesados formulen en contra del desempeño de los asesores y en caso que sea procedente poner en conocimiento del Ministerio Público a la mayor brevedad las irregularidades de carácter penal de que pueda tomar conocimiento. En caso que las denuncias no tengan carácter criminal, pondrá sus conclusiones en un informe dirigido al denunciante y señalará si impuso sanciones al respectivo asesor.

Título Tercero

Del Procedimiento


Artículo 16.- Presentación del Requerimiento al Asesor. La persona que se encuentre en cualquiera de los casos descritos en el artículo 2°, deberá presentar al asesor que elija un requerimiento acompañado de uno o más antecedentes que acrediten haber cesado en el pago de al menos una de sus obligaciones o de la declaración fundada de que estima encontrarse en la situación del segundo inciso del mismo artículo. Si se tratare de una persona jurídica acompañará los antecedentes legales de su constitución, de las modificaciones que se hubieren efectuado a sus estatutos y de los poderes o mandatos vigentes. También deberá señalarse el número de trabajadores que laboran para el deudor.


El monto de las ventas, se podrá acreditar con cualesquiera de los siguientes antecedentes: libros de compras y ventas, facturas y boletas emitidas, sea que se encuentren pagadas o pendientes de pago, declaraciones del impuesto al valor agregado, declaraciones de rentas u otros documentos probatorios que consten por escrito o en forma electrónica.


Artículo 17.- Emisión del Certificado. Recibido que sea por el asesor el requerimiento de un deudor, acompañado de los antecedentes que indica el artículo 16, deberá aceptar la nominación formalmente y comunicarle este hecho a la Superintendencia. Acto seguido, verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder a este procedimiento, luego de lo cual y en caso que sea procedente, deberá otorgar un certificado bajo su firma, en el que se indicará quién es el requirente, rut, domicilio y giro o actividad. En el mismo acto de emisión del certificado, el asesor deberá abrir un expediente que dé cuenta del requerimiento y del certificado emitido y, además, comunicar la expedición del certificado a la Superintendencia para su validación, a partir de la cual surtirán todos los efectos descritos en el artículo siguiente para el certificado.


La denegación del certificado deberá ser fundada y sólo procederá en caso que no se presente al asesor los antecedentes requeridos por esta ley para su emisión, o no se corrijan o complementen a requerimiento del señalado asesor.


El expediente tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de público.


La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general con el objeto de facilitar la aplicación de la presente disposición.

Artículo 18.- Efectos del Certificado. El certificado expedido conforme a lo dispuesto en esta ley validado por la Superintendencia y hecho valer de conformidad al artículo 19 en los procesos judiciales, o siendo presentado ante los órganos de la Administración del Estado, permitirá al deudor que el órgano judicial o administrativo respectivo declare la suspensión de:

a) Los apremios de cualquier clase que provengan del incumplimiento de obligaciones pecuniarias, con excepción de aquellos vinculados a remuneraciones y cotizaciones de seguridad social, adquiridas en el desempeño de las actividades empresariales;

b) Los actos que sean consecuencia directa del protesto de documentos mercantiles del requirente del certificado;

c) Los actos judiciales que impliquen embargos, medidas precautorias de cualquier clase, restituciones en juicios de arrendamiento y solicitudes de quiebra;

d) Los procedimientos o juicios de carácter tributario, y

e) Cualquier otra medida de carácter administrativo o judicial, incluso ante juzgados de policía local, que sea procedente proseguir en contra de la persona natural o jurídica a cuyo nombre se hubiere emitido el certificado, con motivo de alguna obligación relativa al giro del deudor.

Con todo, el tribunal respetivo y el órgano administrativo en los casos que correspondiere, no podrá suspender los procedimientos derivados del ejercicio de acciones constitucionales, los derivados de delitos cometidos por la o las personas que fueren el mismo empresario individual o socios o accionistas de la persona jurídica o sus representantes, los derivados del ejercicio de los derechos colectivos del trabajo o del incumplimiento de las normas de higiene y seguridad en materia laboral, los derivados de sus obligaciones de familia y cualquiera que implique una infracción normativa.


Emitido que sea el certificado, el beneficiario no podrá gravar ni enajenar los bienes que a esa fecha formen parte del activo fijo de su patrimonio.

Artículo 19.- Presentación del Certificado. Para que el certificado produzca sus efectos, el deudor deberá presentar al órgano competente una copia del mismo, autorizada por la Superintendencia, según las formalidades que ella establezca, mediante normas de carácter general. 


Si la presentación del certificado es ante un tribunal de justicia, deberá hacerse por intermedio de abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y se tramitará según las reglas de las excepciones dilatorias, previstas en el Título VI del Libro II del Código de Procedimiento Civil, salvo lo dispuesto en el artículo 307, tramitándose en consecuencia en el cuaderno principal, y la resolución que las deseche será apelable. 


En aquellos procedimientos judiciales en los cuales ya hubiese transcurrido el término de emplazamiento, el juez de la causa suspenderá el procedimiento si el deudor ejerce el beneficio según lo dispuesto en el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil, entendiéndose fundada la suspensión con la copia autorizada por la Superintendencia del certificado respectivo.

Artículo 20.- Período de Suspensión. La suspensión a que se refiere el artículo anterior durará por el plazo que fije el asesor, pero en ningún caso más de noventa días corridos contados desde la fecha de emisión del certificado y no podrá ser objeto de prórroga alguna.


Los plazos de obligaciones de naturaleza patrimonial, relacionados con los asuntos previstos en el primer inciso del artículo anterior, y todos los contenidos en el Código del Trabajo, que estuvieren corriendo y los que debieran iniciarse durante el período de suspensión, continuarán corriendo o se iniciarán, según sea el caso, a partir del día inmediatamente siguiente a la extinción del período de suspensión, que fuere hábil o corrido dependiendo de la naturaleza del plazo. Igual norma se aplicará a los plazos legales, judiciales o administrativos.


El período de suspensión se descontará íntegramente respecto de la prosecución de los juicios que estuvieren en tramitación, a los efectos de considerar un eventual abandono de procedimiento. Los plazos de prescripción que estuvieren corriendo se suspenderán durante el período señalado.


Artículo 21.- Prohibición de Impetrar el Beneficio. La persona que se haya acogido a los beneficios de esta ley no podrá impetrar nuevamente la extensión de un nuevo certificado, sin que haya mediado a lo menos cinco años contados desde la fecha del certificado inmediatamente anterior.


Artículo 22.- Resultado del Estudio Económico. Durante el período de suspensión indicado en el artículo 20, el asesor deberá llevar a cabo un estudio de la situación económica, financiera y contable del deudor, en el cual se establezca la naturaleza y monto de sus obligaciones tanto vencidas como por vencer cualquiera sea el plazo, condición o modo de las mismas, los activos que posee y si éstos son de su dominio y los gravámenes, modos o condiciones a que están sujetos.


El estudio también deberá señalar el giro de los negocios del deudor, las causas que originaron el incumplimiento de las obligaciones y las perspectivas de su actividad en orden a la posibilidad de cumplir razonablemente con sus obligaciones y si ese no fuere el caso deberá señalarlo circunstanciadamente. 


Cualquiera de los acreedores podrá solicitar una copia del estudio al asesor una vez terminado el plazo de suspensión y será obligación de éste proceder a su entrega sin más trámite y sin costo para el solicitante. El asesor dejará constancia de dicho acto en el expediente respectivo. Igualmente, el asesor enviará una copia a la Superintendencia.


El asesor, actuando de consuno, con el deudor podrá efectuar las gestiones que estime pertinentes ante organismos públicos o privados, con el objeto de obtener recursos o asistencia técnica a los fines de llevar a cabo una reorganización de la empresa o establecimiento del deudor y superar su estado.


Artículo 23.- Citación y Notificación de los Acreedores. Durante el período de suspensión, el asesor deberá citar a los acreedores y al deudor a una o más reuniones que se llevarán a cabo con los que asistan, en la o las cuales deberá exponer la situación del deudor y sugerirá las medidas que serían necesarias para resolver las dificultades que motivaron el requerimiento de asesor. Asimismo, podrá, con la anuencia del deudor, proponer a los acreedores el inicio de un convenio.


La citación a la reunión de acreedores se efectuará por cualquier medio legítimo, con el fin de contar con la presencia del mayor número posible de ellos. Se dejará constancia en el expediente de las citaciones y de la forma en que fueron efectuadas. El asesor podrá efectuar reuniones con los acreedores sea en forma individual o colectiva, sea en conjunto con el deudor o en forma separada, todas las veces que lo considere conveniente.


Artículo 24.- Proposiciones y Acuerdos. Las proposiciones del asesor no serán obligatorias para el deudor ni para los acreedores, quienes podrán acordar lo que estimen conveniente a sus respectivos intereses.


Los acuerdos pueden constar en uno o más instrumentos firmados por las partes y el asesor, los que deben ser protocolizados en una notaría del domicilio del deudor dentro del plazo de la suspensión, de lo contrario no producirán ningún efecto legal. Los acuerdos sólo obligan a las partes que los suscriban, las que no podrán sustraerse de las normas legales vigentes. Cualquiera de los acreedores tendrá derecho irrestricto a conocer los acuerdos a que su deudor hubiere llegado con otros acreedores, pudiendo al efecto solicitar al asesor toda la información que sobre dicho particular estime conveniente. Sin perjuicio de lo anterior, de cada uno de los acuerdos adoptados se remitirá copia simple a los acreedores que no hayan participado de él.


Si el deudor hace abandono de bienes a sus acreedores para el pago de sus obligaciones, queda liberado de las que tenga para con los concurrentes al acto y siempre que hayan sido declaradas en el acto del abandono, las que se entienden integralmente extinguidas. El acuerdo debe indicar la o las personas legitimadas para enajenar los bienes y distribuir el producido entre los acreedores, lo que no podrá llevarse a efecto sino una vez extinguido el plazo de diez días que se indica a continuación.


Los acreedores cuyos créditos figuren en la declaración de deudas formulada por el deudor y que no hayan suscrito el acuerdo podrán adherir a él dentro de los diez días corridos siguientes a la extinción del plazo de suspensión. La adhesión deberá constar en documento protocolizado dentro de esos diez días en la misma notaría en la cual se protocolizó el acuerdo de abandono de bienes.


La declaración falsa que formule el deudor acerca de sus acreedores, del monto de las obligaciones o la naturaleza de las mismas, o acerca de la propiedad de los bienes abandonados, será penada en la forma prescrita en el artículo 229 del Libro IV del Código de Comercio y para esos efectos el deudor será considerado como fallido.


Las obligaciones comprendidas en el acuerdo de abandono de bienes deberán ser eliminadas de los registros o bancos de datos personales a que se refiere la ley N° 19.628, a cuyo efecto el deudor deberá presentar copia autorizada del acuerdo a la entidad titular del registro.


Artículo 25.- Extinción de los Efectos del Certificado. Vencido el plazo de la suspensión los acreedores y el deudor podrán ejercer sus derechos libremente, respetando los acuerdos que hubieren suscrito durante la vigencia del referido plazo.


En caso de quiebra del mismo deudor o que éste proponga o sea obligado a proponer un convenio preventivo, los acreedores sujetos a los acuerdos concurrirán con los demás acreedores por la parte de su crédito original que sea proporcional al saldo incumplido del acuerdo. Los créditos de los acreedores sujetos a los acuerdos señalados, serán exigibles para los efectos de que puedan intervenir en dichos procedimientos.


Artículo 26.- Remuneración del asesor. La remuneración del asesor será fijada de común acuerdo entre el solicitante y éste último. En caso de quiebra del solicitante, la remuneración pactada se considerará, hasta un máximo del equivalente a cien unidades de fomento, como un gasto en que se ha debido incurrir para poner a disposición de la masa los bienes del fallido, y en consecuencia tendrá la preferencia establecida en el artículo 2.472 N° 4 del Código Civil. En todo caso, la remuneración pactada no podrá exceder del 2% del total del activo de la quiebra.

En caso de quiebra del deudor, el Fisco pagará a través de la Tesorería General de la República, hasta 75 unidades de fomento de la remuneración considerada como gasto y se subrogará por el solo ministerio de la ley en los valores pagados. Será responsabilidad legal del respectivo síndico, cuando corresponda, efectuar la verificación del crédito asumiendo de pleno derecho la representación del Fisco, de todo lo cual informará detalladamente a la Superintendencia.


Artículo 27.- Aviso Municipal de Término de Actividades. El Servicio de Impuestos Internos deberá informar a los municipios, cada 30 de junio, el término del giro de actividades sujetas a patente municipal. Sin perjuicio de ello, cada contribuyente deberá entregar dicha información al municipio que corresponda.”.
ARTÍCULO DUODÉCIMO.-  Modificaciones. Modifícanse las disposiciones que a continuación se indican:

1) En el Libro IV del Código de Comercio:

a) Sustitúyese en su artículo 109, el guarismo “1.000” por “2.000”.

b) Agrégase en su artículo 240 el siguiente inciso, nuevo: 


“A todos los deudores comprendidos en el artículo primero de la ley sobre el “sistema voluntario de reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis” se les aplicará lo dispuesto en este artículo aunque se encuentren comprendidos en el artículo 41 y el plazo de la rehabilitación será de seis meses contados desde que se hubiere declarado la quiebra.”.

2) En el artículo 26 del decreto ley N° 3.063, de 1979: 


a) Trasládase su inciso tercero como inciso quinto.


b) Elimínase en su inciso tercero, que pasa a ser quinto, la expresión inicial “Sin embargo,”, de manera que éste comience con la expresión “Las municipalidades”.


c) Agrégase, a continuación de su inciso quinto, nuevo, los siguientes incisos:


“Las municipalidades podrán otorgar patente provisoria a las empresas que lo soliciten por primera vez, cuyo capital inicial declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento, que acrediten el cumplimiento de los requisitos sanitarios mediante permisos provisorios entregados por la autoridad sanitaria, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos de emplazamiento.

En los casos del inciso anterior, las municipalidades podrán, de modo general, eximir del pago de las patentes provisorias u otorgar plazo para el pago de las mismas, de hasta doce cuotas mensuales reajustables. La exención corresponderá al año que dure la patente provisoria.”. 

3) En el Código del Trabajo:

a) Intercálase a continuación de su artículo 476, el siguiente artículo 476 bis, nuevo:

“Artículo 476 bis.- Para los efectos de este Código y sus leyes complementarias, los empleadores se clasificarán en micro, pequeña, mediana y gran empresa, en función del número de trabajadores.

Se entenderá por micro empresa aquélla que tuviere contratados de 1 a 9 trabajadores, pequeña empresa aquélla que tuviere contratados de 10 a 49 trabajadores, mediana empresa aquélla que tuviere contratados de 50 a 199 trabajadores y gran empresa aquélla que tuviere contratados 200 trabajadores o más.”.

b) Sustitúyese el artículo 477 por el siguiente:

“Artículo 477.-  Las infracciones a este Código y sus leyes complementarias, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes, según la gravedad de la infracción.

 
Para la micro empresa y la pequeña empresa, la sanción ascenderá de 1 a 10 unidades tributarias mensuales.


Tratándose de medianas empresas, la sanción ascenderá de 2 a 40 unidades tributarias mensuales.


Asimismo, para la gran empresa, la sanción ascenderá de 10 a 90 unidades tributarias mensuales.


En el caso de las multas especiales que establece este Código, su rango se podrá duplicar y triplicar si se dan las condiciones establecidas en los incisos tercero y cuarto de este artículo.


La infracción a las normas sobre fuero sindical se sancionarán con multa de 14 a 70 unidades tributarias mensuales.”.

c) Intercálanse, a continuación del artículo 477, los siguientes artículos 477 bis y artículo 477 ter, nuevos:

“Artículo 477 bis.- El inspector del trabajo que constate en una micro o pequeña empresa una infracción legal o reglamentaria que no ponga en riesgo inminente la seguridad o la salud de los trabajadores podrá conceder un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas.

Artículo 477 ter.-Tratándose de micro y pequeñas empresas, y en los casos en que el afectado no hubiere recurrido de conformidad a los artículos 474 y 481 de este Código, el inspector del trabajo respectivo autorizará, a solicitud del sancionado, y sólo por una vez en el año respecto de la misma infracción, la sustitución de la multa impuesta por alguna de las modalidades siguientes:

1. Si la multa impuesta es por infracción a normas de higiene y seguridad, por la incorporación en un programa de asistencia al cumplimiento, en el que se acredite la corrección de la o las infracciones que dieron origen a la sanción y la puesta en marcha de un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. Dicho programa deberá implementarse con la asistencia técnica del organismo administrador de la ley Nº 16.744, al que se encuentre afiliada o adherida la empresa infractora y deberá ser presentado para su aprobación por la Dirección del Trabajo, debiendo mantenerse permanentemente a su disposición en los lugares de trabajo. La presente disposición será igualmente aplicada por la autoridad sanitaria que corresponda, en aquellos casos en que sea ésta quien aplique la sanción;

2. En el caso de multas no comprendidas en el número anterior, y previa acreditación de la corrección, de la o las infracciones que dieron origen a la sanción, por la asistencia obligatoria a programas de capacitación dictados por la Dirección del Trabajo, los que tendrán una duración máxima de dos semanas.

La solicitud de sustitución deberá presentarse dentro del plazo de treinta días de notificada la resolución de multa administrativa.

Autorizada la sustitución de la multa de conformidad a lo dispuesto precedentemente, si el empleador no cumpliere con su obligación de incorporarse en un programa de asistencia al cumplimiento o de asistencia a programas de capacitación, según corresponda, en el plazo de 60 días, procederá al aumento de la multa original, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.”.


d) Sustitúyese el artículo 481, por el siguiente:


“Facúltase al Director del Trabajo, en los casos en que el afectado no hubiere recurrido de conformidad al artículo 474 y no hubiere solicitado la sustitución del artículo 477 bis de este Código, para reconsiderar las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia en la forma siguiente:


1. Dejando sin efecto la multa, cuando aparezca de manifiesto que se ha incurrido en un error de hecho al aplicar la sanción;


2. Rebajando la multa, cuando se acredite fehacientemente haber dado íntegro cumplimiento, a las disposiciones legales, convencionales o arbitrales cuya infracción motivó la sanción;


Si dentro de los quince días siguientes de notificada la multa, el empleador corrigiere la infracción, el monto de la multa se rebajará, a lo menos, en un cincuenta por ciento. Tratándose de la micro y pequeña empresa, la multa se rebajará, a lo menos, en un ochenta por ciento.”.


4) En ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:


a) Añádese en su artículo 1 N° 1, el siguiente texto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido: "En ningún caso podrán ser considerados consumidores los que de acuerdo al número siguiente deban entenderse como proveedores.".

b) Reemplázase en el inciso final de su artículo 24, la frase entre comas "el grado de negligencia en que haya incurrido el infractor" por la siguiente, "los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio obtenido con motivo de la infracción.".

c) Agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte de la letra b) de su artículo 53 C, que pasa a ser punto seguido: "La suma de las multas que se apliquen por cada consumidor afectado tomará en consideración en su cálculo los elementos descritos en el artículo 24 y especialmente el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación.".


5) En el artículo 4° de la ley N° 20.169, que regula la competencia desleal, agregánse las siguientes letras h) e i), nuevas:


“h) La imposición por parte de una empresa a un proveedor, de condiciones de contratación para sí, basadas en aquellas ofrecidas por ese mismo proveedor a empresas competidoras de la primera, para efectos de obtener mejores condiciones que éstas; o, la imposición a un proveedor de condiciones de contratación con empresas competidoras de la empresa en cuestión, basadas en aquellas ofrecidas a ésta. A modo de ejemplo, se incluirá bajo esta figura la presión verbal o escrita, que ejerza una empresa a un proveedor de menor tamaño cuyos ingresos dependen significativamente de las compras de aquélla, para obtener un descuento calculado a partir del precio pactado por ese mismo proveedor con algún competidor de la primera empresa.


i) El incumplimiento sistemático de deberes contractuales con los proveedores, para efectos de obtener rebajas artificiales de costos frente a los competidores.”.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Cambio de Denominación. Modificase la denominación dada por el artículo 1° de la ley N° 14.171, del año 1960, a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, la que pasará a denominarse en lo sucesivo “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.
Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción o simplemente “de Economía”, en ambos casos, deberán entenderse referidas a la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño.”. 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Ninguna disposición contenida en esta ley podrá interpretarse en el sentido de dejar sin efecto las normas de la ley N° 19.749, que establece normas para facilitar la creación de micro empresas familiares.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- Increméntase la dotación máxima vigente de personal de la Superintendencia de Quiebras en siete cupos destinados a garantizar el cumplimiento de las nuevas funciones que se le encargan por esta ley.

ARTÍCULO SEGUNDO.- El mayor gasto que represente esta ley, durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público. En los años posteriores se financiará con los recursos que para estos efectos contemple la ley de Presupuestos de cada año para las instituciones respectivas.

ARTICULO TERCERO.- El Reglamento establecido en el ARTICULO CUARTO, deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley.”.

Sala de la Comisión, a 3 de diciembre de 2008.

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 16 de enero; 6 y 13 de marzo; 1 y 17 de abril; 8 y 15 de mayo; 6 de junio; 3, 10 y 31 de julio; 14 y 21 de agosto; 9 y 15 de septiembre; 2, 8, 15 y 29 de octubre; 5 y 12 de noviembre y 3 de diciembre de 2008, con asistencia de las Diputadas Pacheco y Pascal y de los Diputados señores Leal (Presidente), Álvarez-Salamanca, Arenas, Bobadilla, Díaz, don Marcelo; Eluchans, Galilea, Paya, González, Godoy, Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jiménez; Masferrer, Montes
, Mulet, Ortiz, Rojas, Tuma, Urrutia, Vallespín, Venegas, don Mario, Venegas, don Samuel y Verdugo.
ROBERTO FUENTES INNOCENTI
Secretario de la Comisión
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� La tramitación completa de este mensaje se encuentra disponible en la página web de la Cámara de Diputados: � HYPERLINK "http://sil.congreso.cl/pags/index.html" ��http://sil.congreso.cl/pags/index.html�


� El proyecto crea la categoría de empresas de menor tamaño (EMT); sin embargo, en este informe se usará, indistintamente, la expresión PYME, que ya es usual para referirse a la pequeña y mediana industria. 


�  Acuerdo 2091, de diciembre de 2000, del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción.


�Reemplazo en algunas sesiones a la Diputada Pacheco.
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